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GOBIERNO FEDERAL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 31/2008 
 

ACTOR: MUNICIPIO DE ABASOLO, ESTADO DE 
TAMAULIPAS. 

 

MINISTRA PONENTE: OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS. 
SECRETARIA: ANA CAROLINA CIENFUEGOS POSADA.  
 

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente a la sesión del día cuatro de enero de dos mil once. 
 

V I S T O S, para resolver los autos de la Controversia Constitucional número 31/2008; y, 
 

R E S U L T A N D O: 
 

PRIMERO.- DEMANDA Y NORMA IMPUGNADA. Por escrito presentado el veintinueve de febrero 
de dos mil ocho, ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, FLORENTINO RODRÍGUEZ ACUÑA, en su carácter de Síndico del 
Municipio de Abasolo, Tamaulipas, promovió demanda de controversia constitucional en contra de 
la Sexagésima Legislatura del Congreso, del Gobernador Constitucional, y del Director del 
Periódico Oficial todos del Estado de Tamaulipas, y señaló como acto impugnado y norma general, 
los siguientes: 
 

“El Decreto número LX-4 emitido por la Sexagésima Legislatura del H. Congreso Constitucional 
del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas, mediante el cual se adiciona un párrafo Segundo 
con siete fracciones al artículo 30 del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas”. 
 

SEGUNDO.- ANTECEDENTES. En la demanda se señalaron como antecedentes del caso, los 
que se reseñan a continuación:  
 

1. En fecha diecisiete de enero del año dos mil ocho fue publicado en el Periódico Oficial del 
Estado de Tamaulipas el Decreto Número LX-4, mediante el cual se adiciona un párrafo segundo 
con siete fracciones al artículo 30 del Código Municipal del Estado de Tamaulipas, por lo que 
quedó redactado en los términos siguientes:  
 

“Artículo 30.- Los miembros de los ayuntamientos tendrán la remuneración que se les asigne 
en el Presupuesto de Egresos respectivo, atendiendo a los principios de racionalidad, 
austeridad y disciplina del gasto público municipal, así como a la situación de los Municipios. 
 

La suma total de todos los conceptos que se incluyan como remuneración a que tendrán 
derecho los síndicos y regidores de los Ayuntamientos del Estado se establecerán con el 
equivalente al salario mínimo vigente en el área geográfica correspondiente, en un parámetro 
máximo en los siguientes términos: 
 

I. En los Municipios cuya población esté comprendida entre los mil y los cinco mil 
habitantes, las percepciones mensuales de los Síndicos no serán mayores al equivalente 
a 101 salarios mínimos; y la de los Regidores al equivalente a 80 salarios mínimos; 
 

II. En los Municipios cuya población esté comprendida entre los cinco mil uno a los diez mil 
habitantes, las percepciones mensuales de los Síndicos no serán mayores al equivalente 
a 151 salarios mínimos; y la de los Regidores al equivalente a 121 salarios mínimos; 
 

III. En los Municipios cuya población esté comprendida entre los diez mil uno a los quince mil 
habitantes, las percepciones mensuales de los Síndicos no serán mayores al equivalente a 
202 salarios mínimos; y la de los Regidores al equivalente a 161 salarios mínimos; 
 

IV. En los Municipios cuya población esté comprendida entre los quince mil uno a los cuarenta 
mil habitantes, las percepciones mensuales de los Síndicos no serán mayores al equivalente a 
252 salarios mínimos; y la de los Regidores al equivalente a 202 salarios mínimos; 
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V. En los Municipios cuya población esté comprendida entre los cuarenta mil uno a los cien mil 
habitantes, las percepciones mensuales de los Síndicos no serán mayores al equivalente a 
378 salarios mínimos; y la de los Regidores al equivalente a 303 salarios mínimos; 
 

VI. En los Municipios cuya población esté comprendida entre los cien mil uno a los 
doscientos cincuenta mil habitantes, las percepciones mensuales de los Síndicos no serán 
mayores al equivalente a 505 salarios mínimos; y la de los Regidores al equivalente a 404 
salarios mínimos; y 
 

VII. En los Municipios cuya población sea mayor a los doscientos cincuenta mil habitantes, 
las percepciones mensuales de los Síndicos no serán mayores al equivalente a 757 
salarios mínimos; y la de los Regidores al equivalente a 606 salarios mínimos”. 

 

De conformidad con los artículos Primero y Segundo Transitorios, el Decreto en cuestión éste 
entró en vigor el día siguiente de su expedición, asimismo, se determinó que los cuarenta y tres 
ayuntamientos del Estado, efectuaran los ajustes pertinentes en su programación de pagos para 
ajustarse a los términos del Decreto aludido. 
 

2. En el capítulo de antecedentes de la demanda de controversia constitucional, la parte actora 
transcribió la iniciativa de ley en los términos siguientes: 
 

“HONORABLE PLENO LEGISLATIVO: 
 

Los suscritos, Diputados ENRIQUE BLACKMORE ESMER, CUITLAHUAC ORTEGA 
MALDONADO, MA. DE LA LUZ MARTÍNEZ COVARRUBIAS, JOSÉ RAÚL BOCANEGRA 
ALONSO Y JUAN CARLOS ALBERTO OLIVARES GUERRERO, integrantes de la 
Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 64 fracción I de la Constitución Política Local, 93 párrafos 1, 2 y 3 inciso b) y 148 de la 
Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, tenemos a 
bien promover ante este Honorable Pleno Legislativo la iniciativa de Decreto mediante el cual 
se adiciona un párrafo segundo con siete fracciones al artículo 30 del Código Municipal para el 
Estado de Tamaulipas, al tenor de los siguientes: 
 

C O N S I D E R A N D O S 
 

PRIMERO. El Código Municipal para el Estado de Tamaulipas se expidió mediante 
Decreto número 7 del 2 de febrero de 1984, publicado en el anexo del Periódico Oficial del 
Estado número 10, del 4 de febrero de ese mismo año. A la fecha, se han efectuado 
aproximadamente 37 reformas y adiciones a su contenido. 
 

SEGUNDO. El referido Código contiene las normas relativas a la organización, 
administración, funcionamiento y atribuciones de los Municipios del Estado, considerando 
desde luego, las previsiones establecidas en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la propia del Estado de Tamaulipas, resultando en consecuencia, el 
principal documento normativo de los municipios del Estado. 
 

TERCERO. El Código Municipal establece en su Capítulo IV, del Título Primero, las normas 
de integración e instalación de los Ayuntamientos. De tal forma, prevé la integración de los 
ayuntamientos con base en el número de habitantes de cada municipio, considerando 
asimismo, las normas que regulan la propia instalación de los Ayuntamientos. 
 

CUARTO. El Código Municipal dispone lo correspondiente a la remuneración a que tienen 
derecho los integrantes del órgano de Gobierno Municipal, vinculado al presupuesto de 
egresos correspondientes, atendiendo a los principios de racionalidad, austeridad y 
disciplina del gasto público municipal, así como también a la situación económica de cada 
municipio. En este contexto, la presente iniciativa pretende incorporar al artículo aludido, una 
serie de previsiones legales que hagan más práctico y efectivo el ejercicio del gasto público 
relacionado con el pago de emolumentos a los integrantes de los Ayuntamientos, a efecto de 
que se fortalezca el cumplimiento eficaz, los principios previstos en el texto actual del citado 
precepto, con el propósito de que su aplicación preponderante sea en beneficio de la 
población, dotándole de las obras y servicios que requieren en cada comunidad. Hago 
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mención al texto original del artículo 30 del Código Municipal, hasta antes de la reforma del 
14 de marzo del 2001, establecía lo siguiente: 
 

Artículo 30.- Los miembros de los Ayuntamientos tendrán la remuneración que se les 
asigne en el Presupuesto de Egresos respectivo. 
 

Es decir, que de manera permanente se ha previsto la obligatoriedad de que a los miembros 
de los Ayuntamientos se les otorgue la remuneración que se asigne en el presupuesto de 
egresos a ejercer. La única reforma que ha tenido dicho artículo se estableció mediante 
Decreto 366, del 14 de marzo de 2001, publicado en el Periódico Oficial del Estado número 
32, de esa misma fecha, y mediante el cual fue adicionado el texto siguiente: 
 

Atendiendo a los principios de racionalidad, austeridad y disciplina del gasto público 
municipal, así como a la situación económica de los municipios. 
 

Con lo anterior se advierte un evidente interés del legislador por dotar de criterios legales 
para normar la asignación de percepciones a los integrantes de los Ayuntamientos. 
 

QUINTO. En la actualidad es común que en los Ayuntamientos se haga una distinción en 
los montos que por emolumentos reciben Síndicos y Regidores, siendo los primeros de 
ellos los que invariablemente reciben sueldos más elevados que los regidores, a la luz de 
la naturaleza de su responsabilidad. 
 

SEXTO. Por otra parte, la sociedad de nuestro país reclama la prestación de servicios de 
calidad y que los servidores públicos brinden su mejor esfuerzo con el propósito de cumplir sus 
expectativas, así como también la población solicita que el presupuesto que se ejerza 
satisfaga los requerimientos de la colectividad y que su ejercicio sea más transparente y eficaz, 
razón por la que se estima necesario establecer las disposiciones legales que prevean de 
manera específica y concreta los montos a cubrir por concepto de emolumentos que les 
correspondan a los Síndicos y Regidores que integren los Ayuntamientos. Lo anterior a efecto 
de que la atribución del Ayuntamiento de aprobar sus respectivos presupuestos de egresos 
contemple un referente objetivo para el caso especifico de las remuneraciones que por su 
desempeño corresponden a los síndicos y regidores municipales. De esta forma, estimamos 
se propicia el imperio de los principios de racionalidad, austeridad y disciplina del gasto público 
municipal, lo que redundará en un mejor ejercicio presupuestario que beneficiará a la 
comunidad que los eligió. 
 

SÉPTIMO. La Constitución General de la República ha dotado a los Municipios del país de 
amplias atribuciones que los fortalecen como una organización política y manejar su 
patrimonio conforme a la ley y aprobar su propio presupuesto de egresos con base en los 
ingresos disponibles. 
 

De este modo, los Ayuntamientos deciden de manera libre el ejercicio de sus recursos, 
basados únicamente en los términos que establezcan las leyes y orientados al cumplimiento 
de sus planes, programas y proyectos de interés en esta comunidad. Con la presente 
iniciativa no se restringe esa legítima atribución de los Ayuntamientos, sino más bien se 
pretende dictar las bases que ordenen y uniformen los criterios para la asignación de 
percepciones, apartándolo de la costumbre decisoria mediante consideraciones de 
naturaleza eminentemente política. Asimismo, se pretende establecer un mecanismo con 
cuya observancia se dará un mismo trato a todos los síndicos y un trato igual a todos los 
regidores de un mismo Ayuntamiento, sin importar la carga de trabajo o comisión que les 
corresponde realizar, como tampoco el partido político a que pertenezcan. 
 

OCTAVO. En la asignación de los presupuestos de egresos de los municipios es 
determinante apreciar la expectativa de recursos que se considera podrían obtenerse en el 
año del ejercicio fiscal de que se trate. A su vez, no es desconocido que las aportaciones y 
participaciones federales que corresponden a los municipios que se orientan con base en la 
proporción de habitantes que tiene cada comunidad. De esta manera, los recursos resultan 
más abundantes en las comunidades cuya población es mayor que las demás y obviamente 
dichos recursos varían de tal manera que no es similar  la población y recursos 
presupuestales de los municipios de Nuevo Laredo, Reynosa, Matamoros, Victoria y 
Tampico, respecto de los que puedan ejercer los municipios de San Nicolás, Palmillas, 
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Cruillas, Mainero y otros más de la entidad, por lo que se deberá aplicar un mecanismo que 
permita transitar adecuadamente en las condiciones en que operan los municipios y que 
dotaría de elementos de uniformidad en ese sentido, estableciendo un mínimo y un máximo 
de percepciones, dependiendo de la población con que cuente cada comunidad. 
 

NOVENO. La iniciativa considera el establecimiento de siete grupos de municipios en el 
Estado, basado en la población con que cuentan y que es la que, en buena medida, 
determina sus propios presupuestos de egresos a ejercer, de tal modo que se contemplan 
grupos de municipios cuyos habitantes se agrupen de los mil a los cinco mil; de los cinco 
mil uno a los diez mil; de los diez mil uno a los quince mil; de los quince mil uno a los 
cuarenta mil; de los cuarenta mil uno a los cien mil; de los cien mil uno a los doscientos 
cincuenta mil; y de los doscientos cincuenta mil uno en adelante. 
 

DÉCIMO. La presente propuesta se inspira en el propósito de generar un buen uso y 
aprovechamiento de los recursos municipales sin demérito de reconocer legítimamente el 
esfuerzo, capacidad y aptitud de quienes integran los cuerpos edilicios y que desde luego 
merecen una percepción acorde a las posibilidades financieras de cada municipio. Así como, 
la atribución de los ayuntamientos para aprobar los presupuestos con base en los ingresos 
disponibles. De este modo el planteamiento considera un límite máximo a las percepciones, 
de donde, previo análisis y deliberación de los Ayuntamientos, se determine el emolumento 
que le corresponderá a los síndicos y a los regidores. La iniciativa considera que estos 
montos se deben prever en el equivalente a salarios mínimos, en razón de que los 
presupuestos de egresos se adecuan a las circunstancias anuales y que por ende resulta 
una medida más práctica de realizar. Así mismo, al reconocer que en nuestro Estado inciden 
las tres áreas geográficas en las que se aplican montos distintos de salario mínimo, para 
estos efectos habrá de considerarse el salario mínimo que la Comisión Nacional de los 
Salarios Mínimos establezca para cada municipio del Estado, es decir, el Área Geográfica 
‘A’, ‘B’ o ‘C’, según corresponda, lo que establecería el cálculo de acuerdo al área geográfica 
específica. 
 

Con base en lo expuesto, sometemos a la consideración de este Alto cuerpo colegiado la 
presente acción legislativa, solicitando su dispensa de turno a comisiones, a efecto de 
discutir y aprobar, en su caso, el siguiente proyecto de: 
 

DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE ADICIONA UN PÁRRAFO SEGUNDO CON SIETE 
FRACCIONES AL ARTÍCULO 30 DEL CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE 
TAMAULIPAS. 
 

Artículo Único. Se adiciona un párrafo segundo con siete fracciones al artículo 30 del 
Código Municipal para el Estado de Tamaulipas, para quedar como sigue:  
(…)”. 

 

3. Al presentarse la iniciativa al Pleno del Congreso del Estado de Tamaulipas, el Diputado 
Presidente de éste, sometió a consideración del Pleno Legislativo la dispensa del turno de la 
iniciativa a comisiones sin argumento, fundamento o motivación alguna, siendo aprobada dicha 
dispensa por mayoría de votos.  
 

4. En la discusión del proyecto de ley, en lo general, la Diputada María Leonor Sarre Navarro, 
expresó lo siguiente:  
 

“Con el permiso del Diputado Presidente, compañeros Diputados, Diputadas, me permito 
presentar la posición del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, respecto a la 
iniciativa fundada en el punto sexto, subíndice tres, mediante el cual se adiciona un 
párrafo segundo al artículo 30 del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas. 
 

Actualmente en el artículo 30 a la letra dice: los miembros de los Ayuntamientos tendrán la 
remuneración que se les asigne en el Presupuesto de Egresos respectivo, atendiendo a 
los principios de racionalidad, austeridad y disciplina del gasto público municipal, así como 
la situación económica de los Municipios. Se pretende agregar un segundo párrafo, para 
predeterminar la forma en que se deben asignar las remuneraciones de los integrantes del 
Ayuntamiento. Nuestro posicionamiento consiste en determinar si el Poder Legislativo 
local tiene facultades para establecer la remuneración de los miembros del Ayuntamiento, 
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al hacer un análisis de los artículos 115, 116, 124 y 133 de la Constitución Federal, se 
llega a la conclusión de que el Poder Legislativo local carece de atribuciones para fijar 
remuneraciones específicas a los integrantes del Cabildo.  
 

En efecto, el artículo 115 Constitucional en su fracción IV establece: los Municipios 
administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes 
que le pertenezcan así como de las contribuciones de otros ingresos que las Legislaturas 
establezcan a su favor, y en todo caso, los Presupuestos de Egresos serán aprobados por 
los Ayuntamientos, con base en sus ingresos disponibles. De acuerdo al principio de 
supremacía constitucional, ninguna ley secundaria puede ser contraria a la Constitución 
Federal, la propuesta que en esta vía se presenta transgrede el principio fundamental de 
autonomía municipal anteriormente citado, por lo que nuestra posición es en contra de la 
iniciativa planteada. Hago la aclaración de que este no es un posicionamiento exclusivo de 
Acción Nacional, sino que es un sentir de varios grupos que con responsabilidad y en su 
oportunidad defendieron la autonomía municipal contra Leyes Estatales, dando origen a 
jurisprudencia en materia Constitucional: 
 

Munícipes, la Legislatura Estatal carece de facultades para aprobar sus remuneraciones, 
(SIC) artículo 115, fracción IV de la Constitución Federal, adicionado por el Decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 23 de diciembre de 1999, el Tribunal 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 
P/J27/2000, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo once, Abril de 2000, página 818, determinó que el artículo 129 de la 
Constitución Política del Estado de Nuevo León, en cuanto impide a los Ayuntamientos de 
los Municipios de esta entidad federativa, acordar remuneraciones para sus miembros sin 
aprobación del Congreso local, no infringe el último párrafo de la fracción IV del artículo 
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 

Sin embargo, el criterio anterior debe interrumpirse en virtud de la adición a esa fracción 
aprobada mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 23 de 
diciembre de 1999, en el sentido de que los recursos que integran la Hacienda Pública 
Municipal se ejercerán de manera directa por los Ayuntamientos o por quien ellos 
autoricen, por lo que la programación, presupuestación y aprobación del Presupuesto de 
Egresos del Municipio, son facultades exclusivas de éste, para lo cual debe tomar en 
cuenta sus recursos disponibles, pues sostener que carecen de esa exclusividad en el 
ejercicio de sus recursos quedaría nugatorio el principio de autonomía Municipal previsto 
en la Constitución Federal, de donde se concluye que la Legislatura Estatal no se 
encuentra facultada para aprobar las remuneraciones de los integrantes de los Municipios 
por no encontrarse previsto en la referida fracción IV. 
 

Estamos consientes que los Municipios tienen la necesidad de ahorro en sus gastos, pero 
en lo que no estamos de acuerdo en que sea la Legislatura la que imponga cómo lo deben 
hacer, transgrediendo la autonomía municipal, poniendo en riesgo, incluso, que seamos 
objetos de quedar en evidencia si los Ayuntamientos recurren un decreto con una 
controversia constitucional, como lo acabo de exponer, pensamos que los Municipios 
pueden por si solos y de manera responsable acordar la forma de ahorrar como ya lo han 
hecho algunos, siendo el caso del Municipio de Soto Marina, donde la reducción de 
percepciones en algunos casos llegó hasta el 50 por ciento y lo cual se hizo en pleno uso 
de su autonomía municipal. Aprobar esta iniciativa sería tanto como abrir la puerta para 
que el Gobierno Federal imponga a los Gobiernos de los estados, cuánto debe ganar el 
Gobernador, y los distintos Secretarios. Es cuando Diputado Presidente”. 

 

5. Posteriormente, intervino en la discusión el Diputado Jesús Eugenio Zermeño quien manifestó 
en su intervención lo siguiente: 
 

“Buenas tardes, con la venia de la Presidencia; compañeras y compañeros Diputados; 
Honorable Asamblea. Es bien cierto que el artículo 115 Constitucional, menciona que los 
Estados, adoptarán para su régimen interior la forma de Gobierno Republicano, 
representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización 
política y administrativa, el municipio libre. Y en el párrafo o en el apartado dos, dice que 
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los Municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio 
conforme a la ley, y la ley es la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pero también el Código Municipal para el Estado de Tamaulipas. 
 

En cuanto al Código Municipal para el Estado de Tamaulipas, el artículo 30 faculta a los 
miembros de los Ayuntamientos, diciendo que tendrán la remuneración que se les asigne 
en el Presupuesto de Egresos respectivo, atendiendo a los principios de racionalidad, 
austeridad y disciplina del gasto público municipal, así como a la situación económica de 
los Municipios. 
 

Sin embargo, este artículo 30 que es el punto de adición del párrafo que se menciona. 
Es un ordenamiento, un tabulador, pero no es imperativo para el propio Municipio, no se 
afecta la esfera de la autonomía, en el sentido de que los parámetros que se hablan ahí, 
las siete categorías que se mencionan tienen un máximo, pero un mínimo y será 
manejado conforme a la presentación por parte de los Municipios para la autorización del 
Presupuesto de Egresos que se hace en los meses de noviembre, para a la (SIC) 
Legislatura local, se aprueba y ahí es donde se hace la revisión de los salarios para que 
todos los funcionarios, tanto como Síndicos y Regidores. 
 

Y es por eso que he pedido hacer uso de la palabra para sustentar la pertinencia de la 
iniciativa de decreto que adiciona un párrafo segundo al artículo 30 del Código Municipal 
para el Estado a fin de establecer criterios que permitan, objetivamente a los 
Ayuntamientos del Estado, aprobar las determinaciones inherentes a las remuneraciones 
de los Síndicos y los Regidores que integren sus Cabildos.  
 

A todos nos preocupa y por eso pretendemos ocuparnos ahora de ello, que los limitados 
recursos públicos con que cuentan los Ayuntamientos, de acuerdo al sistema hacendario, 
imperante en nuestra República, se destinen en forma prioritaria a la atención de las 
funciones municipales y preponderantemente de los servicios públicos. 
 

Nuestro país y Tamaulipas, como parte de ello, ha avanzado primero en 1983 y luego en 
1999, hacia la consolidación del municipio libre como forma de organización política y de 
gobierno en las comunidades, que tiene el deber de atender las necesidades básicas de 
la población en materia de agua potable y alcantarillado, alumbrado público, calles y 
vialidades, servicios públicos fundamentales, como la recolección y disposición de 
residuos sólidos y, desde luego la atención de la seguridad pública en los ámbitos de la 
Policía Preventiva y Tránsito. 
 

Ese es el objeto fundamental del gasto público municipal, desde luego que para que se 
puedan cumplir las funciones municipales, son esenciales los titulares de las atribuciones 
de ese ámbito de Gobierno. Ahí están presentes los integrantes del Ayuntamiento, a 
partir de la elección popular, los funcionarios que en el ámbito laboral son trabajadores 
de confianza y los trabajadores de base y demás colaboradores del Municipio. 
 

En un principio pleno de la Constitución General de la República y de la Constitución 
Política del Estado, que es, que todo servidor público, que toda persona que tiene a su 
encargo una encomienda de carácter público, tiene derecho a percibir una remuneración 
adecuada por su desempeño. No está de sobra mencionar la filosofía de Benito Juárez, 
ilustre oaxaqueño, que alcanzó el título de ‘Benemérito de las Américas’, al referirse que 
un servidor público la vocación es el dato distintivo y que la aspiración de acumular 
riquezas y un patrimonio holgado, no se alcanza a través de esa vocación de servicio. 
Hablaba el Presidente Juárez de la sobria y digna medianía que en el ámbito económico 
es propia de quienes abrazan como carrera de vida el servicio público. 
 

Reitero que es una nota de atención de los ciudadanos, el conocer ¿cuál es la 
remuneración adecuada de los servicios públicos y cómo se llega a ella?. En la 
propuesta de adición que nos ocupa, se plantea que de acuerdo al número de habitantes 
de cada Municipio de nuestra entidad federativa, establezcamos siete distintos grupos y 
que en cada uno de ellos de establezca como parámetro para los Ayuntamientos de 
nuestra entidad federativa un cierto número máximo de salarios mínimos para fijar el 
monto de la remuneración integral que correspondería, en su caso, a los Síndicos y a los 



 Victoria, Tam., martes 22 de febrero de 2011                 Periódico Oficial

 

 

Página 8 

Regidores. Así, por tomar un ejemplo, en el caso del Ayuntamiento de San Nicolás, que 
se comprendería en el grupo de los Municipios que tienen hasta cinco mil habitantes, las 
percepciones de los Regidores encontrarían su límite en el equivalente de 80 salarios 
mínimos y las del síndico en 101 salarios mínimos, lo que de acuerdo con la zona 
geográfica para la determinación del salario mínimo, en estos momentos equivaldría 
aproximadamente a cuatro mil y cinco mil pesos, en forma respectiva. 
 

Por su parte, si tomamos el caso de Matamoros, que se ubicará en el séptimo grupo 
propuesto por tener una población mayor a los 250 mil habitantes, el criterio para orientar 
la percepción máxima de los Regidores sería de 606 salarios mínimos y para los síndicos 
de 757 salarios mínimos, lo que hoy equivaldría, aproximadamente, a treinta mil pesos y 
treinta y ocho mil pesos, en forma respectiva. 
 

Como puede observarse, la propuesta implica un reconocimiento derivado estrictamente 
de nuestra Constitución Federal: los Presupuestos de Egresos se establecen en forma 
congruente con los ingresos disponibles. Los ingresos municipales tienen hoy un 
componente fundamental en las participaciones y las aportaciones federales que se 
encuentran normadas en las Leyes de Coordinación Fiscal Federal y Estatal, donde un 
criterio esencial de valoración para la asignación de recursos es el número de habitantes. 
 

Si bien son relevantes las atribuciones de los Municipios para allegarse ingresos propios 
con base al cobro del impuesto predial y en el pago de los derechos que hacen las 
personas por los servicios que reciben del Municipio, hoy prácticamente 9 de cada 10 
pesos de los ingresos públicos municipales provienen de participaciones y aportaciones 
federales. 
 

De esta forma, en la propuesta que comento se otorga un peso objetivo específico a que 
las remuneraciones de los Síndicos y de los Regidores tengan un criterio cierto con base 
en el número de habitantes del Municipio. En los siete grupos que se plantean se reconoce 
que en tanto aumenta el número de habitantes, también se incrementan los recursos 
disponibles y por ello en el caso del primer grupo se plantean rangos máximos de 80 y de 
101 salarios mínimos y en el séptimo grupo de 606 y de 757 salarios mínimos. 
 

Debo referirme, en forma adicional, aún elemento constitucional que vincula el ejercicio de 
la función legislativa a cargo de este Congreso con el ejercicio de las atribuciones 
municipales de aprobar sus respectivos presupuestos de egresos. En ninguna forma esta 
propuesta pretende interferir con las atribuciones Municipales de planeación, programación 
y aprobación del gasto público en sus respectivos Presupuestos de Egresos. 
 

Todos en este Congreso del Estado lo sabemos, el Presupuesto de Egresos de un 
Ayuntamiento es un documento complejo, que por mencionarlo en forma sintética, 
incluye las asignaciones que se estima erogar para los servicios personales, que es 
donde se contienen las remuneraciones a los Síndicos y Regidores; para la adquisición y 
aprovechamiento de recursos materiales; para la prestación de los servicios generales 
que permiten el funcionamiento del Ayuntamiento; para la prestación de los servicios 
públicos; para la realización de obras públicas, siendo esos dos últimos rubros los más 
significativos, y, en su caso, para el cumplimiento de obligaciones financieras contraídas. 
 

El Presupuesto de Egresos de un Ayuntamiento debe considerar en el conjunto de su 
elaboración y en las partidas que lo conforman, entre otros aspectos, los datos referentes 
a las remuneraciones de los Síndicos y Regidores. Con la iniciativa planteada los 
Ayuntamientos de nuestra entidad federativa deliberarán y aprobarán sus respectivos 
Presupuestos de Egresos, estableciéndose como criterios objetivos para lograr el imperio 
de los principios de racionalidad, austeridad y disciplina del gasto público municipal, los 
parámetros del límite de las remuneraciones de los Síndicos y los Regidores. La 
Legislatura no se arrogaría facultades de aprobación de los Presupuestos de Egresos de 
los Ayuntamientos, ni mucho menos aprobaría partidas, pero sí establecería criterios 
objetivos, transparentes y de cara a la ciudadanía, sobre una consideración racional y 
son de las remuneraciones que el Ayuntamiento fijaría, con base en la realidad de los 
ingresos disponibles y que el sentido prioritario del gasto público es actuar a favor del 
pueblo. Muchas gracias”.  
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TERCERO.- ARTÍCULOS CONSTITUCIONALES VIOLADOS Y CONCEPTOS DE INVALIDEZ.  
El Síndico del Municipio actor señaló como preceptos constitucionales violados, el 5º, 14, 16, 74, 
fracción IV, 115 y 134 primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; asimismo expresó como conceptos de invalidez, en síntesis, los siguientes: 
 

I.      Que el Decreto número LX-4, por el que se adicionó un párrafo segundo con siete 
fracciones al artículo 30 del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas, carece de 
fundamento y motivo legal, por tanto, es violatorio de los artículos 14, 16, 74, fracción IV, y 
134 párrafos primero y cuarto de la Constitución Federal. En este punto se refiere a la 
jurisprudencia de rubro: “MUNÍCIPES. LA LEGISLATURA ESTATAL CARECE DE 
FACULTADES PARA APROBAR SUS REMUNERACIONES (ARTÍCULO 115, FRACCIÓN 
IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, ADICIONADO POR DECRETO PUBLICADO EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 23 DE DICIEMBRE DE 1999)”1., emitida 
por el Tribunal Pleno al resolver la controversia constitucional 19/2001. 
 

Y, agrega que el razonamiento que realizó la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia en cuestión, lo hizo en virtud de la reforma al artículo 115 constitucional, y en 
específico, en relación al principio de libertad hacendaría previsto en la fracción IV del 
precepto indicado. 
 

Expresa que en la evolución del Municipio se pueden advertir tres momentos determinantes, 
partiendo de la consagración constitucional que en mil novecientos diecisiete se le otorgó a 
tal figura, y que son: 

 

(i) La reforma municipal de mil novecientos ochenta y tres, misma que fue materia de 
interpretación por el Tribunal Pleno, al pronunciarse respecto del amparo en revisión 452/91, 
en el que consideró que la intención del Legislador fue fortalecer al Municipio, y para efectos 
de la legitimación activa en controversia constitucional, se podía admitir en el Municipio un 
carácter de poder de los Estados. El Síndico destaca que tal legitimación estaba 
aparentemente soslayada por el entonces texto del artículo 105 constitucional. 

 

(ii) La reforma judicial de mil novecientos noventa y cuatro, por la cual se reconoció legitimación 
activa al Municipio para acudir en defensa jurisdiccional de sus facultades y ámbito competencial 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por vía de controversia constitucional.  

 

(iii) La reforma de mil novecientos noventa y nueve, conforme a la que se avanzó en pro de la 
consolidación de la autonomía municipal y de su fortalecimiento, en concreto, frente a las 
injerencias de los gobiernos estatales. 

 

Lo anterior significa que el inciso b) de la fracción en comento, sólo autoriza a las Legislaturas 
Locales a que señalen cuáles serán los supuestos en que los actos relativos al patrimonio 
inmobiliario municipal que requieran de un acuerdo de mayoría calificada de los propios 
integrantes del Ayuntamiento, mas no le autoriza para erigirse en una instancia exigible e 
indispensable para la administración. Tal circunstancia atenta contra el espíritu de la reforma 
constitucional y los fines perseguidos por ésta. 
 

Por otra parte, argumenta que con la reforma de mil novecientos noventa y nueve, el 
constituyente pretendió garantizar la autonomía plena de los municipios, otorgando el libre 
ejercicio de su patrimonio y facultades para administrar su hacienda. 
 

En ese sentido, el Decreto aprobado por el Congreso del Estado de Tamaulipas por el que 
se adicionó el artículo 30 del Código Municipal de la Entidad, es contrario al principio de 
libertad hacendaría consagrado en la fracción IV del artículo 115 constitucional. Asimismo, 
refleja una injerencia directa por parte del Congreso Estatal en el Municipio. En apoyo a su 
argumento, reitera el criterio jurisprudencial indicado con antelación. 
 

 
 

                                                                  
1 Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XVIII, Agosto de 
2003. Tesis: P./J. 37/2003. Página: 1373. 



 Victoria, Tam., martes 22 de febrero de 2011                 Periódico Oficial

 

 

Página 10 

Por otro lado, expresa que la programación, presupuestación y la aprobación del 
presupuesto de egresos del Municipio son facultades exclusivas de éste, quien para ese 
efecto debe tomar en cuenta los recursos disponibles. Sostener que los municipios carecen 
de tal exclusividad, torna nugatorio el principio de autonomía constitucional. 
 

Que lo anterior, no es oponible al texto del artículo 13 constitucional, al disponer que nadie 
podrá gozar de más emolumentos en concepto de compensación por servicios públicos que 
los fijados en la ley. Precisa que en el sistema constitucional está previsto que lo concerniente 
al presupuesto federal deber ser aprobado por el órgano Legislativo; sin embargo, a manera 
de excepción, se establece que los presupuestos de egresos municipales no tengan que ser 
aprobados por el órgano Legislativo. 
 

Que el Decreto LX-4, invade la esfera constitucional del Municipio, en cuanto a la 
elaboración del presupuesto de egresos, ya que lo condiciona a que establezca los salarios 
de sus Síndicos y Regidores de acuerdo a un tabulador conforme con un criterio 
poblacional, el cual no está previsto constitucionalmente como elemento para la elaboración 
del presupuesto destinado al pago de remuneraciones de los integrantes del Ayuntamiento, 
con lo que se vulnera el artículo 115 constitucional, en cuanto al gobierno y forma de 
organización administrativa municipal. 
 

Asimismo, el establecer un límite a las remuneraciones es contrario al texto constitucional, y 
al artículo 76, fracción I, de la Constitución Política del Estado, que establece que a la 
Auditoria Superior del Estado le corresponde “Fiscalizar en forma posterior los ingresos y 
egresos públicos, el manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos de los poderes del 
Estado, de los Ayuntamientos, de los entes públicos estatales y de los organismos estatales 
y municipales, y el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas estatales, a 
través de los informes que se rendirán en los términos que disponga la ley. En tratándose 
de la recaudación, analizar si fueron percibidos los recursos emitidos en cumplimiento de las 
disposiciones legales aplicables”.  

 

II. Que el Punto de Acuerdo tomado por el Congreso del Estado de Tamaulipas, violenta lo 
dispuesto por los artículos 14, 16 y 115 constitucionales, y 93, numeral 5, de la Ley sobre 
Organización y Funcionamiento internos del Congreso del Estado de Tamaulipas, toda vez 
que para su emisión no se siguió el procedimiento parlamentario que detalla la normatividad 
interna del Congreso, no funda ni motiva las razones que tuvo en consideración para omitir 
el procedimiento. 

 

El Punto de Acuerdo del Congreso Estatal, aprobado el dieciséis de enero de dos mil ocho, 
mediante la dispensa de turno de iniciativa del Decreto LX-4, por el que se adicionó un 
párrafo segundo, con siete fracciones, al artículo 30 del Código Municipal para el Estado de 
Tamaulipas, violenta las garantías de legalidad y seguridad jurídica, toda vez que, el artículo 
93, numeral 5, de la Ley en cita, establece que: “Para poder discutirse, toda iniciativa deberá 
pasar primero a la comisión o comisiones competentes y haberse producido el dictamen 
correspondiente. Cuando se trate de asuntos de obvia o de urgente resolución, el Pleno 
podrá acordar la dispensa de trámites en los términos de esta ley”. 
 

En la especie, el Congreso Estatal transgredió su propia normatividad, ya que no motivó las 
razones por las que dispensó el trámite ordinario de toda iniciativa, es decir, el porqué la 
misma no se turnó a la Comisión o Comisiones competentes para la elaboración del 
dictamen respectivo, y este último se discutiera y analizara, y en su caso, se aprobara en el 
Pleno del Congreso. 
 

Que no se precisó si la iniciativa constituía un asunto de obvia y urgente resolución que 
justificara la omisión de los trámites indicados en la porción indicada del artículo 93 de la 
legislación en comento. Agrega que la violación al proceso legislativo trasciende al 
resultado, ya que la aprobación de la norma en el Decreto cuestionado, al no ser remitido a 
Comisiones, y al carecer de fundamento y motivo tal circunstancia, se traduce en la 
aprobación de una ley, que en lo fundamental, ya se ha declarado inconstitucional por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, según se advierte de la jurisprudencia ya indicada.  
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CUARTO.- TRÁMITE. Mediante acuerdo de tres de marzo de dos mil ocho, el Ministro Decano 
Presidente en Funciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el 
expediente relativo a la presente controversia constitucional, a la cual correspondió el número 
31/2008, y por razón de turno se designó al Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo como Instructor 
del procedimiento. 
 

Por acuerdo de cuatro de marzo siguiente, el Ministro Instructor admitió la demanda de 
controversia constitucional; asimismo, tuvo por presentado al promovente con la personalidad con 
que se ostentó, y reconoció el carácter de demandados a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, 
ambos del Estado de Tamaulipas, por lo que ordenó su emplazamiento para que formularan su 
respectiva contestación. 
 

Por otra parte, no reconoció el carácter de demandado al Director del Periódico Oficial del 
Estado de Tamaulipas, al tratarse de un órgano subordinado al Poder Ejecutivo Estatal. 
Finalmente, determinó dar vista al Procurador General de la República, para que manifestara lo 
que a su representación correspondiera. 
 

QUINTO.- CONTESTACIÓN DEL CONGRESO LOCAL. Por escrito presentado el veintinueve 
de abril de dos mil ocho en la Oficina de Correos del Servicio Postal Mexicano de Ciudad 
Victoria, Tamaulipas, y recibido el siete de mayo siguiente en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de este Alto Tribunal, Guadalupe González Galván, en su carácter de 
Diputado Presidente de la Diputación Permanente en funciones durante el primer ejercicio legal 
de la Sexagésima Legislatura Constitucional del Congreso del Estado de Tamaulipas, dio 
contestación a la demanda de controversia constitucional manifestando lo siguiente: 
 

1. En primer lugar expresó que si bien la Constitución Federal concede a los Ayuntamientos de 
las diversas entidades federativas facultades para decidir de manera libre respecto de la 
aplicación de los recursos que integran su hacienda pública, tal atribución debe ejercerse en 
función del cumplimiento de los planes, programas y proyectos de interés en cada 
comunidad, observando los lineamientos que establezcan al efecto las leyes que en materia 
municipal expidan las Legislaturas de los Estados. 

 

Que las leyes que corresponde emitir a las legislaturas locales, tienen como propósito 
establecer las bases generales a las que deberán sujetarse las distintas administraciones 
municipales a fin de armonizar, homologar y optimizar el ejercicio de sus funciones, 
estableciendo parámetros que deben observarse en el desempeño de su actividad pública, 
definiendo mecanismos que, entre otras cuestiones, eviten irregularidades o excesos en la 
aplicación de los presupuestos, en aras de que dichos recursos se apliquen 
preponderantemente en la atención de las necesidades sociales. 
 

Por otra parte, el Diputado Presidente adujo que con las reformas al Código Municipal del 
Estado de Tamaulipas, no se restringe la legítima atribución de los Ayuntamientos de aplicar 
de manera directa sus recursos, puesto que únicamente delinean las bases que ordenan y 
uniforman los criterios que deberán atenderse en la asignación de las percepciones de los 
integrantes de los Ayuntamientos de la Entidad, con el objeto de hacer efectivos los 
postulados de racionalidad, austeridad y disciplina que deben respetarse en el gasto 
público, los cuales, si bien, ya se encontraban enunciados de manera genérica en el artículo 
30 del Código en mención, requerían de elementos tangibles que permitieran hacer valer 
plenamente su observancia. 
 

Que en la norma impugnada se implantó un sistema de parámetros máximos respecto de las 
percepciones de los Síndicos y Regidores, con base en el cual cada Ayuntamiento fijará las 
cantidades que les correspondan por concepto de emolumentos. Tal sistema se orienta en 
función de la población fluctuante en los diversos municipios, toda vez que la asignación de 
los recursos públicos se determina de acuerdo a la cantidad de habitantes de cada población, 
y si además se toma en cuenta que en los municipios en donde existe un índice de población 
más alto, la actividad laboral de los servidores públicos es de mayor volumen, complejidad y 
responsabilidad, es justificable que en las poblaciones con dichas características sea más 
amplio el rango en el que puedan fijarse sus salarios, a diferencia de los municipios con 
menores proporciones en los que, por ende, sus recursos son más limitados. 
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Agrega que el sistema o mecanismo tiene como propósito optimizar la aplicación de los 
recursos, a través de la homologación de los gastos que se realicen en los municipios de 
carácter similar, instruyendo criterios razonables en la administración del presupuesto 
público de los distintos municipios de acuerdo a sus condiciones. 
 

Por lo que contrario a lo alegado por la parte actora, la norma reclamada no entraña una 
imposición, en el sentido de que los Ayuntamientos requieran la aprobación del Congreso 
para acordar las remuneraciones de sus miembros; ni constituye un imperativo legal respecto 
a la cantidad específica que como salario deberán percibir los servidores públicos referidos. El 
representante del Congreso precisa que la Legislatura no se está arrogando la facultad de 
aprobar de manera directa el salario correspondiente. 
 

Que el dispositivo impugnado establece que los integrantes de los Ayuntamientos tendrán la 
remuneración que se les asigne en el presupuesto de egresos, el cual corresponde aprobar al 
propio Ayuntamiento con base en sus ingresos disponibles, y si el artículo 115 constitucional 
dispone que los recursos que integran la hacienda pública municipal serán ejercidos por los 
Ayuntamientos conforme a la ley, es inconcuso que el artículo que se debate no infringe los 
principios constitucionales, en virtud de que no se soslaya la potestad otorgada a ese orden 
de gobierno por la propia Constitución Federal, consistente en aprobar sus presupuestos de 
egresos, así como de ejercer de manera directa sus recursos, únicamente se dictan las bases 
generales que deberán observarse en el ejercicio de dichas atribuciones tal como lo establece 
el precepto constitucional en cita. En apoyo a su argumento, cita la tesis jurisprudencial de 
rubro: “MUNICIPIO DE VERACRUZ. EL ARTÍCULO 275, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
HACENDARIO RELATIVO NO CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 115 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL ESTABLECER QUE EL 
AYUNTAMIENTO DEBE ACORDAR ANUALMENTE LAS REMUNERACIONES DE SUS 
INTEGRANTES Y EMPLEADOS DE CONFIANZA, DE ACUERDO CON LOS LINEAMIENTOS 
QUE DETERMINE LA LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO”., emitida por el 
Tribunal Pleno. 
 

Por lo que se refiere a la autonomía municipal, el representante de la Legislatura, 
argumenta que tal cualidad no implica que los municipios gocen de un carácter soberano, 
dado que el artículo 115 constitucional dispone que las distintas actividades encomendadas 
a ese orden de gobierno que deben ejecutarse conforme a lo que las leyes expedidas por 
los órganos legislativos estatales prevean al efecto. 
 

Que el artículo 115 constitucional, en el párrafo segundo, de su fracción II, concede a los 
Ayuntamientos facultades para aprobar los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, 
circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus jurisdicciones, 
las cuales organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, 
funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y 
vecinal, pero siempre que estos se diseñen en plena concordancia con las leyes en materia 
municipal que corresponde expedir a las Legislaturas de los Estados. 
 

Y, que en su fracción III, prevé que los municipios, en el desempeño de sus funciones o la 
prestación de los servicios públicos a su cargo, observaran lo dispuesto por las leyes federales y 
estatales. En este punto, cita la tesis de jurisprudencia de rubro: “LEYES ESTATALES EN 
MATERIA MUNICIPAL. OBJETIVO Y ALCANCES DE LAS BASES GENERALES DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL”., emitida por el Tribunal Pleno. 
 

Asimismo, cita la diversa jurisprudencia de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA 
CIRCUNSTANCIA DE QUE EL CONGRESO DEL ESTADO DE ZACATECAS REVOQUE LA 
DETERMINACIÓN TOMADA EN CONTRAVENCIÓN A LA LEY POR EL AYUNTAMIENTO 
DE UNO DE SUS MUNICIPIOS RESPECTO DE LA DESIGNACIÓN DE SU PERSONAL 
ADMINISTRATIVO, NO CONSTITUYE UNA INVASIÓN A LA AUTONOMÍA MUNICIPAL”., 
que ilustra el hecho de que los gobiernos municipales, en el ejercicio de sus atribuciones, 
deben observar las disposiciones  legales emanadas de los órganos legislativos locales en 
razón de existir un mandato directo de la propia Constitución Federal, y que por tanto, los 
actos impugnados por la parte actora no constituyen una invasión a la esfera de 
competencia municipal, ni una vulneración a su autonomía. 
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2. En cuanto a la aprobación de la dispensa de las fases del procedimiento legislativo en torno 
a la iniciativa de reformas al Código Municipal para el Estado de Tamaulipas, expresa que 
en el desahogo del Acuerdo se observaron las formalidades legales correspondientes, 
concluyendo con su aprobación en términos de las disposiciones que rigen la organización y 
funcionamiento del Poder Legislativo. 

 

Sobre el particular, realiza las siguientes precisiones: 
 

a. En Sesión Ordinaria correspondiente al dieciséis de enero de dos mil ocho, ciertos 
Diputados presentaron al Pleno Legislativo la Iniciativa de Decreto por la que se adicionó el 
artículo 30 del Código Municipal del Estado de Tamaulipas; solicitando al efecto la dispensa 
de turno a Comisiones, de conformidad con lo previsto en el artículo 148 de la Ley sobre la 
Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado. 

 

b. El Presidente de la Mesa Directiva sometido a consideración de los integrantes del Pleno la 
dispensa solicitada, resultando aprobada la misma por veintitrés votos a favor, ocho en 
contra y una abstención. 

 

c. Se procedió a discutir y votar la iniciativa referida, aprobándose el texto propuesto en sus 
términos, por veinticuatro votos a favor, ocho en contra y ninguna abstención. 

 

d. En consecuencia, en la fecha indicada, se expidió el Decreto número LX-4, mismo que se 
remitió al titular del Ejecutivo, a efecto de su publicación y aprobación. 

 

e. El diecisiete de enero siguiente, se publicó en el Periódico Oficial del Estado, número nueve, 
el Decreto impugnado, entrando en vigor al día siguiente. 
 

El Congreso demandado señala que los promoventes de la iniciativa, en la parte final de la 
misma, formularon la solicitud de dispensa de turno, en los términos siguientes: “…con base 
en lo expuesto, sometemos a la consideración de  este alto cuerpo colegiado la presente 
acción legislativa, solicitando su dispensa de turno a comisiones, a efecto de discutir y 
aprobar, en su caso, el siguiente proyecto…”. 
 

En términos del punto 3º del artículo 148 de la Ley Orgánica citada, que establece que: “La 
dispensa del turno del asunto a comisiones para la formulación de dictamen sólo podrá 
autorizarse cuando se trate de asuntos de obvia o de urgente resolución, por medio del voto 
de la mayoría de los legisladores presentes en el Pleno,…”, el Presidente de la Mesa 
Directiva, una vez conocida la solicitud y con base en las consideraciones planteadas en la 
iniciativa, la sometió a votación, resultando aprobada en los términos precisados con 
antelación, por tanto, los argumentos de la parte actora son infundados. 
 

Finalmente, manifiesta que la medida instaurada mediante la reforma legal, no vulnera la 
autonomía ni la economía municipal, ya que no restringe su administración, pues no impide 
su libre ejercicio, ni limita u obstaculiza su actividad financiera; en razón de que la aludida 
medida tiene como propósito contribuir a optimizar los recursos municipales en aras del 
fortalecimiento de ese ámbito de la administración pública. 

 

SEXTO.- CONTESTACIÓN DEL GOBERNADOR DEL ESTADO. Por su parte, Eugenio Hernández 
Flores, en su carácter de Gobernador Constitucional del Estado de Tamaulipas, por escrito 
presentado el treinta de mayo de dos mil ocho en la Oficina del Servicio Postal Mexicano, en Ciudad 
Victoria, Tamaulipas, recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto 
Tribunal el quince de mayo siguiente, dio contestación a la demanda de controversia constitucional, 
en los términos que a continuación se sintetizan:  
 

1. Que el artículo 115, fracción IV, inciso c), constitucional establece que los recursos que 
integran las haciendas públicas municipales serán ejercidos en forma directa por los 
Ayuntamientos, o bien, por quienes ellos autoricen; sin embargo, también dispone que para 
ello deberán observarse las disposiciones legales aplicables a la materia. 

 

Por lo que al otorgar la Constitución Federal a los Ayuntamientos la facultad para decidir 
libremente respecto de la aplicación de los recursos que integran su hacienda pública, tal 
atribución debe ejercerse en cumplimiento de los planes, programas y proyectos de interés 
en cada comunidad, observando los lineamientos que establezcan al efecto las leyes que en 
materia municipal expidan las Legislaturas de los Estados. 



 Victoria, Tam., martes 22 de febrero de 2011                 Periódico Oficial

 

 

Página 14 

Estima que la norma impugnada no restringe a los Ayuntamientos la potestad de aplicar de 
manera directa sus recursos, puesto que únicamente se establecen las bases que coadyuvan 
a ordenar y uniformar los criterios que adopten los municipios para la asignación de los 
emolumentos de los Síndicos y Regidores de los Ayuntamientos del Estado de Tamaulipas. 
 

Por tanto, el Decreto reclamado, al disponer una regulación al ejercicio del gasto público, por 
cuanto hace a las erogaciones destinadas al pago de los salarios de los Síndicos y Regidores 
de los Ayuntamientos del Estado, otorga certidumbre y coherencia para que puedan 
libremente establecer las remuneraciones que habrán de percibir dichos funcionarios, por lo 
que su promulgación y publicación no contraviene el principio constitucional en mención. 
 

Al establecerse en la norma impugnada un sistema que constituye parámetros para determinar 
las percepciones de los Síndicos y Regidores, con base en el cual cada Ayuntamiento fijará las 
cantidades que les correspondan, es orientado en función de la población existente en los 
municipios, lo cual resulta necesario toda vez que la asignación de los recursos públicos se 
determina de acuerdo a la población, aunado a que en municipios en donde existe un índice de 
población más alto, la carga laboral de estos servidores públicos es mayor, así como su 
responsabilidad. 
 

Expresa que, la norma impugnada no acota a los Ayuntamientos en el ejercicio de su libre 
distribución presupuestal, ya que no prohíbe que acuerden las remuneraciones de sus 
miembros, como tampoco se impone el monto específico que como salario deban percibir 
los Síndicos y Regidores, sino el establecimiento de un parámetro orientador bajo el cual los 
propios Ayuntamientos, previo análisis y deliberación, determinarán los emolumentos que 
les corresponderán a sus integrantes. 
 

Que conforme al Decreto impugnado, es el propio Ayuntamiento quien aprueba, con base 
en sus ingresos disponibles, los conceptos contenidos en el presupuesto de egresos, lo que 
es congruente con el texto del artículo 115 constitucional, en cuanto a que los recursos de la 
hacienda pública municipal serán ejercidos de manera directa por los Ayuntamientos 
conforme a la ley, por lo que la norma que se cuestiona no infringe los principios 
constitucionales. En apoyo a sus argumentos, se refiere al criterio de jurisprudencia de 
rubro: “MUNICIPIO DE VERACRUZ. EL ARTÍCULO 275, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
HACENDARIO RELATIVO NO CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 115 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL ESTABLECER QUE EL 
AYUNTAMIENTO DEBE ACORDAR ANUALMENTE LAS REMUNERACIONES DE SUS 
INTEGRANTES Y EMPLEADOS DE CONFIANZA, DE ACUERDO CON LOS LINEAMIENTOS 
QUE DETERMINE LA LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO”., sustentada 
por el Tribunal Pleno. 
 

Expresa que el criterio es aplicable al caso, en virtud de que respeta la potestad municipal en el 
sentido de establecer la remuneración asignada en el presupuesto de egresos respectivo. 

 

2. En otro orden de ideas, en cuanto a la autonomía municipal, expresa que tal potestad se 
encuentra supeditada a las limitaciones que la propia constitución enmarca, ya que el artículo 
115 de ese cuerpo normativo, condiciona las actividades encomendadas a ese orden de 
gobierno, mismas que deben ejecutarse conforme a lo que prevén las leyes expedidas por los 
órganos legislativos estatales, por lo que la facultad reglamentaria se ejercerá sobre la base 
de tales disposiciones generales, por tanto, la autonomía está supeditada a esos principios 
constitucionales. 

 

En cuanto a ese tema, se refiere al contenido de las fracciones II, segundo párrafo, y III, del 
artículo 115 constitucional, y concluye que corresponde a las Legislaturas Locales aprobar las 
leyes de ingresos de los Municipios, así como revisar y fiscalizar sus cuentas públicas. Y, cita los 
criterios jurisprudenciales de rubro: “LEYES ESTATALES EN MATERIA MUNICIPAL. 
OBJETIVO Y ALCANCES DE LAS BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
MUNICIPAL”., y “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE EL 
CONGRESO DEL ESTADO DE ZACATECAS REVOQUE LA DETERMINACIÓN TOMADA EN 
CONTRAVENCIÓN A LA LEY POR EL AYUNTAMIENTO DE UNO DE SUS MUNICIPIOS 
RESPECTO DE LA DESIGNACIÓN DE SU PERSONAL ADMINISTRATIVO, NO CONSTITUYE 
UNA INVASIÓN A LA AUTONOMÍA MUNICIPAL”., emitidas por el Tribunal Pleno, en apoyo de 
sus alegaciones. 
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3. Finalmente, en cuanto a la dispensa de turno a Comisiones de la Iniciativa sometida a 
consideración del Pleno Legislativo, el Gobernador aduce que estima innecesario pronunciarse 
al respecto, ya que el proceso legislativo del Decreto impugnado, fue materia de conocimiento 
del Poder Legislativo. 

 

SÉPTIMO.-  OPINIÓN DEL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA. El Procurador General 
de la República, mediante oficio número PGR/331/2008, de veinticuatro de junio de dos mil ocho, 
manifestó lo siguiente: 
 

A. Por lo que se refiere a la aprobación de dispensa de turno a Comisiones de la Iniciativa de adición 
en cuestión –aspecto reclamado por el Municipio actor-, realizó las siguientes precisiones: 

 

Cada una de las etapas que conforman el proceso legislativo deben subsanarse de manera 
forzosa y consecutiva, salvo lo previsto en los artículos 93, numeral 5, segunda parte, y 148 
de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado de 
Tamaulipas, que aluden al caso de notoria urgencia y obvia resolución, supuestos en los que 
se autoriza la dispensa a trámite legislativo, esto es, que la aprobación de la ley o decreto se 
realice sin haber agotado todas y cada una de las fases del proceso de elaboración de leyes 
en los plazos que al efecto prevea la ley. 
 

La dispensa del trámite legislativo por notoria urgencia y obvia resolución, tiene por objeto 
dejar sin efecto el procedimiento ordinario para que la Asamblea entre a la discusión y 
aprobación del dictamen legislativo y está condicionada a que el asunto sujeto a aprobación 
traiga aparejado un beneficio de interés general para la población y la resolución legislativa 
permita la solución de ciertos problemas; esté próxima la conclusión del periodo de sesiones 
del Congreso; exista una situación considerada de emergencia o la tramitación resolutiva 
del asunto sea de naturaleza fundamental y de necesidad prioritaria. 
 

Agrega que los supuestos de notoria urgencia y obvia necesidad implican una situación 
excepcional que entraña la necesidad de ciertas condiciones, las que en su parecer son: 1.- La 
existencia de determinados hechos que generen una condición de urgencia en la discusión y 
aprobación de una iniciativa de ley o decreto; 2.- La relación medio-fin, que los hechos 
necesariamente generen la premura en la aprobación de la iniciativa de ley o decreto de que se 
trate, pues de no hacerse de esta forma, ello traería consecuencias negativas para la sociedad; 
y 3.- Que la condición de urgencia evidencie la necesidad de que se omitan ciertos trámites 
parlamentarios, sin que en ningún caso ello se traduzca en afectación a principios o valores 
democráticos. 

 

Que en el caso en concreto, del Acta de la versión estenográfica de la sesión de dieciséis 
de enero de dos mil ocho, se advierte que el Presidente del Congreso de Tamaulipas, puso 
a consideración de la Asamblea la dispensa de turno a comisión; sin embargo, no fue 
realizada en términos de los artículos 93, numeral 5, segunda parte, y 148 de la Ley sobre la 
Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado de Tamaulipas, toda vez 
que no medió argumento o razonamiento que permitiera a los integrantes del Congreso 
determinar si se trataba de un asunto de urgencia o de obvia resolución. 
 

Que tampoco se advierte, que la iniciativa respondiera o resolviera alguna situación de 
emergencia, o un problema grave, o aportara un beneficio general para la sociedad, que fuera 
motivo suficiente para generar la convicción de que se estaba ante un caso excepcional que 
ameritara la dispensa del trámite legislativo, de tal suerte que la iniciativa propuesta fuera 
aprobada de manera pronta y expedita por el órgano legislativo. 
 

Que si bien la solicitud de dispensa se realizó conforme al artículo 148 de la Ley sobre la 
Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado de Tamaulipas, lo cierto 
es que los peticionarios no manifestaron alguna causa de justificación respecto de la 
urgencia u obvia resolución que ameritara la solicitud. 
 

Que no obstante lo anterior, el Presidente del Congreso Estatal, sin mediar planteamiento 
respecto de la solicitud de dispensa, puso a discusión en lo general, la iniciativa presentada, 
por lo que ordenó se abriera el registro de oradores, y con posterioridad se abrió a discusión 
en lo particular, para culminar con la votación. 
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La dispensa del trámite legislativo requiere la existencia de circunstancias que acrediten que 
se ésta en un caso de notoria urgencia u obvia resolución, así como la calificación en tal 
sentido, misma que requiere que en la solicitud se expongan de manera pormenorizada los 
hechos o problemas relevantes que ameritan la pronta resolución, de tal manera que el 
legislador tenga la convicción de que está ante un caso de atención urgente y pronta 
resolución, a efecto de realizar la calificación respectiva y proceder a la aprobación de la ley 
propuesta, lo cual no se llevó a cabo por parte del órgano Legislativo. 
 

Que los considerandos que respaldan la iniciativa propuesta en esencia se refieren a la 
necesidad de incorporar una serie de previsiones que hagan práctico el ejercicio del gasto 
público relacionado con el rango de emolumentos a los integrantes de los Ayuntamientos, lo cual 
no significa que sea una circunstancia que justifique la urgencia para dispensar el trámite 
legislativo. 
 

De lo contrario, cualquier iniciativa haría que se justificara la dispensa del trámite legislativo 
pretextando una supuesta urgencia, provocando que el proceso legislativo se lleve a cabo con 
una premura que no permita la participación de todas fuerzas políticas representadas en el 
Congreso Estatal. 
 

En apoyo a sus argumentos, se refiere a las consideraciones del Tribunal Pleno al resolver 
la acción de inconstitucionalidad 52/2006 –y sus acumuladas 53/2006 y 54/2006-, así como 
al criterio jurisprudencial de rubro: “PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. CONDICIONES PARA 
QUE PUEDA ACTUALIZARSE LA URGENCIA EN LA APROBACIÓN DE LEYES Y 
DECRETOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA)”. 
 

B.   En otro orden de ideas, argumenta, respecto a la vulneración de los artículos 5º, 74, 
fracción IV, y 134 primer párrafo constitucionales, que no advierte que tales 
dispositivos tengan relación con litis planteada en la controversia constitucional. 

C.   Por otra parte, en cuanto a la presunta violación del artículo 115 de la Constitución 
Federal, expresa, en primer término, que el principio de libre administración hacendaria 
previsto en la fracción IV del artículo 115 constitucional, consiste en que los 
Ayuntamientos elaborarán sus propios presupuestos de egresos, los que serán 
aprobados por aquéllos con base en sus ingresos disponibles, y los recursos que 
integran la hacienda municipal serán ejercidos de forma directa por los Ayuntamientos, 
o bien, por quien ellos autoricen, conforme a la ley. 

 

Asimismo, se refiere al criterio jurisprudencial emitido por el Tribunal Pleno de rubro: 
“MUNÍCIPES. LA LEGISLATURA ESTATAL CARECE DE FACULTADES PARA APROBAR 
SUS REMUNERACIONES (ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL, ADICIONADO POR DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 23 DE DICIEMBRE DE 1999)”., y puntualiza que conforme al criterio 
anotado, la programación, presupuestación y aprobación del presupuesto de egresos del 
Municipio son facultades exclusivas de éste, para lo cual debe tomar en cuenta sus recursos 
disponibles, pues sostener que carecen de esa exclusividad en el ejercicio de sus recursos 
tornaría nugatorio el principio constitucional de autonomía municipal, por lo que es inconcuso 
que las legislaturas estatales no se encuentra facultadas para aprobar las remuneraciones de 
los integrantes de los municipios, por no estar previsto en la fracción IV del dispositivo en 
cuestión. 
 

En otro punto, aduce que de la lectura del artículo 30 del Código Municipal para el Estado 
de Tamaulipas, se desprende que el legislador estatal, al adicionar un párrafo segundo con 
siete fracciones, estableció diversos parámetros a los que forzosamente se sujetarán las 
remuneraciones de los Síndicos y Regidores de los municipios del Estado. 
 

Que lo anterior, deviene en un exceso en el ejercicio de las atribuciones legislativas del 
Congreso local, en atención a que es competencia exclusiva del actor, de acuerdo con su 
facultad para organizar la administración pública municipal y de su libre libertad hacendaría, 
el disponer de los recursos que integran su hacienda municipal, lo cual no es otra cosa que 
tales recursos serán ejercidos en forma directa por el Ayuntamiento de Llera, Tamaulipas o 
por quien él autorice conforme a la ley, dentro de las que se incluyen las percepciones que 
éstos recibirán por el ejercicio de su cargo. 
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En consecuencia, el Congreso local vulnera el principio de libre administración hacendaria, el 
disponer de los recursos que integran su hacienda de manera directa, lo cual constitucionalmente 
comprende de manera exclusiva a dicho nivel de Gobierno. 
 

Que no soslaya el hecho de que la facultad del actor de organizar su administración pública 
y de administrar libremente su hacienda, puede llegar a ejercerse de manera abusiva o 
caprichosa por el Ayuntamiento actor, en perjuicio de la comunidad municipal; sin embargo, 
esa posibilidad de ninguna manera puede justificar la constitucionalidad de la disposición 
local impugnada por ser un seceso de realización incierta. 

 

OCTAVO.- AUDIENCIA. La audiencia de ofrecimiento y desahogo de pruebas y alegatos tuvo 
verificativo en la fecha señalada para el efecto precisado, ordenando pasar los autos al Ministro 
instructor para la elaboración del proyecto de resolución respectivo. 
 

NOVENO.- RETURNO. El veintiocho de septiembre de dos mil diez, por acuerdo del señor 
Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la controversia constitucional 
31/2008 se returnó a la señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
 

DÉCIMO.- SESIÓN DEL TRIBUNAL PLENO Y RETIRO DEL ASUNTO. En sesión de cuatro de 
octubre de dos mil diez, el Tribunal   Pleno   de este  órgano  jurisdiccional votó, los considerandos 
del primero al quinto relativos, respectivamente, a la competencia del Tribunal Pleno para conocer del 
asunto, la oportunidad en la presentación de la demanda, legitimación activa, legitimación pasiva y 
causas de improcedencia. 
 

Asimismo, en esa misma sesión, el asunto fue retirado en virtud de las razones que se exponen 
en el considerando sexto de esta resolución. 
 

C O N S I D E R A N D O 
 

PRIMERO. COMPETENCIA. El Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
es competente para conocer del presente asunto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, 
fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en virtud de que se plantea un 
conflicto entre el Municipio de Llera, Estado de Tamaulipas, y esa entidad federativa a través de 
sus Poderes Ejecutivo y Legislativo, respecto de la inconstitucionalidad del Decreto número LX-
4, mediante el cual se adicionó un párrafo segundo con siete fracciones al artículo 30 del Código 
Municipal del Estado de Tamaulipas, publicado en el Periódico Oficial del Estado el diecisiete de 
enero de dos mil ocho. 
 

SEGUNDO.- OPORTUNIDAD. Procede analizar si la demanda de controversia constitucional fue 
promovida oportunamente, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente. 
 

El artículo 21, fracción II, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos2, dispone que los plazos para la 
interposición de la demanda serán, tratándose de normas generales, de treinta días contados a 
partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca el 
primer acto de aplicación de la norma impugnada. 
 

En el caso en particular, la demanda se promovió con motivo de la publicación de la norma 
impugnada en el Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas el diecisiete de enero de dos mil ocho, 
por lo que el plazo para su impugnación transcurrió del dieciocho de enero al tres de marzo de 
dos mil ocho, en virtud de que los días diecinueve, veinte, veintiséis, veintisiete, de enero; cuatro, 
cinco, nueve, diez, dieciséis, diecisiete, veintitrés, veinticuatro de febrero y el primero y dos de 
marzo fueron inhábiles.  
 

Por lo que si la demanda de controversia constitucional se presentó el veintinueve de febrero del 
dos mil ocho ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, 
según se advierte del sello que consta a foja veintinueve del cuaderno principal, es inconcuso 
que es oportuna. 

                                                                  
2 ARTÍCULO 21.- El plazo para la interposición de la demanda será: 
(…) II.- Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o 
del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia. 
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TERCERO.- LEGITIMACIÓN ACTIVA. A continuación se estudiará la legitimación de quien ejercita 
la acción de controversia constitucional. 
 

Promueve la controversia constitucional el Municipio de Abasolo, Estado de Tamaulipas, quien 
cuenta con legitimación activa, por tratarse de un órgano del Estado reconocido por el artículo 
105, fracción I, inciso i), de la Constitución Federal. 
 

En cuanto a la representación de dicho órgano, debe decirse lo siguiente: el artículo 11, párrafo 
primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que el actor deberá comparecer a juicio por 
conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que lo rigen, estén facultados para 
representarlo3. 
 

En el caso, la demanda de controversia constitucional la suscribe FLORENTINO RODRÍGUEZ 
ACUÑA, en su carácter de Síndico del Municipio de Abasolo, Tamaulipas, lo que acredita con la 
documental que obra agregada a foja treinta de este expediente, consistente en la Declaración 
de Validez de la Elección del Ayuntamiento, expedida por el Instituto Electoral de Tamaulipas a 
través del Consejo Municipal Electoral de Abasolo, así como, con la Constancia de Mayoría, 
expedida de igual manera por el Instituto y Consejo indicados. 
 

Por su parte, el artículo 60, fracciones I y II, del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas, 
disponen que es facultad de los síndicos la procuración, defensa y promoción de los intereses 
municipales; y la representación jurídica del Ayuntamiento en los litigios en que el Municipio sea 
parte4; por lo que, en el caso, quien comparece a juicio cuenta con la representación legal y, por 
ende, con la legitimación necesaria para hacerlo. 
 

CUARTO.- LEGITIMACIÓN PASIVA. Acto continuo, se analizará la legitimación de las autoridades 
demandadas, al ser un presupuesto necesario para la procedencia de la acción, en tanto que 
deben ser las obligadas por la ley para satisfacer la pretensión de la parte actora, en caso de que 
resulte fundada. 
 

Las autoridades demandadas son: 
 

a) El Poder Legislativo del Estado de Tamaulipas; 
 

b) El Poder Ejecutivo de la misma entidad; y, 
 

En primer término, debe señalarse que las autoridades indicadas tienen legitimación pasiva en 
tanto son órganos primarios del Estado reconocidos en el artículo 105, fracción I, inciso i), de la 
Constitución Federal, y debe considerárseles como autoridades demandadas, por atribuírseles la 
emisión, promulgación y publicación de las normas generales a que se refiere el resultando 
primero de esta ejecutoria. 
 

Ahora bien, en cuanto a la representación de tales órganos, debe señalarse lo siguiente: 
 

En representación del Poder Legislativo de la entidad, acude Guadalupe González Galván, en 
su carácter de Presidente de la Diputación Permanente en funciones durante el Primer Receso 
del Primer del año de ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del 
Estado de Tamaulipas, lo cual acredita con copia certificada del Decreto número LX-12, 
expedido el veintisiete de marzo de dos mil ocho, que obra agregado a fojas noventa y cinco  a 
noventa y siete del expediente. 
 
                                                                  
3 ARTÍCULO 11.- El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto 
de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se 
presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo 
prueba en contrario... 
4 “ARTÍCULO 60.- Los Síndicos de los Ayuntamientos tendrán las siguientes facultades y obligaciones: 

I.- La procuración, defensa y promoción de los intereses municipales.  

II.- Representar al Ayuntamiento en los litigios en que el Municipio sea parte, como mandatario general para pleitos y 
cobranzas en los términos del Código Civil del Estado, con la limitación de que no podrán desistirse, transigir, 
comprometer en árbitros o hacer cesión de bienes, recibir pagos, salvo autorización por escrito que en cada caso les 
otorgue el Ayuntamiento. Asimismo, tendrán a su cargo la atención de los negocios de la Hacienda Municipal. (…)” 
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De manera que si el artículo 54, numeral 1, en relación con el diverso 22, numeral 1, inciso l), ambos 
de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado de Tamaulipas5, 
señalan que en los Recesos del Congreso, el Presidente de la Diputación Permanente ejercerá las 
atribuciones que la ley le confiere al Presidente de la Mesa Directiva, entre las que se encuentra, 
tener la representación legal del Congreso en las controversias constitucionales, entonces quien 
signa la contestación de demanda cuenta con la legitimación necesaria para ello. 
 

Por su parte, Eugenio Hernández Flores, en su carácter de Gobernador del Estado de Tamaulipas, 
lo que acredita con ejemplares del Periódico Oficial de la entidad de ocho y nueve de diciembre de 
dos mil cuatro, acude en representación del Poder Ejecutivo estatal, lo cual, se corrobora conforme a 
lo previsto en el artículo 77 de la Constitución Local6, puesto que al Gobernador Constitucional le 
corresponde la titularidad del Poder Ejecutivo. En esta tesitura, se advierte que dicho funcionario sí 
cuenta con la legitimación necesaria para intervenir en el presente asunto.  
 

QUINTO.- CAUSAS DE IMPROCEDENCIA. Toda vez que las partes no plantearon alguna 
causal de improcedencia y este Alto Tribunal no la advierte de oficio, se procede al estudio de los 
problemas de fondo. 
 

SEXTO.- DESESTIMACIÓN DE LA CONTROVERSIA EN RELACIÓN A LAS VIOLACIONES 
DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO ALEGADAS. El Municipio actor señaló que existían 
diversos vicios en el procedimiento legislativo de creación del Decreto número LX-4, mediante el 
cual se adicionó un párrafo  segundo con siete fracciones al artículo 30 del Código Municipal 
para el Estado de Tamaulipas.  
 

En este tema, en el proyecto de sentencia puesto a consideración del Tribunal Pleno, se proponía 
la invalidez del Decreto impugnado, por considerarse que las violaciones del procedimiento 
legislativo aducidas, contaban con el suficiente potencial invalidatorio. 
 

Puesta a discusión esta propuesta, en sesión pública del Tribunal Pleno de cuatro de octubre de 
dos mil diez, se desestimó la controversia constitucional ya que al ponerse a votación la 
consulta, únicamente se alcanzaron cinco votos de los señores Ministros integrantes del Tribunal 
Pleno (Aguirre Anguiano, Zaldívar Lelo de Larrea, Valls Hernández, Sánchez Cordero y Silva 
Meza) a favor de la propuesta del proyecto, mientras que cuatro Ministros (Luna Ramos, Franco 
González Salas, Aguilar Morales y Presidente Ortiz Mayagoitia), se pronunciaron en contra de la 
propuesta y por entrar al análisis del fondo del asunto. El señor ministro Cossío Díaz estuvo 
ausente por comisión oficial.  
 

Las razones  contenidas en la propuesta de proyecto sometida a consideración del Tribunal 
Pleno, en el sentido de declarar la invalidez del Decreto impugnado por adolecer de violaciones 
en el procedimiento legislativo, mismas que contaban con el suficiente potencial invalidatorio y, 
que fueron apoyadas por cinco de los señores Ministros integrantes del Tribunal Pleno, fueron 
las siguientes: 
“(…) El estudio de las violaciones a las formalidades del procedimiento legislativo debe partir de 
la consideración de las premisas básicas en las que se asienta la democracia liberal 
representativa como modelo de Estado, que acoge la Constitución Federal, en sus artículos 39, 
40 y 41. A partir de ahí, debe vigilarse el cumplimiento de dos principios en el ejercicio de la 
evaluación del potencial invalidatorio de dichas irregularidades procedimentales, a saber: 
 

                                                                  
5 “ARTÍCULO 54. 1. En los recesos del Congreso, el presidente de la Diputación Permanente 
ejercerá, en lo conducente, las atribuciones que esta ley confiere al presidente de la Mesa 
Directiva. (…)”. 
“ARTÍCULO 22. 1. Son atribuciones del presidente de la Mesa Directiva: (…) l) Tener la 
representación legal del Congreso para rendir informes en juicios de amparo, actuar en 
controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, e intervenir en cualquier litigio 
o acto jurídico, y delegarla en la persona o personas que resulte necesario; (…)”. 
6 “Art. 77.- El Poder Ejecutivo se deposita en un ciudadano que se denominará "Gobernador Constitucional 
del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas," siendo su elección directa cada seis años, en los términos 
que señala la Ley Electoral”. 
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a) El de economía procesal, que apunta a la necesidad de no reponer innecesariamente etapas 
procedimentales cuando ello no redundaría en un cambio sustancial de la voluntad parlamentaria, 
ya expresada; y, 
 

b) No considerar automáticamente irrelevantes todas las infracciones procedimentales producidas 
en la tramitación parlamentaria. 
 

Los principios expuestos se encuentran contenidos en la tesis XLIX/20087, de rubro “FORMALIDADES 
DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL EJERCICIO DE LA 
EVALUACIÓN DE SU POTENCIAL INVALIDATORIO”  
 

El procedimiento legislativo debe respetar las garantías de debido proceso y legalidad contenidas en 
la Constitución Federal, sin embargo, la posible violación de esas garantías sólo tendrá relevancia 
invalidatoria si trastoca los atributos democráticos finales de la decisión legislativa. Para ello, es 
preciso evaluar el cumplimiento de los estándares ya prefijados por este Tribunal Pleno en la tesis 
L/20088 de rubro “PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS CUYO CUMPLIMIENTO SE DEBE 
VERIFICAR EN CADA CASO CONCRETO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA INVALIDACIÓN DE 
AQUEL”, los cuales son, a saber: 
 

a) El procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas 
políticas con representación parlamentaria, en condiciones de libertad e igualdad, es decir, 
resulta necesario que se respeten los causes que permiten tanto a las mayorías como a las 
minorías parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación pública.  
 

b) Para estos efectos, cobran especial relevancia las reglas de integración y quórum en el seno 
de las Cámaras y las que regulan el objeto y el desarrollo de los debates. 
 

c) El procedimiento deliberativo debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de votación 
establecidas; y, 
 

d) Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones deben ser públicas. 
 

El cumplimiento de los criterios anteriores siempre debe evaluarse a la vista del procedimiento 
legislativo en su integridad, pues se busca determinar si la existencia de ciertas irregularidades 
procedimentales impacta o no en la calidad democrática de la decisión final.  
 

Con lo anterior, este Alto Tribunal no pierde de vista que dentro del procedimiento legislativo 
pueden presentarse ajustes y modalidades que responden a la necesidad de atender a las 
vicisitudes propias del trabajo parlamentario, tales como, por ejemplo: i) la entrada en receso de 
las Cámaras; o, ii) la necesidad de tramitar ciertas iniciativas con extrema urgencia.  Así, la Corte 
ha sostenido que la evaluación del cumplimiento de los estándares enunciados debe hacerse 
cargo de las particularidades de cada caso concreto, sin que ello pueda desembocar en su final 
desatención. 
 

El concepto de invalidez que se analiza, expone que en el procedimiento legislativo que tuvo 
como resultado la expedición del decreto impugnado y, en consecuencia la reforma al artículo 30 
del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas, se omitió un trámite, que consiste en enviar 
la iniciativa de reforma a la Comisión Legislativa competente, a fin de que elaborara un dictamen 
susceptible de discutirse por el Pleno de la legislatura, en términos del artículo 93, apartado 5, de 
la Ley Sobre la Organización y Funcionamiento Interno del Congreso del Estado de Tamaulipas. 
 

La peculiaridad que reviste a tal omisión es que en ningún momento se establecieron las causas 
o motivos por los cuales la iniciativa del decreto combatido constituía un asunto de obvia y 
urgente resolución que justificara omitir el trámite ordinario señalado en la ley, lo que se traduce 
en una ausencia de motivación. 
 

                                                                  
7 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Junio de 2008. Página: 702. 

 
8 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XXVII, Junio de 2008. Página: 717.  
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El concepto en análisis es fundado y suficiente para declarar la invalidez de la norma resultante, 
por transgredir la garantía de legalidad que prevé el artículo 16 de la Constitución Federal. Para 
ello es necesario, en primer lugar, acudir a la Constitución local y a la citada Ley Sobre la 
Organización y Funcionamiento Interno del Congreso del Estado de Tamaulipas, en lo que se 
refiere no sólo al procedimiento de discusión y aprobación de un decreto de reformas como el 
que ahora nos ocupa, sino a la relevancia que tiene el trabajo de comisiones dentro del 
procedimiento parlamentario. 
 

i) Constitución Política de Estado de Tamaulipas: 
 

Artículo 40.- El Congreso se reunirá para celebrar sus sesiones en los términos que le 
señalan ésta Constitución y la Ley. 
 

La estructura del Congreso contemplará un órgano de dirección política, un órgano de 
dirección parlamentaria, el establecimiento de comisiones para la instrucción de los asuntos 
que corresponde resolver al Pleno y la organización de los servicios parlamentarios y 
administrativos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
(…). 
 

Artículo 66.- En las normas sobre el funcionamiento interno del Congreso se contendrán 
las reglas que deberán observarse para la discusión, votación y formación de las leyes, 
decretos y acuerdos. 
(…). 
 

ii) Ley Sobre la Organización y Funcionamiento Interno del Congreso del Estado de Tamaulipas: 
 

Artículo 35.  
1. Las Comisiones son órganos constituidos por el Pleno para instruir y substanciar las 
iniciativas y propuestas que se presenten al mismo, mediante la elaboración de 
dictámenes, informes, opiniones o proyectos de resolución, con objeto de contribuir a 
que el Congreso cumpla con sus atribuciones constitucionales y legales. 
 

2. Las Comisiones Ordinarias a cargo de las tareas de dictamen legislativo y de 
información y control de la gestión pública, en términos de lo dispuesto por el artículo 93 
de la Constitución Política del Estado, son las siguientes: 
(…) 
 

4. Cuando las cuestiones planteadas por los Ayuntamientos impliquen el ámbito general 
de competencias de las comisiones previstas en el párrafo 1 de este artículo, las mismas 
podrán conocer de ellos de consuno con la Comisión de Asuntos Municipales. 
 

Artículo 36. Para el desarrollo de tareas específicas de la competencia constitucional del 
Congreso se establecen las siguientes comisiones ordinarias: 
 

a) De Puntos Constitucionales, a cargo de los asuntos que impliquen adiciones o 
reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o a la Constitución 
Política del Estado. 
 

b) De Patrimonio Estatal y Municipal, a cargo de los asuntos que entraña solicitud de 
autorización para disponer del patrimonio inmueble y mueble de las haciendas del Estado y 
de los Municipios. 
 

c) De Asuntos Municipales, a cargo de analizar las iniciativas y propuestas inherentes a 
las funciones constitucionales de los Ayuntamientos, actuando por sí o de consuno con 
otras comisiones, según se acuerde por el presidente de la Mesa Directiva. 
 

d) De Estudios Legislativos, a cargo de contribuir con el análisis, estudio y dictamen de 
las iniciativas de carácter legislativo, de consuno con la o las comisiones que por su 
denominación tengan competencia en la materia. 
 

e) De Vigilancia de la Auditoría Superior del Estado, a cargo de las tareas que derivan de 
la Constitución Política del Estado y de la Ley de Fiscalización Superior del Estado en 
torno a dicho órgano técnico. 
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f) De la Medalla al Mérito "Luis García de Arellano", a cargo de la recepción de postulaciones 
a esa presea y de proponer al Pleno quien deba recibirla anualmente, de acuerdo con el 
Decreto de creación de dicho reconocimiento”. 
 

Artículo 38. 
 

1. El Pleno podrá acordar la conformación de comisiones especiales para hacerse cargo 
de un asunto concreto, cuya naturaleza requiera esta determinación. El acuerdo que las 
establezca señalará su objeto, el número de sus integrantes y el plazo para efectuar las 
tareas que se les encomienden. (…). 
 

Artículo 39. 
1. Las comisiones ordinarias se constituyen durante el primer mes de ejercicio de la 
Legislatura, podrán tener hasta ocho integrantes y su encargo será por el término de la 
propia Legislatura. Ningún diputado podrá pertenecer a más de seis comisiones, salvo 
que se trate de la Comisión Instructora o de una comisión especial. 
 

2. Para la integración de las comisiones, la Junta de Coordinación Política tomará en 
cuenta la pluralidad representada en el Congreso y formulará las propuestas 
correspondientes con base en el criterio de proporcionalidad entre la integración del 
Pleno y la conformación de las Comisiones. 
 

3. Al proponer la integración de las comisiones, la Junta de Coordinación Política 
señalará en quienes recaerá la responsabilidad de fungir como presidente y como 
secretario. Al hacerlo, tomará en cuenta los antecedentes y la experiencia parlamentaria 
de los diputados, y cuidará que su propuesta incorpore a los diputados pertenecientes a 
los distintos grupos parlamentarios, de tal suerte que se refleje la proporción que 
representen en el Pleno. 
 

4. En su propuesta, la Junta de Coordinación Política buscará incluir dentro de las 
comisiones de su preferencia a los integrantes de los grupos parlamentarios cuya dimensión 
no les permita participar en la totalidad de las comisiones establecidas por esta ley. 
 

5. Si un diputado se separa del grupo parlamentario al que pertenecía en el momento de 
conformarse las comisiones, el coordinador de dicho grupo podrá solicitar su sustitución. 
 

Artículo 41. 
1. Los presidentes de las comisiones ordinarias y especiales, con el acuerdo de éstas, 
podrán solicitar información o documentación a las dependencias y entidades del Poder 
Ejecutivo del Estado, al Supremo Tribunal de Justicia, al Instituto Electoral del Estado, al 
Tribunal Estatal Electoral, a la Comisión de Derechos Humanos del Estado y a los 
Ayuntamientos de la Entidad y sus entidades, cuando se trate de un asunto de la 
competencia de dichas instituciones o se discuta una iniciativa sobre las materias que les 
corresponde atender en términos de los ordenamientos que las rigen. 
 

2. El ente público está obligado a proporcionar la información en un plazo razonable y si 
la misma no fuere remitida, la comisión lo planteará al presidente de la Mesa Directiva 
para que éste refrende la solicitud. Si ante este requerimiento la información no fuere 
remitida, se procederá en términos del título de responsabilidades de los servidores 
públicos previsto en la Constitución Política del Estado. 
 

3. Si la información solicitada tiene carácter reservado conforme a las disposiciones 
legales aplicables, el ente público requerido deberá manifestarlo debidamente motivado 
y fundado”. 
 

Artículo 43. 
1. Las comisiones ordinarias llevarán a cabo las tareas siguientes: 
(…) 
 

d) Sesionar, cuando menos, una vez cada dos meses; 
 

e) Atender los asuntos que la Mesa Directiva del Congreso les turne; 
 



Periódico Oficial Victoria, Tam., martes 22 de febrero de 2011 Página 23 

 

 

f) Atender y dictaminar las iniciativas, proyectos y propuestas que le sean turnadas en los 
términos del programa legislativo acordado por la Junta de Coordinación Política, y 
(…). 
 

Artículo 45. 
1. Toda comisión deberá presentar el dictamen de los asuntos a su cargo dentro de los 
cuarenta y cinco días siguientes a la fecha en que los haya recibido. 
 

2. El dictamen deberá contener una parte expositiva de las razones en que se funde y 
concluir con proposiciones claras y sencillas que puedan sujetarse a votación. 
 

3. Mediante solicitud fundada de la comisión, el Pleno podrá autorizar la ampliación del 
periodo previsto en el párrafo 1 de este artículo. 
 

Artículo 47. 
1. Las comisiones podrán solicitar la presencia de servidores públicos de los entes 
públicos del Estado para ilustrar su juicio en el despacho de los asuntos a su cargo. 
 

2. La solicitud de la presencia requerida se formulará por acuerdo de la comisión al 
Presidente de la Junta de Coordinación Política, a fin de que éste realice la petición del 
caso al Poder o ente público de que se trate. 
 

3. Los servidores públicos que asistan a las reuniones de las comisiones para brindar 
información sobre las tareas a su cargo, están obligados a guardar a los legisladores las 
atenciones y consideraciones inherentes a la representación de que se encuentran investidos. 
 

Artículo 50. 
1. Las reuniones de las comisiones tendrán carácter reservado, pudiendo asistir a ellas 
los servidores públicos del Congreso que deban proporcionar servicios parlamentarios o 
administrativos. 
 

2. Las comisiones podrán celebrar reuniones públicas de información y audiencia cuando lo 
consideren pertinente. Al efecto podrá invitarse a representantes de grupos de interés, 
expertos y, en general, cualquier persona que pueda aportar información sobre determinado 
asunto que tengan a su cargo analizar o dictaminar. 
 

Artículo 83. 
1. Las sesiones del Congreso se sujetarán al orden del día que de a conocer el presidente 
de la Mesa Directiva, el cual considerará los siguientes apartados: 
(...) 
 

e) Cuenta de las iniciativas enviadas al Congreso o presentadas por sus integrantes, 
debiéndose acordar por el presidente de la Mesa Directiva su turno a las comisiones 
correspondientes. 
 

f) Presentación de dictámenes formulados por las comisiones en torno a los asuntos que 
se les hubieren encomendado, mismos que serán puestos a discusión y votación, a 
menos que el Pleno acuerde por mayoría posponerlos para otra sesión. 
(…) 
 

3. El presidente de la Mesa Directiva podrá autorizar la introducción de otros apartados 
en el orden del día conforme a la propuesta que realice la Junta de Coordinación 
Política, con base en la naturaleza y pertinencia de los mismos. 
 

4. El orden del día para cada sesión será el que a su inicio de a conocer el presidente de 
la Mesa Directiva, de conformidad con los entendimientos y acuerdos que se produzcan 
en la Junta de Coordinación Política. 
(…) 
 

7. Los documentos relacionados con el orden del día de la sesión podrán presentarse y 
darse a conocer por escrito o por medios magnéticos o electrónicos, a través de la red 
informática del Congreso. 
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Artículo 93. 
(…) 
 

2. Toda iniciativa se presentará por escrito y deberá comprender una parte expositiva y 
otra relativa al proyecto de resolución y estará dirigida al Congreso del Estado. Una vez 
conocida por el Pleno, será turnada a la comisión o comisiones que correspondan para 
su estudio y dictamen. 
(…) 
 

5. Para poder discutirse, toda iniciativa deberá pasar primero a la comisión o comisiones 
competentes y haberse producido el dictamen correspondiente. Cuando se trate de 
asuntos de obvia o de urgente resolución, el Pleno podrá acordar la dispensa de trámites 
en los términos de esta ley. 
(…). 
 

Artículo 95. 
 

1. El dictamen es la opinión que emite la comisión o comisiones competentes en torno a 
una iniciativa, a una propuesta o a un documento que le hubiere sido turnado por el 
presidente de la Mesa Directiva. 
 

2. Todo dictamen deberá contener una parte expositiva de las razones en que se funde y 
concluir con proposiciones claras y sencillas que puedan sujetarse a votación en el 
proyecto de resolución. 
 

3. Los dictámenes podrán tener carácter definitivo o suspensivo. 
 

4. Los dictámenes definitivos contendrán la conclusión del análisis y estudio por parte de 
la comisión o comisiones competentes respecto del asunto que se les haya turnado. 
 

5. Los dictámenes suspensivos comprenderán las consideraciones que compelen a la 
comisión o comisiones correspondientes a solicitar la prórroga del término a que se 
refiere el artículo 45 de esta ley para la formulación del dictamen definitivo. 
 

Artículo  97. 
 

1. Cuando los dictámenes se encuentren autorizados por la comisión o comisiones que 
los formulan, serán puestos a disposición de todos los integrantes del Congreso por 
conducto de la Secretaría General. 
 

2. En todo caso, ésta preverá que los dictámenes queden a disposición de los legisladores 
que deseen consultarlos o su difusión a través de la red interna de informática del 
Congreso. 
 

3. La comisión o comisiones que hubieren formulado el dictamen solicitarán su 
incorporación en el orden del día de la sesión más próxima, a la luz de las atribuciones que 
en la materia tienen el presidente de la Mesa Directiva y la Junta de Coordinación Política. 
 

4. Si el dictamen ha sido autorizado con 24 horas de anticipación al inicio de la sesión 
del Pleno, salvo acuerdo contrario de la Junta de Coordinación Política, el documento 
formará parte del orden del día correspondiente; pero si ha sido autorizado dentro de un 
plazo menor al señalado, se requerirá el acuerdo de la Junta de Coordinación Política 
para su incorporación al orden del día. 
 

Artículo 101. Las discusiones son las expresiones argumentativas de los integrantes del 
Pleno en el desarrollo de sus sesiones sobre las iniciativas, dictámenes, proposiciones o 
cualquier otro asunto que sea competencia del Congreso y sobre el cual éste haya de 
pronunciarse”. 
 

Artículo 107. 
 

1. Sólo se podrán plantear adiciones o reformas a los preceptos o resolutivos contenidos 
en el dictamen o en la iniciativa, en caso de haberse dispensado su turno a comisiones, 
durante la discusión en lo particular. 
(…). 
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Artículo 148. 
 

1. El Pleno puede dispensar alguna o algunas de las fases del procedimiento parlamentario 
aplicable a la presentación de iniciativas, de proposiciones, informes o dictámenes. 
 

2. La dispensa consiste en la omisión de alguna o algunas de las fases del procedimiento 
parlamentario. 
 

3. La dispensa del turno del asunto a comisiones para la formulación de dictamen sólo 
podrá autorizarse cuando se trate de asuntos de obvia o de urgente resolución, por 
medio del voto de la mayoría de los legisladores presentes en el Pleno, pero si se tratara 
de asuntos relacionados con adiciones o reformas a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos o la Constitución Política del Estado se requerirá el voto de 
las dos terceras partes de los integrantes del Pleno. 
 

4. La petición de dispensa de las fases del procedimiento podrá formularla cualquiera de 
los miembros del Congreso, sea en forma verbal o escrita, señalándose invariablemente 
el motivo y fundamento de su solicitud, o plantearse por el presidente de la Mesa 
Directiva en ejercicio de sus facultades de dirección parlamentaria. 
 

5. En caso de ser aprobada la dispensa del turno a comisiones de una iniciativa o 
proposición, si ésta ya hubiese sido leída se continuará con su puesta a discusión y 
subsiguiente votación; pero si no hubiese sido leída, el presidente de la Mesa Directiva 
dispondrá su lectura íntegra y, posteriormente, se procederá a su discusión y votación. 
 

Artículo 166. 
(…) 
 

2. La Gaceta Parlamentaria se actualizará semanalmente y contendrá el orden del día, 
acta y correspondencia de la sesión más próxima, así como convocatorias de las 
reuniones de comisiones y comités, informes de los diversos órganos del Congreso, 
actos oficiales, avisos importantes sobre las actividades legislativas y cualquier otro que 
por acuerdo de la Mesa Directiva de consuno con la Junta de Coordinación Política deba 
publicitarse en este medio. 
(…). 

 

El Congreso del Estado de Tamaulipas es un órgano primario de esa entidad federativa, cuya 
integración y estructura se prevé en la Constitución local. Esta última exige, que la función 
parlamentaria se desempeñe a través del trabajo en comisiones. 
 

En efecto, de acuerdo con la ley orgánica, toda iniciativa de ley se presentará por escrito ante el 
Congreso del Estado, la cual, una vez conocida por el Pleno, será turnada a la comisión o comisiones 
que correspondan para su estudio y dictamen. La ley establece imperativamente que para poder 
discutirse, toda iniciativa deberá pasar primero a la comisión o comisiones competentes y haberse 
producido el dictamen correspondiente, salvo los casos excepcionales que la propia ley prevé.  
 

Las comisiones son órganos constituidos por el Pleno de la legislatura para instruir y substanciar 
las iniciativas y propuestas que se presenten al mismo, mediante la elaboración de dictámenes, 
informes, opiniones o proyectos de resolución, con objeto de contribuir a que el Congreso 
cumpla con sus atribuciones constitucionales y legales. 
 

Las comisiones ordinarias estarán integradas por diputados de la legislatura, y para su composición 
se tomará en cuenta la pluralidad representada en el Congreso, tomando como criterio rector la 
proporcionalidad entre la integración del Pleno y la conformación de las comisiones. 
 

Esta preocupación por la representatividad de las diversas corrientes políticas dentro de la 
integración de las comisiones, también se ve reflejado en la elección del presidente y el  
secretario de cada una de ellas, pues la Junta de Coordinación política, encargada de hacer las 
propuestas, buscará incorporar a los diputados pertenecientes a los distintos grupos 
parlamentarios, de tal suerte que se refleje la proporción que representen en el Pleno. 
 

La ley orgánica dispone que la Junta de Coordinación Política buscará incluir dentro de las 
comisiones de su preferencia a los integrantes de los grupos parlamentarios cuya dimensión no 
les permita participar en la totalidad de las comisiones establecidas por esta ley. 
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Para el trabajo en comisiones, los legisladores pueden prevalerse de ciertas herramientas, tales 
como: 
 

i) Solicitar información o documentación a las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo del 
Estado, al Supremo Tribunal de Justicia, al Instituto Electoral del Estado, al Tribunal Estatal Electoral, 
a la Comisión de Derechos Humanos del Estado y a los Ayuntamientos de la Entidad y sus 
entidades, cuando se trate de un asunto de la competencia de dichas instituciones o se discuta una 
iniciativa sobre las materias que les corresponde atender en términos de los ordenamientos que las 
rigen. 
 

ii) Solicitar la presencia de servidores públicos de los entes públicos del Estado para ilustrar su 
juicio en el despacho de los asuntos a su cargo. 
 

iii) Celebrar reuniones públicas de información y audiencia cuando lo consideren pertinente. Al 
efecto podrá invitarse a representantes de grupos de interés, expertos y, en general, cualquier 
persona que pueda aportar información sobre determinado asunto que tengan a su cargo 
analizar o dictaminar. 
 

El dictamen que elaboran las comisiones es la opinión que emiten en torno a una iniciativa, a una 
propuesta o a un documento que le hubiere sido turnado por el Presidente de la Mesa Directiva 
del Congreso, el cual deberá contener una parte expositiva de las razones en que se funde y 
concluir con proposiciones claras y sencillas que puedan sujetarse a votación. 
 

Este es el trámite ordinario que debe seguir la discusión de una iniciativa de ley. Sin embargo, el 
Pleno puede dispensar alguna o algunas de las fases del procedimiento parlamentario. La 
dispensa consiste en la omisión de alguna o algunas de las fases del procedimiento parlamentario, 
entre las que se incluye el turno a comisiones. Esta dispensa sólo podrá autorizarse cuando se 
trate de asuntos de obvia o de urgente resolución, por medio del voto de la mayoría de los 
legisladores presentes en el Pleno. Sólo se exigirá un quórum calificado si se trata de asuntos 
relacionados con adiciones o reformas a la Constitución federal o estatal. 
 

Así, el artículo 148, apartado 5, de la ley orgánica del Congreso estatal, prevé las condiciones 
formales para ello, a saber: 
 

a) Quiénes son los sujetos legitimados para solicitar o proponer la dispensa: La dispensa 
de trámite debe estar precedida por la solicitud de cualquiera de los miembros del Congreso. La 
dispensa también puede plantearse por el Presidente de la Mesa Directiva en ejercicio de sus 
facultades de dirección parlamentaria.  
 

b) Casos en los que puede proponerse la dispensa: Sólo tratándose de asuntos de obvia o 
urgente resolución. 
 

c) Forma en la que se expresará la propuesta: Puede ser en forma verbal o escrita, pero 
señalando invariablemente el motivo y fundamento de la solicitud. Este último requisito es 
exigible con independencia del sujeto que formule la propuesta, pues el artículo 148, apartado 5, 
sólo distingue entre los sujetos legitimados para formularla, pero no exceptúa a ninguno de ellos 
de la exigencia imperativa de fundamentación y motivación. 
 

Como puede advertirse del marco jurídico expuesto, el trámite de turno a comisiones puede 
dispensarse, previa solicitud de los miembros del Congreso, o bien, por haberlo planteado así el 
Presidente de la Mesa Directiva. Sin embargo, tal excepción al trámite ordinario, sólo se justifica 
en atención a cada caso concreto, esto es, si se trata de asuntos de obvia o urgente resolución. 
La calificación de tales circunstancias, debe estar fundada y motivada, según disposición 
imperativa de la ley. 
 

Así, la ley reconoce que la instrucción del procedimiento legislativo raramente es única e invariable, 
sino que incluye ajustes y modalidades que responden a la necesidad de atender a las vicisitudes 
que presenta cada caso concreto. Por imperativo legal en el Estado de Tamaulipas, la decisión de 
sustraerse de la regla general de turno a comisiones debe estar fundada y motivada, en la 
inteligencia de que, bajo el tamiz de los criterios jurisprudenciales de este Alto Tribunal, la violación a 
dicho mandato sólo será relevante si impacta a la calidad democrática de la decisión parlamentaria.  
 

Los hechos que dieron lugar a la infracción que invoca la parte actora. 
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1) El dieciséis de enero de dos mil ocho, los diputados Enrique Blackmore Esmer, Cuitláhuac 
Ortega Maldonado, María de la Luz Martínez Covarrubias, José Raúl Bocanegra Alonso y Juan 
Carlos Alberto Olivares Guerrero, integrantes de la Sexagésima Legislatura del Congreso de 
Tamaulipas, presentaron ante el Pleno del Congreso, “Iniciativa de Decreto mediante el cual se 
adiciona un párrafo segundo con siete fracciones al artículo 30 del Código Municipal para el 
Estado de Tamaulipas”, documento en el cual, una vez expuestas las consideraciones que 
estimaron pertinentes, solicitaron la dispensa de turno a comisiones, a efecto de discutir y 
aprobar, en su caso, el proyecto de decreto correspondiente. 

 

2) El mismo día, con un quórum de treinta y dos diputados, se inició la sesión ordinaria del 
Congreso, en la que en lo que aquí interesa, se concedió el uso de la palabra al diputado 
Enrique Blackmore Esmer, para dar a conocer la Iniciativa de decreto aludido en el numeral 
anterior, para lo cual, dio lectura a la misma. 

 

3) Una vez terminada la lectura de la iniciativa de decreto en cuestión, el Diputado Presidente 
Felipe Garza Narváez señaló que, “en virtud de haberse solicitado en la iniciativa, con apoyo 
en lo dispuesto por el artículo 148 párrafos 1, 2, 3 y 4 de la Ley sobre la Organización y 
Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, así como del punto de Acuerdo número 
LX-1, me permito someter a consideración de este cuerpo colegiado, si se autoriza la 
dispensa de turno de la iniciativa a comisiones”, para lo cual, se declaró abierto el sistema 
electrónico de votación durante un minuto, obteniéndose como resultado veintitrés votos a 
favor, ocho en contra y una abstención, en el sentido de que sí se autorizaba la 
dispensa del turno a comisiones. 

 

4) A continuación, el Diputado Presidente señaló literalmente que por tratarse de un “dictamen 
con propuesta de decreto”, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 98 y 106, 
párrafo 2 de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del 
Estado, se abría a discusión en lo general. 

 

5) En este contexto, el Diputado Presidente manifestó que al no haber más solicitudes para tomar 
la palabra, se declaraba cerrada la lista de oradores, por lo que, se procedería al desahogo de 
las participaciones registradas, mismas que no podrían exceder de cinco minutos. 

 

6) Así, tomó el uso de la palabra la diputada María Leonor Sarre Navarro, quien al presentar la 
posición del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, en términos generales, se 
manifestó en contra de la iniciativa de decreto sometida a discusión, por considerar que el poder 
legislativo carecía de atribuciones para fijar remuneraciones específicas a los integrantes del 
cabildo. 

 

7) Por su parte, el diputado Jesús Eugenio Zermeño González, se manifestó a favor del 
decreto mencionando, de manera primordial, por qué consideró que el tabulador que se 
proponía no era imperativo para el municipio, ya que las siete categorías mencionadas en la 
iniciativa de decreto contemplaban un máximo y un mínimo que sería manejado conforme a 
lo que determinaran los órganos municipales. 

 

8) Concluidas las participaciones, el Diputado Presidente, con fundamento en el artículo 106, 
párrafo 3, de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del 
Estado, abrió la discusión en lo particular, para lo cual, instruyó al diputado secretario 
Gelacio Márquez Segura, para que consultara si algún diputado deseaba participar en dicha 
discusión, para efectos del registro respectivo, sin que hubiera alguien que quisiera hacer 
uso de la palabra. 

 

9) Así, con fundamento en los artículos 106, párrafo 4 y 111, párrafo 4, incisos a), b), c), d) y f) de la 
Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, así como del 
punto de Acuerdo número LIX-155, la Presidencia sometió a votación en lo general y en lo 
particular la iniciativa de decreto, para lo cual, declaró abierto el sistema electrónico de votación 
durante un minuto, habiéndose aprobado por veinticuatro votos a favor, ocho votos en 
contra y cero abstenciones, por lo que se ordenó expedir la resolución correspondiente y 
remitirse al Ejecutivo del Estado para los efectos constitucionales correspondientes. 
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Según se observa, el Presidente de la Mesa Directiva fundó la propuesta de dispensa de turno 
de la iniciativa a comisiones en el artículo 148 de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento 
Internos del Congreso del Estado y el Punto de Acuerdo Legislativo LX-19 (mediante el cual se 
implementa el uso del sistema electrónico de registro de asistencia y votación), y en calidad de 
motivación, hizo referencia a los considerandos de la propia iniciativa. 
 

Es correcto el fundamento legal invocado por el Presidente de la Mesa directiva para obviar el 
trámite de turno a comisiones, pero este Alto Tribunal advierte que la propuesta de dispensa no 
se vio precedida de la motivación que exige el citado precepto legal, para acreditar que se 
estaba en presencia de un caso urgente o de obvia resolución. 
 

Sobre el particular, es necesario partir de las exigencias jurisprudenciales para tener por cumplida 
esta última garantía a propósito de la dispensa de trámites dentro del proceso legislativo. 
 

El Tribunal Pleno al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 52/2006 y sus acumuladas 53/2006 y 
54/2006, sustentó que: 
 

“…aun cuando la legislación estatal permite la dispensa de ciertos trámites, cuando exista 
urgencia para aprobar una iniciativa de ley o decreto, no debe perderse de vista que se 
trata de una situación excepcional, de ahí que, si bien no se está en el caso de exigir una 
motivación reforzada, como esta Suprema Corte de Justicia ha sostenido que debe 
hacerse en otros supuestos, como por ejemplo, en la creación de un Municipio, lo cierto es 
que sí deben existir, cuando menos, las siguientes condiciones para considerar que, en un 
determinado caso, se actualiza dicha urgencia:  
 

a) La existencia de determinados hechos que generen una condición de urgencia en la 
discusión y aprobación de una iniciativa de ley o decreto. 
 

b) La relación medio-fin, esto es, que tales hechos necesariamente generen la urgencia 
en la aprobación de la iniciativa de ley o decreto de que se trate, pues, de no hacerse de 
esta forma, ello traería consecuencias negativas para la sociedad. 
 

c) Que tal condición de urgencia evidencie la necesidad de que se omitan ciertos trámites 
parlamentarios, sin que en ningún caso -por supuesto- ello se traduzca en afectación a 
principios o valores democráticos”. 
 

La motivación que exige la ley no puede ser tácita ni partir de meras presunciones. Derivado de la 
normatividad del Estado de Tamaulipas y del criterio de este Alto Tribunal, se advierte que para 
dispensar el trámite de alguna etapa del proceso legislativo es necesario que se “señale 
invariablemente” el motivo y fundamento en la correspondiente solicitud, ya sea por parte de algún 
legislador o del presidente de la Mesa Directiva en ejercicio de sus facultades de dirección 
parlamentaria, y que por sí misma evidencie: (i) la existencia de hechos que generen la condición 
de urgencia en la discusión y aprobación de una iniciativa de ley o decreto; (ii) la relación medio-fin, 
esto es, que tales hechos necesariamente generen la urgencia en la aprobación de la iniciativa de 
ley o decreto de que se trate, pues, de no hacerse de esta forma, ello traería consecuencias 
negativas para la sociedad; y (iii) que tal condición de urgencia evidencie la necesidad de que se 
omitan ciertos trámites parlamentarios, sin que en ningún caso -por supuesto- ello se traduzca en 
afectación a principios o valores democráticos.  
 

No obstante lo anterior, en el presente caso, se aprecia que en lo que hace a la iniciativa del 
decreto no se cumple con ninguno de los anteriores requisitos, porque a propósito de la dispensa, 
sólo se señaló: 
 

“Con base en lo expuesto, sometemos a la consideración de este alto cuerpo colegiado la 
presente acción legislativa, solicitando su dispensa de turno a comisiones, a efecto de 
discutir y aprobar, en su caso, el siguiente proyecto de: DECRETO MEDIANTE EL CUAL 
SE ADICIONA UN PÁRRAFO SEGUNDO CON SIETE FRACCIONES AL ARTÍCULO 30 DEL 
CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE TAMAULIPAS”  

 

                                                                  
9 Consultable en la página de Internet del Congreso del Estado de Tamaulipas www.congresotamaulipas.gob.mx 
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Sin que en la iniciativa se hubiera señalado que se trataba de un asunto de obvia o urgente 
resolución, esto es, los hechos que generen la condición de urgencia en la discusión y aprobación 
de la iniciativa de ley, ni mucho menos las razones que podrían generar la convicción de que se 
trataba de un caso excepcional. Así, ni en la iniciativa ni durante el trámite legislativo se expresó en 
qué radicaba la urgencia u obviedad, requisito sine qua non para la dispensa del trámite en 
cuestión. 
 

De la lectura integral de la iniciativa, se advierte que los legisladores expusieron las razones que 
les llevaron a proponer límites mínimos y máximos para la percepción de los emolumentos de los 
regidores y síndicos, los cuales tienen como propósito hacer realidad los principios de 
racionalidad, austeridad y disciplina del gasto público municipal. Esos argumentos constituyen la 
motivación de la propuesta legislativa de adición al artículo 30 del Código Municipal para el 
Estado de Tamaulipas, pero no de la dispensa del trámite legislativo de turno a comisiones por 
urgencia u obvia resolución. 
 

Estimar que los considerandos de la propuesta legislativa, como tales, constituyen la motivación 
a que se refiere el artículo 148, apartado 4, de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento 
Internos del Congreso del Estado, llevaría a considerar que basta con motivar las iniciativas de 
reforma o adición a las leyes para colmar el requisito de fundamentación y motivación que se 
exige para no remitir el asunto a comisiones y con ello socavar los mecanismos previstos en la 
Constitución local y la ley para garantizar la participación de todas las fuerzas políticas. 
 

Por tanto, no se desprende que el órgano legislativo haya motivado la circunstancia o la forma en 
que la iniciativa, que culminó con la emisión del decreto impugnado, refiriera la existencia de 
determinados hechos que generaran una condición de urgencia en la discusión y aprobación, 
que a su vez permitiera la dispensa del trámite legislativo, consistente en el turno a comisiones. 
Tampoco se advierte que los legisladores hubieren expuesto que dicha iniciativa respondiera o 
resolviera alguna situación de emergencia, solucionara algún problema grave de naturaleza 
política, social, económica o jurídica, o aportara un beneficio general para la sociedad, que fuera 
motivo suficiente para generar la convicción de que se estaba ante un caso excepcional que 
ameritara la dispensa del trámite legislativo, de tal suerte que la iniciativa propuesta fuera 
aprobada de manera pronta y expedita por el órgano Legislativo.  
 

Lo anterior se corrobora de la versión estenográfica de la sesión de dieciséis de enero de dos mil 
ocho, en la que se desprende que el Presidente del Congreso estatal se limitó a consultar a la 
asamblea, si era de aprobarse la dispensa del turno a comisión de la iniciativa de adición de un 
párrafo segundo con siete fracciones al artículo 30 del Código Municipal para el Estado de 
Tamaulipas, que culminó con el decreto impugnado.  
 

En ese sentido, si bien la solicitud se realizó en términos de lo que establece el numeral 148 de 
la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, lo cierto es 
que los peticionarios no establecieron argumento o manifestación alguna que justificara la 
urgencia u obvia resolución que ameritaba la dispensa solicitada, cuando el propio numeral antes 
señalado condiciona a que la petición contenga una debida motivación y fundamento para la 
dispensa, o bien, que sea planteada por el Presidente de la Mesa Directiva en ejercicio de sus 
facultades de dirección parlamentaria.  
 

No obstante ello, el Presidente del Congreso estatal, sin mediar discusión o planteamiento 
alguno respecto de la solicitud de dispensa de trámite legislativo, puso a discusión en lo general, 
la iniciativa presentada, por lo que ordenó se abriera el registro de oradores, inscribiéndose dos 
diputados en esta etapa, una vez culminado sus respectivas exposiciones, se abrió a discusión 
en lo particular, sin que en esta ocasión participara diputado alguno, razón por la que se abrió el 
sistema electrónico de votación, obteniéndose 24 votos a favor, 8 en contra y 0 abstenciones, de 
los 32 diputados que asistieron a la sesión.  
 

Como se puede observar, la iniciativa de mérito no fue turnada a ninguna comisión dictaminadora, a 
pesar de que el artículo 93, numeral 5, primera parte de la Ley sobre la Organización  y 
Funcionamiento Internos del Congreso del Estado de Tamaulipas, señala que para poder discutirse, 
toda iniciativa deberá pasar primero a la comisión o comisiones competentes y haberse producido el 
dictamen correspondiente, y que sólo podrá dispensarse este requisito en los asuntos que por 
acuerdo del Pleno del Congreso del estado se calificaren de urgentes o de obvia resolución.  



 Victoria, Tam., martes 22 de febrero de 2011                 Periódico Oficial

 

 

Página 30 

Así entonces, si se considera que la dispensa del trámite legislativo requiere la existencia de 
hechos o circunstancias que acrediten que se está ante un caso de notoria urgencia u obvia 
resolución, así como la calificación en tal sentido, es evidente que tal situación excepcional exige 
que en la solicitud de la dispensa de trámite se expongan de manera explícita los hechos o los 
problemas relevantes que ameritan pronta resolución, de tal manera que el legislador tenga la 
convicción de que está ante un caso de atención urgente y pronta resolución, a efecto de realizar 
la calificación respectiva y proceder a la aprobación de la ley propuesta, lo cual no se llevó a 
cabo por parte del órgano Legislativo en comento. 
 

Tampoco existe constancia alguna en autos de que la iniciativa se hubiese dado a conocer con 
anticipación a los diputados y que, por lo tanto, hubieran tenido a su disposición dicho material jurídico 
con la suficiente oportunidad para preparar y entablar un verdadero debate dentro del Congreso. 
 

Sólo como una mera especulación, es posible pensar que hubieran tenido conocimiento del 
orden del día en la Gaceta Parlamentaria, pero la ley no garantiza que tuvieran acceso a la 
iniciativa como tal, ni tampoco las pruebas ofrecidas por las partes arrojan esa conclusión. De la 
versión estenográfica sólo se desprende que los señores diputados tuvieron conocimiento, al 
inicio de la sesión, del orden del día, cuyo punto sexto se denomina “Iniciativas”, lo cual tampoco 
arroja demasiada publicidad sobre la iniciativa a discutir. 
 

En cambio, tratándose de los dictámenes de comisiones, la ley orgánica en cuestión establece 
en su artículo 97 que cuando dichos dictámenes se encuentren autorizados por la comisión o 
comisiones que los formulan, serán puestos a disposición de todos los integrantes del Congreso 
por conducto de la Secretaría General y que esta última preverá que queden a disposición de los 
legisladores que deseen consultarlos o su difusión a través de la red interna de informática del 
Congreso; en el entendido de que si el dictamen ha sido autorizado con 24 horas de anticipación 
al inicio de la sesión del Pleno más próxima, salvo acuerdo contrario de la Junta de Coordinación 
Política, el documento formará parte del orden del día correspondiente; pero si ha sido 
autorizado dentro de un plazo menor al señalado, se requerirá el acuerdo de la Junta de 
Coordinación Política para su incorporación al orden del día. 
 

Estos mismos principios de publicidad no están garantizados por la ley cuando se trata de la 
discusión de una iniciativa que se da a conocer al Congreso el mismo día en el que es presentada, 
de ahí que la omisión del turno a comisiones deba estar debidamente fundada y motivada, por 
tratarse de un caso urgente o de obvia resolución. 
 

Ahora bien, este Alto Tribunal considera que la violación al procedimiento legislativo que ha 
quedado demostrada sí tiene la suficiente relevancia invalidatoria, por trastocar los atributos 
democráticos finales de la decisión parlamentaria. 
 

Al respecto, este Alto Tribunal ha sostenido que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y las Constituciones Locales establecen, en relación con los procesos legislativos, dos 
etapas: la primera corre a cargo de una Comisión que después de estudiar el tema 
correspondiente, formula un dictamen, y la segunda corresponde al Pleno de la Cámara o del 
Congreso, que sobre la base del dictamen delibera y decide. El trabajo parlamentario en cada una 
de dichas etapas tiene finalidades concretas, pues la Comisión analiza la iniciativa de ley y formula 
una propuesta para ser presentada mediante el dictamen correspondiente al Pleno, y éste tiene 
como función principal discutir la iniciativa partiendo del dictamen y tomar la decisión que en 
derecho corresponda, de manera que dicho sistema cumple una imprescindible función 
legitimadora de la ley, en razón de los mecanismos y etapas que lo integran. Tales consideraciones 
están plasmadas en la tesis P./J. 117/200410 de rubro: “PROCESO LEGISLATIVO. LOS VICIOS 
DERIVADOS DEL TRABAJO DE LAS COMISIONES ENCARGADAS DEL DICTAMEN SON 
SUSCEPTIBLES DE PURGARSE POR EL CONGRESO RESPECTIVO”. 
 

Dentro del Congreso del Estado de Tamaulipas, las comisiones están integradas por diputados de 
la legislatura, y para su composición se toma en cuenta la pluralidad representada en el Congreso, 
esto es, se busca incorporar a los diputados pertenecientes a los distintos grupos parlamentarios, 
de tal suerte que en el trabajo que desempeñen se reflejen de manera proporcional las diversas 
corrientes de pensamiento que se integran en el Pleno. 
                                                                  
10 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XX. Diciembre de 2004. Página: 1111 
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Por lo tanto, el trabajo de comisiones no es ocioso ni representa una formalidad más dentro del 
procedimiento que pueda ser obviada de manera gratuita, esto es, sin motivación ni discusión, 
pues al hacerlo, se trastoca el derecho de las minorías parlamentarias para reflejar la voluntad 
popular que las sustenta. 
 

Como se expuso al inicio de este considerando, el principio de equidad en la deliberación 
parlamentaria apunta a la necesidad de no considerar automáticamente irrelevantes todas las 
infracciones procedimentales que se produzcan en el proceso legislativo, que culmina con la 
aprobación de una norma mediante una votación que respeta las previsiones legales al respecto. 
Lo anterior, porque dicho principio está estrechamente vinculado con la esencia y valor mismo de 
la democracia, como sistema de adopción de decisiones públicas en contextos caracterizados 
por el pluralismo político, como es el caso de México y de la mayor parte de las democracias 
contemporáneas. La democracia representativa es un sistema político valioso, no solamente 
porque, en su contexto, las decisiones se toman por una mayoría determinada de los votos de 
los representantes de los ciudadanos, sino porque aquello que se somete a votación ha podido 
ser objeto de deliberación por parte, tanto de las mayorías como de las minorías políticas. Es 
precisamente el peso representativo y la naturaleza de la deliberación pública, lo que otorga todo 
su sentido a la reglamentación del procedimiento legislativo. 
 

Tal como lo sostuvo el Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 52/2006 y sus 
acumuladas 53/2006 y 54/2006, la adopción de decisiones por mayoría, regla básica que permite 
resolver, en última instancia, las diferencias de opinión, es una condición necesaria de la 
democracia, pero no suficiente. No todo sistema que adopta la regla de la mayoría es 
necesariamente democrático. Junto a la regla de la mayoría, hay que tomar en consideración el 
valor de la representación política, material y efectiva de los ciudadanos, que tienen todos y cada 
uno de los grupos políticos con representación parlamentaria, así sean los minoritarios, como 
viene a subrayar el artículo 41 constitucional y el modo en que la aportación de información y 
puntos de vista por parte de todos los grupos parlamentarios contribuye a la calidad de aquello 
que finalmente se somete a votación.  
 

Si el simple respeto a las reglas de votación por mayoría pudiera convalidar cualquier 
desconocimiento de las reglas que rigen el procedimiento legislativo previo, la dimensión deliberativa 
de la democracia carecería de sentido, precisamente porque las minorías, por su propia naturaleza, 
están predestinadas a no imponerse en la votación final, a menos que su opinión coincida con un 
número suficiente de integrantes de otras fuerzas políticas; por lo tanto, es aquí donde cobran toda su 
importancia las reglas que garantizan la participación efectiva de las minorías, al regular, por citar 
algunos ejemplos, la conformación del orden del día, las convocatorias a las sesiones, las reglas de 
integración de la Cámara, la estructuración del proceso de discusión o el reflejo de las conclusiones 
en los soportes documentales correspondientes.   
 

Así, en conclusión, el órgano legislativo, antes de ser un órgano decisorio, tiene que ser un órgano 
deliberante, donde encuentren cauce de expresión las opiniones de todos los grupos, tanto los 
mayoritarios como los minoritarios. Lo anterior es así, porque las reglas que disciplinan el 
procedimiento legislativo protegen el derecho de las minorías a influir y moldear, en el transcurso 
de la deliberación pública, aquello que va a ser objeto de la votación final y, por tanto, otorga pleno 
sentido a su condición de representantes de los ciudadanos. 
 

Como se ha señalado, la legislación del Estado Tamaulipas prevé la hipótesis de omitir el dictamen 
de una ley, ésta es de naturaleza extraordinaria, por lo que no debe utilizarse de forma tal que 
permita a las mayorías aprobar una norma general, sin la debida intervención de las minorías, 
pretextando o apoyándose en esa supuesta urgencia, sin que, además, ésta se encuentre 
justificada por quienes alegan la actualización de tal supuesto, ya que ello puede eventualmente 
traer consigo la anulación del debate de todas las fuerzas políticas representadas en el Congreso 
que, se reitera, todo procedimiento legislativo debe respetar, en condiciones de libertad e igualdad.  
 

En estas condiciones, del análisis del proceso legislativo en su conjunto, se advierte que la 
dispensa del trámite de turno a comisiones del decreto impugnado, como acto preparatorio a la 
discusión plenaria, sí impidió potencialmente que las distintas fuerzas políticas estuvieran en 
posibilidad de conocer la iniciativa planteada -al haber sido presentada el mismo día en que fue 
discutida- y, por ende, de debatir sobre ella con verdadero conocimiento de su contenido y alcance. 
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Lo anterior, porque, como se relató, el mismo día en que se presentó, fue que se discutió, esto es, 
no se tiene la certeza ni obra constancia en autos de que se conoció previamente por los demás 
integrantes del Congreso, dispensándose, por la mayoría, el que fuera dictaminada por las 
Comisiones correspondientes; de ahí que no sea posible considerar que una norma general, 
producto de un procedimiento tan acelerado para su aprobación, pueda ser resultado del debate 
democrático que debe existir en todo órgano legislativo, máxime cuando, en el caso, no se justifica 
la supuesta urgencia, al amparo de la cual podría sostenerse su aprobación, sin el cumplimiento de 
algunos trámites.  
 

Luego, aun cuando es cierto que dos diputados de las distintas fuerzas políticas que integran el 
Congreso del Estado, hicieran valer los argumentos que estimaran pertinentes, a favor y en 
contra de la iniciativa en comento, también es cierto que ello se dio dentro de la sesión del 
mismo día (dieciséis de enero de dos mil ocho), lo cual no puede llevar a sostener que el órgano 
legislativo hubiera tenido suficiente tiempo para conocer y estudiar una iniciativa legal y, por 
ende, estar en posibilidad de realizar un debate real sobre la misma, es decir, no es posible 
sostener que, en este contexto, las minorías estuvieron en posibilidad de hacerse oír.  
 

La propia votación con la que fue aprobada la ley impugnada (veinticuatro votos a favor, ocho en 
contra), nos da la pauta de que, a final de cuentas, fue aprobada, porque existe una mayoría 
parlamentaria, que logró imponerse, no por el simple hecho de ser la fuerza mayoritaria, la que, 
en todo caso, dada su naturaleza, eventualmente llegará a imponerse, sino porque, partiendo de 
esa circunstancia, hizo uso de un mecanismo legal -la supuesta urgencia para aprobar la norma 
y, por ende, la dispensa en su trámite- que, de ninguna manera, fue instituido para tales fines, 
sino únicamente para casos excepcionales que, razonablemente, justifiquen tal urgencia, pero en 
los que, de cualquier modo, siempre deberá atenderse a los principios democráticos que deben 
regir todo debate parlamentario.  
 

Por lo tanto, este Alto Tribunal concluye que, de una evaluación global del procedimiento que condujo 
a la aprobación del decreto de reforma impugnado, se advierte la existencia de violaciones 
procedimentales con un impacto invalidante sobre el decreto impugnado.  
 

Sirve de apoyo a lo anterior, por identidad de razones, la tesis P./J. 35/200711 del Tribunal Pleno de 
rubro: “LEY DE INSTITUCIONES Y PROCESOS ELECTORALES Y CÓDIGO PENAL DEL ESTADO 
DE BAJA CALIFORNIA. EL DECRETO POR EL QUE SE REFORMARON DICHOS CUERPOS 
LEGALES FUE EMITIDO VIOLANDO LOS VALORES DE LA DEMOCRACIA REPRESENTATIVA 
(DECRETO 253 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 16 DE OCTUBRE 
DE 2006)”. 
 

En consecuencia, el concepto de invalidez planteado en relación con la existencia de 
irregularidades procedimentales debe declararse fundado, ya que la forma en que se llevó a 
cabo el procedimiento legislativo evidencia un desapego de los cauces básicos de expresión de 
la voluntad de la cámara parlamentaria, sin que exista motivación alguna sobre la supuesta 
urgencia para dispensar el trámite de turno a comisiones. El producto final es una norma de 
carácter general que causa perjuicio al municipio actor, por ser el destinatario de la misma. 
 

En efecto, la participación democrática es esencial en el procedimiento legislativo ya que, de 
acuerdo con la Constitución Federal, la forma de gobierno será democrática, representativa y 
popular: por lo que los diputados, en su carácter de representantes del pueblo cuentan con 
derecho a opinar, discutir y defender los intereses que representan. 
 

Es decir, dicha participación sólo puede lograrse cuando se respeta el derecho que, como 
integrantes del Congreso, los diputados tienen para discutir y aprobar las iniciativas de ley que 
se presenten y, salvo casos de real urgencia, de conocerlas previamente (… )”. 
 

Puesta a votación esta propuesta y dada la votación de cinco votos a favor de la propuesta de 
invalidez por vicios en el procedimiento legislativo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
105, fracción II, último párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, 42, 
segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 constitucional, 
se desestimó la controversia constitucional en este tema, al no haberse obtenido una mayoría 
calificada de ocho votos. 
                                                                  
11 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI. Diciembre de 2007. Página: 993. 
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SÉPTIMO. ESTUDIO DE FONDO. TEMA: ESTABLECIMIENTO DE TOPES A LOS SALARIOS DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS MUNICIPALES CON BASE EN UN CRITERIO POBLACIONAL.  
 

El Municipio actor en sus conceptos de invalidez señaló medularmente que:  
 

1.- El Decreto número LX-4, por el que se adicionó un párrafo segundo con siete fracciones al 
artículo 30 del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas, carece de fundamento y motivo 
legal, y por ello es violatorio de los artículos 14, 16, 74, fracción IV, 115 y 134 párrafos primero y 
cuarto de la Constitución Federal.  
 

2.- El precepto impugnado es contrario al principio de libertad hacendaria consagrado en la 
fracción IV del artículo 115 constitucional, ya que invade la esfera competencial del Municipio en 
lo relativo a la elaboración del presupuesto de egresos, pues lo condiciona a que establezca los 
salarios de sus Síndicos y Regidores de acuerdo a un tabulador conforme con un criterio 
poblacional, el cual no está previsto constitucionalmente como elemento para la elaboración del 
presupuesto destinado al pago de remuneraciones de los integrantes del Ayuntamiento. Así 
entonces, establecer un límite a las remuneraciones es contrario al texto constitucional.  
 

Pues bien, a juicio de este Tribunal Pleno, la pregunta que debe responderse en este caso para la 
resolución de la problemática planteada es la siguiente: ¿las legislaturas locales son competentes 
para establecer las políticas salariales consistentes en los topes a las remuneraciones de los 
integrantes de los Ayuntamientos? 
 

Para la resolución del caso es necesario hacer las siguientes precisiones.  
 

El fortalecimiento de la autonomía municipal se ha venido desarrollando, principalmente, a través 
de las reformas constitucionales efectuadas en los años de mil novecientos ochenta y tres, mil 
novecientos noventa y cuatro y mil novecientos noventa y nueve12.  
 

En estas reformas, esencialmente: a) se calificó al municipio libre como la base de la división 
territorial y de la organización política y administrativa de los Estados; b) se le incluyó en el 
catálogo de órganos legitimados para promover una controversia constitucional; c) dejó de ser 
administrado para pasar a ser gobernado por un Ayuntamiento, otorgándosele, en su fracción IV, 
ciertas garantías jurídicas de contenido económico, financiero y tributario a favor de los 
municipios, entre las que se encuentran el principio de libre administración de la hacienda 
pública13; el principio de ejercicio directo de los recursos de la hacienda municipal por parte del 
ayuntamiento14; el principio de integridad de los recursos municipales15; el derecho de los 
municipios a percibir las contribuciones, incluyendo las tasas adicionales, que establezcan los 
Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación 
y mejora, así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles16; el principio de 

                                                                  
12 Al referirnos a estas reformas, básicamente se está aludiendo a los artículos 115 y 105 de la Constitución Federal.  
13 Sobre este tema, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya se ha pronunciado en diversas tesis de jurisprudencia, entre las cuales se 
encuentran, las tesis 5/2000 y 6/2000, de rubros: “HACIENDA MUNICIPAL Y LIBRE ADMINISTRACIÓN HACENDARIA. SUS DIFERENCIAS. 
(ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL)”,  y “HACIENDA MUNICIPAL. CONCEPTOS SUJETOS AL RÉGIMEN DE 
LIBRE ADMINISTRACIÓN HACENDARIA (ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL)”, consultables en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XI, febrero de dos mil, en las páginas quinientos catorce y quinientos quince, respectivamente. 
14 Este principio de ejercicio directo de los recursos que integran la Hacienda Municipal, previsto en el último párrafo de la fracción IV del artículo 115 
de la Constitución Federal, se desarrollo por el Tribunal Pleno al resolver la controversia constitucional 12/2004, en sesión de 23 de noviembre de 
2004. Del asunto anterior derivó la jurisprudencia 12/2005, cuyo rubro es el siguiente: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL SEGUNDO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 12 DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2004, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 31 DE DICIEMBRE DE 2003, CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE EJERCICIO 
DIRECTO DE LOS RECURSOS QUE INTEGRAN LA HACIENDA PÚBLICA MUNICIPAL CONTENIDO EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 
115 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”. 
15 Al resolver la controversia constitucional 5/2004 del Municipio de Purépero, Estado de Michoacán, este Alto Tribunal determinó que la 
Constitución no solamente ha atribuido en exclusividad una serie de competencias a los Municipios del país, sino que ha garantizado también que 
los mismos gozarán de los recursos económicos necesarios para cumplir con dichas responsabilidades constitucionales, por lo que una vez que la 
Federación decide transferir cierto tipo de recursos a los Municipios con la mediación administrativa de los Estados, hay que entender que el artículo 
115 constitucional garantiza a dichos Municipios su recepción puntual y efectiva, porque la facultad constitucional exclusiva de programar y aprobar 
el presupuesto municipal de egresos de la que gozan presupone que deben tener plena certeza acerca de sus recursos. 
16 En cuanto a este punto de la integridad de los recursos municipales, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se ha pronunciado 
en el sentido de que los municipios deben percibir efectiva y puntualmente los recursos a que constitucionalmente tienen derecho, y que 
en el caso de que los Estados no lo hagan así, estarán obligados a pagar los intereses correspondientes que se generen. Este criterio se 
refleja en la tesis de jurisprudencia 46/2004 de rubro: “RECURSOS FEDERALES A LOS MUNCIPIOS. CONFORME AL PRINCIPIO DE 
INTEGRIDAD DE SUS RECURSOS ECONÓMICOS, LA ENTREGA EXTEMPORÁNEA GENERA INTERESES.”, consultable en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIX, Junio de 2004, página ochocientos ochenta tres. 
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reserva de fuentes de ingresos municipales17; la facultad constitucional de los Ayuntamientos, 
para que en el ámbito de su competencia, propongan a las Legislaturas Estatales las cuotas y 
tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores 
unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre 
la propiedad inmobiliaria18; la facultad de las Legislaturas Estatales para aprobar las leyes de 
ingresos de los municipios; y, la facultad de los municipios para aprobar sus presupuestos de 
egresos con base en sus ingresos disponibles19.  
 

Así, esta Suprema Corte ha dicho, que la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Federal, 
establece un conjunto de previsiones cuyo objetivo consiste en regular las relaciones entre los 
estados y los municipios en materia de hacienda y recursos económicos municipales, en los que 
se instituyen diversas garantías jurídicas de contenido económico, financiero y tributario a favor 
de los municipios, lo cual resulta totalmente congruente con el propósito del Constituyente 
Permanente ─fundamentalmente a partir de las reformas de mil novecientos ochenta y tres y mil 
novecientos noventa y nueve, a las que nos hemos referido─, para el fortalecimiento de la 
autonomía municipal a nivel constitucional, por lo que, el cumplimiento de todos estos aspectos 
genera y garantiza el respeto a la autonomía municipal.  
 

Ahora bien, para la resolución de este caso, conviene destacar la evolución que ha tenido la 
facultad de los municipios para aprobar sus presupuestos de egresos con base en sus ingresos 
disponibles. Esta facultad tuvo su primera fase en la reforma al artículo 115 constitucional en el 
año de mil novecientos noventa y nueve, en donde se estableció.  
 

La segunda fase se produjo por virtud de la reforma constitucional de veinticuatro de agosto de 
dos mil nueve. La parte medular de este proceso de consolidación para lograr la autonomía 
municipal consistió en perfeccionar la facultad de programación, presupuestación y la aprobación 
del presupuesto de egresos, misma que quedó prevista en el penúltimo párrafo de la fracción IV 
del artículo 115 constitucional que dispone:  
 

“Artículo 115. … 
IV. … 
… 
Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán y 
fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los 
ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los 
tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, 
sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución”. 
  
Como se advierte, la reforma mencionada remite al diverso artículo 127 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado también el veinticuatro de agosto de dos 
mil nueve, cuyo tenor es el siguiente:  
 

“Artículo 127.- Los servidores públicos de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal 
y de los Municipios, de sus entidades y dependencias, así como de sus administraciones 
paraestatales y paramunicipales, fideicomisos públicos, instituciones y organismos 
autónomos, y cualquier otro ente público, recibirán una remuneración adecuada e 
irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, que deberá ser 
proporcional a sus responsabilidades. 
 
 
 

                                                                  
17 Este principio de reserva de fuentes de ingresos municipales se sostuvo por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte 
de Justicia, al resolver por unanimidad de once votos la controversia constitucional 14/2004 en sesión de dieciséis de 
noviembre de dos mil cuatro. 
18 Sobre este tema el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia, emitió la tesis de jurisprudencia 122/2004 de rubro: 
“PREDIAL MUNICIPAL. CONDICIONES A LAS QUE DEBEN SUJETARSE LAS LEGISLATURAS LOCALES EN LA 
REGULACIÓN DEL IMPUESTO RELATIVO (INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 115 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL).” Sin embargo, en el tratamiento del proyecto, este tema se aborda más adelante.  
19 Todas estas garantías económicas se encuentran básicamente en la fracción IV del artículo 115 de la fracción IV de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
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Dicha remuneración será determinada anual y equitativamente en los presupuestos de 
egresos correspondientes, bajo las siguientes bases: 
 

I. Se considera remuneración o retribución toda percepción en efectivo o en especie, 
incluyendo dietas, aguinaldos, gratificaciones, premios, recompensas, bonos, estímulos, 
comisiones, compensaciones y cualquier otra, con excepción de los apoyos y los gastos 
sujetos a comprobación que sean propios del desarrollo del trabajo y los gastos de viaje en 
actividades oficiales. 
 

II. Ningún servidor público podrá recibir remuneración, en términos de la fracción anterior, 
por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, mayor a la establecida para el 
Presidente de la República en el presupuesto correspondiente. 
 

III. Ningún servidor público podrá tener una remuneración igual o mayor que su superior 
jerárquico; salvo que el excedente sea consecuencia del desempeño de varios empleos 
públicos, que su remuneración sea producto de las condiciones generales de trabajo, 
derivado de un trabajo técnico calificado o por especialización en su función, la suma de 
dichas retribuciones no deberá exceder la mitad de la remuneración establecida para el 
Presidente de la República en el presupuesto correspondiente. 
 

IV. No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, ni liquidaciones 
por servicios prestados, como tampoco préstamos o créditos, sin que éstas se encuentren 
asignadas por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de trabajo. 
Estos conceptos no formarán parte de la remuneración. Quedan excluidos los servicios de 
seguridad que requieran los servidores públicos por razón del cargo desempeñado. 
 

V. Las remuneraciones y sus tabuladores serán públicos, y deberán especificar y diferenciar la 
totalidad de sus elementos fijos y variables tanto en efectivo como en especie. 
 

VI. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, en el ámbito de sus competencias, expedirán las leyes para hacer efectivo 
el contenido del presente artículo y las disposiciones constitucionales relativas, y para 
sancionar penal y administrativamente las conductas que impliquen el incumplimiento o la 
elusión por simulación de lo establecido en este artículo. 

 

Ahora bien, de una interpretación conjunta de ambos preceptos y teniendo presente la tendencia 
que ha venido sosteniendo este Alto Tribunal en el sentido de que existe un respeto total y 
absoluto a la libertad hacendaria de los Municipios, así como atendiendo a la pregunta planteada 
para la resolución del caso, este Tribunal Pleno advierte que: 
 

a) Corresponde a los Ayuntamientos aprobar sus presupuestos de egresos con base en sus ingresos 
disponibles, y en ellos, deberán incluir los tabuladores desglosados de las remuneraciones que 
perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de la 
Constitución Federal.  
 

b) Esta aprobación de los presupuestos de egresos por parte de los Ayuntamientos, se da sin 
intervención alguna de las legislaturas locales, es decir, las legislaturas locales no tienen ningún 
tipo de injerencia en ellos. 
 

c) Las remuneraciones que percibirán los servidores públicos municipales, deberán ser adecuadas e 
irrenunciables por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión y proporcionales a sus 
responsabilidades. Asimismo, deberán determinarse anual y equitativamente en los presupuestos de 
egresos aprobados por los Ayuntamientos, bajo las bases previstas en el artículo 127 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las cuales son:  
 

1.- Será remuneración toda percepción en efectivo o en especie, incluyendo dietas, aguinaldos, 
gratificaciones, premios, recompensas, bonos, estímulos, comisiones, compensaciones y cualquier 
otra, con excepción de los apoyos y los gastos sujetos a comprobación que sean propios del 
desarrollo del trabajo y los gastos de viaje en actividades oficiales (Base I). 
 

2.- Ningún servidor público podrá recibir remuneración, mayor a la establecida para el Presidente 
de la República en el presupuesto correspondiente (Base II). 
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3.- Ningún servidor público podrá tener una remuneración igual o mayor que su superior 
jerárquico; salvo que el excedente se deba al desempeño de varios empleos públicos, que su 
remuneración sea producto de las condiciones generales de trabajo, derivado de un trabajo 
técnico calificado o por especialización en su función. La suma de dichas retribuciones no 
excederá la mitad de la remuneración establecida para el Presidente de la República en el 
presupuesto correspondiente (Base III). 
 

4.- No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, ni liquidaciones por 
servicios prestados, como tampoco préstamos o créditos, sin que éstas se encuentren asignadas 
por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de trabajo. Estos 
conceptos no forman parte de la remuneración. Están excluidos los servicios de seguridad que 
requieran los servidores públicos por razón del cargo que desempeñen (Base IV).  
 

5.- Las remuneraciones y sus tabuladores serán públicos, y deberán especificar y diferenciar la 
totalidad de sus elementos fijos y variables tanto en efectivo como en especie (Base V). 
 

6.- Las Legislaturas de los Estados, en el ámbito de sus competencias, expedirán las leyes para 
hacer efectivo el contenido del artículo 127 constitucional, así como las disposiciones constitucionales 
relativas y para sancionar penal y administrativamente las conductas que impliquen el incumplimiento 
o la elusión por simulación de lo establecido en este artículo (Base VI). 
 

Por otro lado, no debe perderse de vista que el artículo 116 de la Constitución Federal en su 
párrafo penúltimo20, cuando señala: “El poder público de los estados se dividirá, para su 
ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes 
en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo”, únicamente 
faculta a las legislaturas locales para aprobar anualmente los presupuestos de egresos de los 
Estados y no así los presupuestos de egresos municipales, pues como ya lo señalamos, de 
conformidad con el penúltimo párrafo de la fracción IV del artículo 115 constitucional, los 
Ayuntamientos son los competentes para aprobar sus presupuestos de egresos sin intervención 
alguna de las legislaturas locales. 
 

Tomando en cuenta todo lo anterior, la base VI del artículo 127 constitucional, debe entenderse en 
el sentido de que si los presupuestos de egresos municipales, por disposición constitucional, están 
fuera del ámbito de la competencia de las Legislaturas locales, entonces, el artículo 127 
constitucional tiene una aplicación directa a los Ayuntamientos, esto es, corresponde directamente 
a ellos señalar los alcances del artículo 127 sobre el tema específico de las remuneraciones, 
puesto que son ellos los competentes para determinar los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones de sus servidores públicos, en los presupuestos de egresos que aprueben.   

Permitir que las legislaturas locales regulen, en materia de sueldos, los topes para los servidores 
públicos municipales sería permitir una intromisión en la libre administración hacendaria de los 
Municipios para la aplicación de su presupuesto.  
 

Los Ayuntamientos tienen la libertad de establecer las percepciones de sus funcionarios, siempre 
constriñéndose a las exigencias y límites del artículo 127 constitucional. Así, cuando la fracción 
VI del artículo 127 constitucional señala que las legislaturas locales en el ámbito de sus 
competencias expedirán leyes para hacer efectivo el contenido del propio artículo, lo que hacen 
es exigirle a las legislaturas una normatividad que vea por el cumplimiento de los principios 
generales previstos en el citado artículo 127 y, de ningún modo, debe entenderse como una 
posibilidad para que la legislatura del Estado intervenga para señalar las percepciones mismas.  
 

El hecho de que los Ayuntamientos sean los directamente facultados para fijar los salarios de sus 
funcionarios municipales, de ningún modo permite una actuación arbitraria de los ayuntamientos ya 
que el hecho de que estos parámetros no estén previstos en la ley, no significa que los 
Ayuntamientos no deberán observar algún parámetro de racionalidad o que puedan establecer 
percepciones sin ningún sentido, pues como ya dijimos, sí existen los lineamientos que deberán 
observar los Ayuntamientos y que son precisamente los principios establecidos en el artículo 127 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
                                                                  
20 VII.- La Federación y los Estados, en los términos de ley, podrán convenir la asunción por parte de éstos del ejercicio 

de sus funciones, la ejecución y operación de obras y la prestación de servicios públicos, cuando el desarrollo 
económico y social lo haga necesario. 
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Así, las únicas competencias que en esta materia conservan las legislaturas locales, son las 
relativas a sancionar penal y administrativamente las conductas que impliquen el incumplimiento 
o la elusión por simulación de lo establecido en el propio artículo 127 constitucional, pues toda 
sanción debe estar prevista en ley. 
 

Por lo tanto, este Tribunal Pleno estima que la legislatura local violó lo dispuesto por el artículo 
115, fracción IV, penúltimo párrafo, al expedir el Decreto LX-4 por el que reformó el artículo 30 
del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas, pues dicho precepto determina en las siete 
fracciones de su segundo párrafo, bajo un criterio poblacional, los tabuladores que deberán 
usarse como tope a los salarios que deben percibir los servidores públicos municipales, materia 
respecto de la cual, como ya lo hemos expresado, las legislaturas locales carecen de 
competencia para regular. Además, ello no sólo representa una violación al artículo 115, fracción 
IV, penúltimo párrafo, sino también al artículo 127, ambos de la Constitución Federal, pues si 
bien, esté último, tenía un texto diverso al momento de la impugnación y por ello no fue señalado 
como violado por el actor, lo cierto es que con motivo de su reforma en agosto dos mil nueve, al 
cambiar sus disposiciones, y al analizar este medio de control constitucional a la luz de su nuevo 
texto21, también resulta transgredido.  
 

Habiendo resultado fundados los argumentos de invalidez hechos valer por la actora, lo 
procedente es declarar la invalidez del artículo 30, en su párrafo segundo y sus siete fracciones, 
del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas.   
 

OCTAVO.- Efectos. De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de la fracción I del 
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el numeral 42, 
tercer párrafo de su Ley Reglamentaria, la presente resolución en la que se declara la invalidez 
de una norma general emitida por el Congreso del Estado de Tamaulipas, controvertida por un 
Municipio, sólo puede tener efectos relativos a las partes en el litigio. Así entonces, la invalidez 
declarada únicamente tendrá efectos respecto del Municipio de Abasolo, del Estado de 
Tamaulipas y surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la 
presente sentencia  al Poder Legislativo Local.  
 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 
 

PRIMERO.- Es procedente y fundada la presente controversia constitucional. 
 

SEGUNDO. Se desestima la controversia constitucional en cuanto a los argumentos de invalidez 
planteados por el municipio actor, referentes a las violaciones al procedimiento legislativo de la 
norma impugnada, en términos del considerando sexto de esta ejecutoria. 
 

TERCERO.- Se declara la invalidez del Decreto LX-4 emitido por la Sexagésima Legislatura del 
H. Congreso Constitucional del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas mediante el cual se 
adiciona un párrafo segundo con siete fracciones al artículo 30 del Código Municipal del Estado 
de Tamaulipas, en términos de lo señalado por el considerando séptimo del presente fallo.  
 

                                                                  
21 Al respecto resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 51/2003, de rubro y  texto: “CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. EL ANÁLISIS DE LA VALIDEZ DE LOS ACTOS IMPUGNADOS DEBE REALIZARSE CONFORME 
A LAS CONDICIONES JURÍDICAS IMPERANTES AL MOMENTO DE PRODUCIRSE EL FALLO. Si durante la 
tramitación de una controversia constitucional las condiciones jurídicas pertinentes para su resolución sufren alguna 
modificación, el análisis de la validez de los actos y disposiciones impugnados deberá realizarse a la luz de esas nuevas 
condiciones. Lo anterior es así, en razón de la naturaleza y características especiales que revisten este tipo de juicios, 
pues en ellos se tutela primordialmente la regularidad constitucional de actos y disposiciones generales, antes que el 
interés particular de quienes fungen como partes; además, las sentencias que se dictan no tienen efectos retroactivos, 
salvo en materia penal, conforme al artículo 45 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Analizar la validez de los actos o disposiciones impugnados con 
base en legislación superada u obsoleta llevaría al dictado de sentencias inconsistentes con la realidad, que podrían 
representar dificultades para su debida cumplimentación, además de que la emisión de un fallo en estas condiciones 
conduciría, en la generalidad de los casos, a que la parte actora, de insistir en la invalidez del acto impugnado, tuviera 
que promover un nuevo juicio en contra del mismo acto para que éste se juzgara conforme al nuevo contexto normativo, 
lo cual, además de ser contrario al principio de economía procesal, sólo llevaría a un juicio improcedente por 
extemporaneidad, lo que generaría un estado de indefensión en su perjuicio y atentaría contra el bien jurídico tutelado en 
estos juicios”. Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XVIII, septiembre de 2003, 
página 1056. 
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CUARTO.- Esta sentencia surtirá efectos para el Municipio actor, en términos del considerando 
octavo.  
 

Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado 
de Tamaulipas y en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
 

Notifíquese, haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el 
expediente como asunto concluido. 
 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 
 

En relación con el punto resolutivo primero: 
 

Por mayoría de nueve votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Franco 
González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de 
García Villegas, Ortiz Mayagoitia y Presidente Silva Meza, en cuanto a que es procedente la 
controversia constitucional; la señora Ministra Luna Ramos votó en contra. 
 

Por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Zaldívar 
Lelo de Larrea, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Ortiz 
Mayagoitia y Presidente Silva Meza, en cuanto a que es fundada la controversia constitucional; 
los señores Ministros Cossío Díaz y Franco González Salas votaron en contra. 
 

En relación con el punto resolutivo Segundo: 
 

Los señores Ministros Aguirre Anguiano, Zaldívar Lelo de Larrea, Valls Hernández, Sánchez 
Cordero y Silva Meza votaron a favor de declarar la invalidez del procedimiento legislativo que 
dio origen al Decreto número LX-4, mediante el cual se adicionó un párrafo segundo con siete 
fracciones al artículo 30 del Código Municipal para el Estado de Tamaulipas por violaciones al 
procedimiento legislativo; en tanto que los señores Ministros Luna Ramos, Franco González 
Salas, Aguilar Morales y Presidente Ortiz Mayagoitia, se pronunciaron en contra de la propuesta 
y por entrar al análisis del fondo del asunto (No asistió el señor ministro Cossío Díaz estuvo 
ausente por estar cumpliendo una comisión oficial). 
 

Por lo tanto, dada la votación de cinco votos a favor de la propuesta de invalidez por vicios en el 
procedimiento legislativo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 105, fracción II, último 
párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, 42, segundo párrafo, de 
la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 constitucional, se desestimó el 
concepto de invalidez, al no haberse obtenido una mayoría calificada de ocho votos.  
 

En relación con el punto resolutivo Tercero: 
 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, 
Ortiz Mayagoitia y Presidente Silva Meza, en virtud de que las legislaturas locales no tienen 
competencia para establecer políticas salariales consistentes en los topes a las remuneraciones  
de los integrantes de los Ayuntamientos; los señores Ministros Cossío Díaz y Franco González 
Salas votaron en contra y reservaron su derecho para formular voto de minoría; y la señora 
Ministra Luna Ramos reservó el suyo para formular voto concurrente. 
 

En relación con el punto resolutivo Cuarto: 
 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Aguirre  Anguiano, Cossío Díaz, 
Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Aguilar Morales, Valls Hernández, 
Sánchez Cordero de García Villegas, Ortiz Mayagoitia y Presidente Silva Meza.  
 

El señor Ministro Presidente Juan N. Silva Meza declaró que el asunto se resolvió en los términos 
propuestos. Doy fe. 

 
MINISTRO PRESIDENTE.- JUAN N. SILVA MEZA.- Rúbrica.- MINISTRA PONENTE.- OLGA 
SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS.- Rúbrica.- SECRETARIO GENERAL DE 
ACUERDOS.- RAFAEL COELLO CETINA.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA SEÑORA MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA 
RAMOS EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL  31/2008, PROMOVIDA POR EL MUNICIPIO 
DE ABASOLO, ESTADO DE TAMAULIPAS. 
 

Disiento del criterio sustentando por la mayoría, porque considero que durante la tramitación del 
presente asunto surgieron cuestiones que hacen improcedente la controversia constitucional. 
 

Para justificar mi postura es importante considerar, primero, los hechos relevantes que sucedieron 
en el presente negocio: 
 

1.  El diecisiete de enero de dos mil ocho se reformó el artículo 30 del Código Municipal para el 
Estado de Tamaulipas, relativo a las remuneraciones de los miembros de los ayuntamientos; 
 

2. El veintinueve de febrero del mismo año, el municipio actor  promovió la presente controversia 
constitucional en contra de esa reforma; 
 

3. El veinticuatro de agosto de dos mil nueve fueron  reformados los artículos 127, 115, 116, 122 
y 123, de la Constitución Federal, en relación con los salarios de los funcionarios públicos; 
 

4. El veintiocho de septiembre de dos mil diez se returnó el asunto a la señora Ministra Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, para la elaboración del proyecto de sentencia. 
 

5. En sesión de cuatro de octubre siguiente, el Tribunal Pleno desestimó la controversia,  por 
cuanto a los conceptos de invalidez relacionados con el proceso legislativo y dio por aprobados 
los temas previos al análisis de fondo;  
 

6. El dos de noviembre de dos mil diez se publicó el Decreto 60-1083 que reforma la 
Constitución Política del Estado de Tamaulipas,  para establecer, entre otras disposiciones, que 
ningún servidor público podrá recibir remuneraciones mayores a las que percibe el Gobernador. 
 

Los preceptos de la Constitución del Estado de Tamaulipas que fueron reformados, en lo 
conducente disponen:  
  
“Artículo 70. […] 
Asimismo, dicha iniciativa deberá incluir dentro de su proyecto de presupuesto, los 
tabuladores desglosados de las remuneraciones que se propone perciban sus servidores 
públicos; en caso de que se omita fijar la remuneración, se entenderá por señalada la que 
hubiere previsto el Presupuesto anterior o la ley que estableció el empleo. 
 

En todo caso, dicho señalamiento deberá respetar las bases previstas en el artículo 127 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

Los órganos de poder del Estado, el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial, así como los 
órganos autónomos reconocidos por esta Constitución, deberán incluir dentro de sus 
proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que se 
propone perciban sus servidores públicos. Estas propuestas se regirán por las previsiones de 
esta Constitución y las leyes de la materia. 
 

“Artículo 133. […] 
La legislatura aprobará las leyes de ingresos de los Municipios, revisará y fiscalizará sus 
cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos 
con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los tabuladores 
desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, 
sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y esta Constitución.[…]” 
 

“Artículo 160. […] 
Los servidores públicos del Estado, de los Municipios, de las entidades y dependencias, 
así como de sus administraciones paraestatales y las paramunicipales, fideicomisos 
públicos, instituciones y organismos autónomos, así como cualquier otro ente público, 
recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, 
empleo, cargo o comisión, que deberá ser proporcional a sus responsabilidades. 
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Dicha remuneración será determinada anual y equitativamente en los presupuestos de 
egresos correspondientes, bajo las siguientes bases: 
 

I. Se considera remuneración o retribución toda percepción en efectivo o en especie, 
incluyendo dietas, aguinaldos, gratificaciones, premios, recompensas, bonos, estímulos, 
comisiones, compensaciones y cualquier otra, con excepción de los apoyos y los gastos 
sujetos a comprobación que sean propios del desarrollo del trabajo y los gastos de viaje 
en actividad (sic) oficiales; 
 

II. Ningún servidor público podrá recibir remuneración, en términos de la fracción anterior, 
por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, mayor a la establecida para el 
Gobernador del Estado en el presupuesto correspondiente; 
 

III. Ningún servidor público podrá tener una remuneración igual o mayor que su superior 
jerárquico; salvo que el excedente sea consecuencia del desempeño de varios empleos 
públicos, que su remuneración sea producto de las condiciones generales de trabajo, 
derivado de un trabajo técnico calificado o por especialización en su función, la suma de 
dichas retribuciones no deberá exceder la mitad de la remuneración establecida para el 
Gobernador del Estado en el presupuesto correspondiente; 
 

IV. No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, ni liquidaciones 
por servicios prestados, como tampoco préstamos o créditos, sin que éstas se encuentren 
asignadas por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de trabajo. 
Estos conceptos no formarán parte de la remuneración. Quedan excluidos los servicios de 
seguridad que requieran los servidores públicos por razón del cargo desempeñado; 
 

V. Las remuneraciones y sus tabuladores serán públicos, y deberán especificar y diferenciar 
la totalidad de sus elementos fijos y variables tanto en efectivo como en especie; y 
 

VI. El Congreso del Estado expedirá la ley para hacer efectivo el contenido del presente 
artículo; asimismo, realizará las adecuaciones que correspondan para sancionar penal y 
administrativamente las conductas que impliquen el incumplimiento o la elusión por 
simulación de lo establecido en este artículo. 
 

Como puede advertirse, la Legislatura del Estado de Tamaulipas modificó determinados artículos 
de su Constitución local, para hacerlos acordes al actual contenido de la Constitución Federal. 
 

Los artículos Segundo y Tercero Transitorios del decreto que reformó la Constitución  de Tamaulipas, 
ordenan: 
 

“ARTÍCULO SEGUNDO. Las prevenciones que se aprueban con el presente Decreto deberán 
verse reflejadas en el ejercicio fiscal que iniciará el 1 de enero de 2011. Al efecto, se deberán 
efectuar los ajustes necesarios a la legislación secundaria para garantizar su cumplimiento.” 
 

“ARTÍCULO TERCERO.- En un plazo no mayor a 180 días naturales siguientes a la entrada 
en vigor del presente Decreto, se deberán efectuar las reformas que permitan sancionar 
penal y administrativamente las conductas de los servidores públicos cuya finalidad sea 
eludir lo dispuesto en el presente Decreto.” 
 

En los preceptos transitorios está contenido el imperativo para que en el presupuesto de egresos 
para el ejercicio dos mil once se tome en consideración la reforma constitucional local. 
 

En mi opinión, la ley municipal que se está analizando ya no pudo aplicarse en el presupuesto de 
este año, porque el artículo Segundo Transitorio de la reforma está ordenando que en este 
ejercicio fiscal, que empieza a partir del primero de enero, tienen que tomarse en cuenta las 
previsiones establecidas en el Decreto que reformó la Constitución del Estado. 
 

Esto es, por disposición expresa de una norma de mayor jerarquía, para el nuevo presupuesto 
de egresos debe considerarse el texto de los artículos constitucionales reformados (que difieren, 
desde luego, del criterio “poblacional” establecido en el artículo 30 de la ley municipal); con lo 
que la disposición que aquí se impugna ha dejado de tener vigor.  
 

Existe, así, un marco constitucional Federal y local  diferente al que imperaba en el momento en el 
que se promovió la controversia constitucional que se analiza y que torna improcedente la acción. 
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Efectivamente, como expuse en el punto 1 de la narración de hechos, la reforma que se está 
combatiendo del artículo 30 del Código Municipal, se realizó el diecisiete de enero de dos mil ocho; 
en ella se estableció un criterio poblacional para la determinación de salarios de los funcionarios 
municipales, en función de cómo estaba regulado ese aspecto, tanto en la Constitución Federal, 
como en la local.  
 

Es decir, la norma municipal surge antes de la reforma constitucional federal de veinticuatro de 
agosto de dos mil nueve.  
 

En el proyecto presentado a este Alto Tribunal se analiza el artículo 30 de la ley municipal 
impugnada, a la luz de lo dispuesto en una norma constitucional cuya vigencia es posterior. 
 

Este Tribunal Pleno, en sesión de diez de marzo de dos mil nueve, al resolver el Recurso de 
Reclamación 2/2009, estableció que no existe la posibilidad de plantear la contradicción de las 
leyes anteriores a una reforma constitucional, por su contravención al nuevo. Dentro de las 
consideraciones que sustentan el fallo, se expusieron las siguientes: 
 

“La actividad del Congreso local es lo que los accionantes quieren que se juzgue para 
obtener una declaración de invalidez de las normas que deben considerarse tácita o 
expresamente derogadas, al haber sobrevenido una reforma constitucional que las dejó sin 
apoyo en la Norma Fundamental. 
 

Esa apreciación se funda en la circunstancia de que los promotores de la acción de lo que 
en realidad se duelen es de que a la fecha en que presentaron su escrito inicial aún no se 
hayan aprobado o promulgado otras disposiciones que sustituyan a las normas 
impugnadas, y si tildan de inconstitucionales a éstas es  debido a que en su opinión ya no 
armonizan con el Texto constitucional a partir de la reforma o adición. 
 

El pronunciamiento de inconstitucional que se pide, pasa por tanto necesariamente por la 
declaración previa de que el Congreso del Estado de Sinaloa ha incumplido con un deber 
constitucional de ajustar su legislación a la Norma Fundamental, ya que no se solicita que 
los preceptos reclamados sean contrastados con el texto de ésta que se encontraba 
vigente cuando se emitieron los mismos, sino con la ley que hoy rige. 
 

En otras palabras, lo que se pide a este Alto Tribunal es que proceda a analizar si tales 
disposiciones riñen o no con el texto presente de la Norma Fundamental, y que la decisión 
en caso de ser favorable al punto de vista de la promotora de la acción, expulse del orden 
jurídico a tales preceptos, no por su oposición con el contenido de la Constitución Federal 
en vigor en la época en que fueron aprobadas y promulgadas, sino porque ha sobrevenido 
su contradicción con ella a partir de que fue reformada y adicionada. 
 

De aceptar esta forma de interpretar la procedencia del medio de control constitucional en 
estudio, se inauguraría un nuevo modelo de enjuiciamiento de las leyes a través del ejercicio 
de la acción de inconstitucionalidad, ya que hasta ahora se ha admitido que su impugnación 
sólo pueda cometerse por su posible contradicción con la Constitución Federal, cuando los 
órganos que intervinieron en el correspondiente proceso legislativo, presuntamente 
incurrieron en incongruencias con esta última; en cambio, lo que ahora se plantea es la 
proposición opuesta; es decir, que la Norma Fundamental es la que coloca a la legislación 
secundaria en condiciones de incompatibilidad con ella misma, lo cual equivale a atribuir al 
Poder Reformador de la Constitución, que él es quien produce la invalidez en abstracto de la 
aprobación y promulgación de las leyes secundarias, conclusión que, desde luego, es 
inaceptable, porque en todo caso lo que el Constituyente Permanente propicia es que no se 
apliquen tales leyes disconformes con las reformas y adiciones a la Constitución, pero nunca 
su invalidez general desvinculada de un acto concreto de aplicación. 
 

En efecto, cuando se somete a una norma general al análisis abstracto de su regularidad 
constitucional, vía acción de inconstitucionalidad, se examina si el producto elaborado por los 
órganos que la aprobaron y promulgaron, se ajustó o no al Texto constitucional. Para ese 
propósito se brinda a los sujetos legitimados la oportunidad de accionar sin necesidad de 
existir un acto de concreción de la norma controvertida, ya que el análisis que se emprenda 
debe ser desprovisto de toda vinculación de la forma como se aplica la misma, esto quiere 
decir, que el examen jurídico que realiza este Alto Tribunal solamente comprende el resultado 
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del proceso legislativo y que el acto en que en su caso llegue a invalidarse, es precisamente el 
producto de los órganos que intervinieron en la aprobación y promulgación de la norma con 
el objeto de remediar su incongruencia con el Texto constitucional o con la interpretación de 
la Ley Suprema. 
 

Estos órganos que intervinieron en la aprobación y promulgación, son quienes tienen la 
oportunidad de aportar a este Alto Tribunal el informe relativo para que, si así lo 
consideran pertinente, puedan defender su actuación, pues es obvio que merecen tener la 
oportunidad de hacerlo en la medida en que la materia de enjuiciamiento en la acción de 
inconstitucionalidad es justamente el ejercicio de su función en la parte relativa; sin 
embargo, bajo el enfoque que pretenden tanto el órgano que aprobó como el que 
promulgó las normas controvertidas, se vería privado de toda oportunidad de defender su 
actuación, ya que si lo que se les cuestiona es el desapego a las disposiciones de rango 
constitucional cuyo texto era inexistente cuando se desarrolló el proceso legislativo en el 
que intervinieron, se les estaría exigiendo fundamentos y motivos del ejercicio de su 
función, imposibles de cumplir pues si dejó de observar algún mandato de la Norma 
constitucional, fue simplemente por la circunstancia de que el mismo ni siquiera existía en 
la época en que fue aprobada y promulgada la norma cuestionada; esto confirma la 
premisa de que en casos como el presente, lo que se cuestiona, ─aquí era también una 
omisión absoluta, y que la postura que sostienen los legisladores recurrentes llegaría al 
extremo de admitir que el Poder Reformador de la Constitución al modificarla genera la 
posibilidad de impugnar todas las normas generales secundarias preexistentes que ya no 
son acordes con aquélla, no solamente por su indebida aplicación, sino también para 
obtener, a través de la acción, la declaración de invalidez con los efectos más generales 
que permite nuestro sistema. Esta postura de los recurrentes significa, además, introducir 
al método de análisis de constitucionalidad de las normas generales un factor ajeno al 
modelo abstracto instituido por las acciones, como sería el relativo a la determinación 
acerca de cuándo operó la conclusión del ámbito temporal de validez de la legislación 
secundaria, aspecto que sería el único determinante para poder emitir la declaración de 
inconstitucionalidad; la declaración, de si una norma general secundaria, ha sido tácita 
expresamente derogada, implica esencialmente el análisis del momento en el que se 
pretende aplicar la misma, de forma tal que el órgano jurisdiccional ha de ponderar el 
grado de vigencia.” 
 

De lo anterior se aprecia que el Pleno ha sostenido expresamente que no se puede plantear la 
inconstitucionalidad de las leyes, cuando el problema es que con el pasar del tiempo ya no están 
conformes con la Constitución, pues su contenido debe analizarse contrastándolo con el texto 
vigente en el momento en que se emitieron aquéllas.   
 

El análisis de inconstitucionalidad “sobrevenida” equivale a obligar a lo imposible al órgano legislativo 
que emitió una ley, pues por lógica está impedido para conocer una  reforma constitucional que aún 
no se expide. 
 

En el caso ocurre exactamente esta situación, pues se pretende contrastar el texto del artículo 
30 de la Ley Orgánica Municipal  de Tamaulipas, con el texto de los diversos preceptos de  la 
Constitución Federal que entraron en vigor con posterioridad a la emisión de dicha norma 
municipal, sin tomar en cuenta, además, que en la fecha en la que se resolvió la presente 
controversia constitucional la Constitución local ya había sido reformada para establecer que 
ningún servidor público podría recibir en el Estado de Tamaulipas remuneraciones mayores a las 
que percibe el Gobernador, y sin considerar tampoco que para el ejercicio fiscal de 2011 ya 
deberían verse reflejadas en el ámbito administrativo estatal dicha restricción, conforme se 
dispuso expresamente en las normas transitorias de la reforma a la Constitución tamaulipeca. 
 

Por tanto, en la especie cobraba aplicación la jurisprudencia 51/2003 del Tribunal Pleno, que se 
transcribe a continuación, y que obliga a examinar las controversias constitucionales conforme la 
situación jurídica imperante al momento en que se resuelven, lo cual en el caso significaba que debía 
atenderse a que en el máximo ordenamiento local se había dispuesto un tope a las remuneraciones 
distinto del que se refería al criterio poblacional que se había cuestionado en la demanda, más aún 
que la norma posterior se contenía en una disposición de mayor jerarquía a la reclamada: 
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“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL ANÁLISIS DE LA VALIDEZ DE LOS ACTOS 
IMPUGNADOS DEBE REALIZARSE CONFORME A LAS CONDICIONES JURÍDICAS 
IMPERANTES AL MOMENTO DE PRODUCIRSE EL FALLO. Si durante la tramitación de una 
controversia constitucional las condiciones jurídicas pertinentes para su resolución 
sufren alguna modificación, el análisis de la validez de los actos y disposiciones 
impugnados deberá realizarse a la luz de esas nuevas condiciones. Lo anterior es así, en 
razón de la naturaleza y características especiales que revisten este tipo de juicios, pues 
en ellos se tutela primordialmente la regularidad constitucional de actos y disposiciones 
generales, antes que el interés particular de quienes fungen como partes; además, las 
sentencias que se dictan no tienen efectos retroactivos, salvo en materia penal, conforme 
al artículo 45 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Analizar la validez de los actos o 
disposiciones impugnados con base en legislación superada u obsoleta llevaría al dictado 
de sentencias inconsistentes con la realidad, que podrían representar dificultades para su 
debida cumplimentación, además de que la emisión de un fallo en estas condiciones 
conduciría, en la generalidad de los casos, a que la parte actora, de insistir en la invalidez 
del acto impugnado, tuviera que promover un nuevo juicio en contra del mismo acto para 
que éste se juzgara conforme al nuevo contexto normativo, lo cual, además de ser 
contrario al principio de economía procesal, sólo llevaría a un juicio improcedente por 
extemporaneidad, lo que generaría un estado de indefensión en su perjuicio y atentaría 
contra el bien jurídico tutelado en estos juicios.” 
 

Novena Época, Pleno, jurisprudencia, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
tomo XVIII, septiembre de 2003, página 1056. 
 

Es por ello que me aparto del criterio de la mayoría y considero que en el caso debió declararse  
que sobrevino la improcedencia de la controversia constitucional por cesación de efectos de la 
norma reclamada, por las razones que expuse en párrafos anteriores, aunque obligada por el 
voto de la mayoría, me pronuncié en cuanto al fondo de la cuestión planteada en el sentido de 
que las legislaturas locales no tenían competencia para establecer las políticas salariales, 
consistentes en los topes a las remuneraciones de los integrantes de los Ayuntamientos. 
 

MINISTRA.- MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.- Rúbrica. 
GOB/AVA 
 
 

TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO 
DISTRITO 30 

 

E D I C T O 
 

HÉCTOR FORTUNA RAMOS 
 

---- En cumplimiento al acuerdo dictado en la audiencia celebrada el dos de febrero del año dos mil 
once, dentro de los autos del juicio agrario 727/2009, promovido por MERCEDES GUADALUPE 
HEREDIA RAMÍREZ, contra JUAN PAULO BARRERA GUERRERO y otros, y éste último a su vez en 
vía reconvencional reclama de la actora y de HÉCTOR FORTUNA RAMOS, de quien se desconoce su 
domicilio, la prescripción positiva sobre la parcelas 47 del ejido “ALIANZA DE CABALLEROS”, 
municipio de Victoria, Tamaulipas; por tanto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 173 de la 
Ley Agraria, se le notifica y emplaza por medio de edictos a HÉCTOR FORTUNA RAMOS, los que 
se publicarán por dos veces dentro de un plazo de diez días, en uno de los diarios de mayor 
circulación del municipio de Victoria, Tamaulipas, y en el Periódico Oficial del Estado de 
Tamaulipas, a cargo del demandado reconviniente JUAN PAULO BARRERA GUERRERO; así 
como en los estrados de éste Órgano Jurisdiccional y en la Oficina de la Presidencia Municipal 
de este municipio, para que asista a la audiencia que tendrá verificativo,a LAS DIEZ HORAS DE DÍA 
CINCO DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL ONCE, en el local de este Tribunal, sito en el 13 Guerrero y 
Bravo número 374 zona Centro de Ciudad Victoria, Tamaulipas; advirtiéndole, que la audiencia se 
desarrollará conforme a lo establecido en el artículo 185 de la Ley Agraria, haciéndole de su 
conocimiento que las copias de traslado de la demanda reconvencional y anexos, se encuentran a su 
disposición en la Secretaría de Acuerdos de este Órgano Jurisdiccional Agrario. Asimismo, deberá 
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señalar domicilio en esta Ciudad, para oír y recibir notificaciones; apercibido que de ser omiso, las 
subsecuentes, aún las de carácter personal, se le harán en los estrados de este Tribunal, conforme al 
dispositivo legal invocado; haciéndole de su conocimiento, que la actora y demandado, cuentan con 
asesoramiento, por lo que en caso de requerir de los servicios de un asesor legal, se le sugiere 
solicitarlo ante la Delegación de la Procuraduría Agraria en el Estado, con domicilio oficial en 19 
Democracia Número 302, de esta Ciudad, para estar en igualdad de circunstancias legales. 

 
Cd. Victoria, Tamaulipas, a 2 de Febrero del 2011.- ATENTAMENTE.- EL SECRETARIO DE 
ACUERDOS.- LIC. FRANCISCO JAVIER PÉREZ ROSAS.- Rúbrica. (1ª. Publicación) 
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E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Mixto. 

Octavo Distrito Judicial. 

Xicoténcatl, Tam. 

A QUIEN CORRESPONDA: 

La Ciudadana Licenciada Teresa de Jesús Camargo 
Sánchez, Juez de Primera Instancia Mixto del Octavo Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha doce de enero del año 
en curso, ordenó radicar el Expediente Número 00002/2011, 
relativo a las Diligencias de Jurisdicción Voluntaria Sobre 
Información Testimonial Ad-Perpetuam, promovido por 
FRANCISCO MARTÍNEZ CASTILLO, a fin de acreditar 
derechos de posesión y adquirir el dominio de un bien 
inmueble rústico con una superficie de 557,77 metros 
cuadrados, mismo que se encuentra ubicado en la colonia San 
Antonio de este municipio de Xicoténcatl, Tamaulipas, con las 
medidas y colindancias siguientes: AL NORTE en 28.70 
metros, con Gabriel Pérez Soto; AL SUR en 20.10 metros, con 
Antonio Verastegui; AL ESTE, en 14.60 metros, con privada y 
AL OESTE, en 24.00 metros, con Lázaro Morales y Gregorio 
Martínez, que se encuentra controlado ante la oficina municipal 
de Catastro bajo la clave catastral 39-01-11-001-025; 
ordenando la publicación del presente edicto por TRES VECES 
consecutivas de diez en diez días, en los Periódicos Oficial del 
Estado y "El Tiempo" que se edita en ciudad Mante, 
Tamaulipas, así como en los estrados de éste Juzgado, 
Tablero de Avisos de la Presidencia Municipal, Oficina Fiscal 
del Estado y Dirección de Seguridad Pública de éste 
Municipio.- Lo anterior para los efectos legales a que haya 
lugar. 

Xicoténcatl, Tam., a 13 de enero de 2011.- El C. secretario 
de Acuerdos de lo Civil, LIC. JOSÉ ALFREDO REYES 
MALDONADO.- Rúbrica. 

542.-Febrero 1, 10 y 22.-3v3. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Mixto. 

Octavo Distrito Judicial. 

Xicoténcatl, Tam. 

A QUIEN CORRESPONDA: 

La Ciudadana Licenciada Teresa de Jesús Camargo 
Sánchez, Juez de Primera Instancia Mixto del Octavo Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha diecinueve de enero del 
año en curso, ordenó radicar el Expediente Número 
00004/2011, relativo a las Diligencias de Jurisdicción 
Voluntaria Sobre Información Testimonial Ad-Perpetuam, 
promovido por GREGORIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ a fin de 
acreditar derechos de posesión y adquirir el dominio de un bien 
inmueble rústico con una superficie de 421.92 metros 
cuadrados, mismo que se encuentra ubicado en la Colonia San 
Antonio de este municipio de Xicoténcatl, Tamaulipas, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NORTE en 29.60 metros 
lineales con GABRIEL PÉREZ SOTO, AL SUR en 29.00 
metros lineales con LÁZARO MORALES SÁNCHEZ, AL ESTE 
en 12.00 metros lineales con FRANCISCO MARTÍNEZ 
CASTILLO, AL OESTE en 16.80 metros lineales con camino a 
CARRERA TORRES, mismo que se encuentra controlado ante 
la Oficina Municipal de Catastro bajo la Clave Catastral No 39-
01-11-001-029, ordenando la publicación del presente edicto 
por TRES VECES consecutivas de diez en diez días, en los 
Periódicos Oficial del Estado y "El Tiempo" que se edita en 
Ciudad Mante, Tamaulipas, así como en los Estrados de éste 
Juzgado, Tablero de Avisos de la Presidencia Municipal, 
Oficina Fiscal del Estado y Dirección de Seguridad Pública, del 
Municipio de Xicoténcatl, Tamaulipas.- Lo anterior para los 
efectos legales a que haya lugar. 

Xicoténcatl, Tam., a 20 de enero de 2011.- El C. secretario 
de Acuerdos de lo Civil, LIC. JOSÉ ALFREDO REYES 
MALDONADO.- Rúbrica. 

543.-Febrero 1, 10 y 22.-3v3. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Mixto. 

Décimo Segundo Distrito Judicial. 

Soto la Marina, Tam. 

Por auto de fecha siete de junio del año dos mil diez, el 
Licenciado Walter de la Garza Hernández, Juez de Primera 
Instancia Mixto del Décimo Segundo Distrito Judicial del 
Estado, con residencia en Soto la Marina, Tamaulipas, ordenó 
la radicación del Expediente Número 30/2010, relativo a las 
Diligencias de Información Testimonial Ad-Perpetuam, 
promovidas por GLORIA URESTI SEGURA, para efecto de 
acreditar la posesión de un inmueble, consistente en predio, 
con superficie de 254-82-85.872 hectáreas, ubicado en este 
municipio de Soto la Marina Tamaulipas, con las siguiente 
medidas y colindancias; AL NORTE, en 1,211.958 metros, con 
Laguna Madre; AL SUR en 1,167.044 metros con excedente el 
Cheroqee, propiedad de Gaudencio García Uresti; AL ESTE en 
3,300.97 metros, con Laguna Madre, y AL OESTE, en 2,112.63 
metros, con Resaca (es decir un almacenamiento de agua). 

Se expide, el presente aviso para su publicación en el 
Periódico Oficial en el Estado, y en uno de los de mayor 
circulación en esta localidad, por TRES VECES consecutivas 
de diez en diez días, igualmente, en la Oficina Fiscal del 
Estado, Juzgado Menor, Presidencia Municipal, todos en este 
lugar, así como también en el propio recinto de este Juzgado, a 
fin de que los que se consideren con derecho, respecto al bien 
inmueble, se presenten a deducirlos si a sus intereses 
conviniere, dentro del término de diez días.- Se expide el 
presente, en el Despacho de este Juzgado a los veintisiete 
días del mes de enero de dos mil once.- DOY FE. 

ATENTAMENTE 

Soto la Marina, Tam., a 27 de enero del 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, del Ramo Civil, LIC. VICTORIA 
GARCÍA RODRÍGUEZ.- Rúbrica. 

544.-Febrero 1, 10 y 22.-3v3. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

El Ciudadano Licenciado Joel Galván Segura, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, en proveído de fecha cuatro de enero del 
dos mil diez, radicó el Expediente Número 70/2011 relativo a 
las Diligencias de Jurisdicción Voluntaria Sobre Información 
Testimonial Ad-Perpetuam promovidas por el C.C. ELSA 
ILIANA RAMÍREZ ELIZONDO Y ELSA ADRIANA GONZÁLEZ 
RAMÍREZ a fin de acreditar la posesión de un bien inmueble 
con superficie de 37-00-00 Hts. (treinta y siete hectáreas) que 
se encuentra ubicado, AL NORTE: en 402.40 metros con ejido 
El Juanillo;  AL SUR: 215.92 metros con ejido El Juanillo, AL 
ORIENTE 923.83 metros con ejido Las Rusias y Evaristo 
Cárdenas; AL PONIENTE; 821.59 metros con ejido Juanillo. 

  Se expide el presente edicto para su publicación por 
TRES VECES de diez en diez días en el Periódico Oficial del 
Estado y en un diario local de mayor circulación así como en la 
Tabla de Avisos en la Oficina Fiscal del Estado, Presidencia 
Municipal y Estrados de este Juzgado convocándose a las 
personas que se consideren con derecho al inmueble para que 
lo ejerciten dentro del, termino de ley.- DOY FE. 
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H. Matamoros, Tamps; a 21 de enero del 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. HUGO FRANCISCO PÉREZ 
MARTÍNEZ.- Rúbrica. 

545.-Febrero 1, 10 y 22.-3v3. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Primer Distrito Judicial. 

Cd. Victoria, Tam. 

Cd. Victoria, Tam., a 27 de enero de 2011. 

 El Ciudadano Licenciado Adrian Alberto Sánchez Salazar, 
Juez Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Primer 
Distrito Judicial en el Estado, con residencia en ciudad Victoria, 
Tamaulipas; mediante proveído de fecha veinticuatro de enero 
del dos mil once, recaído dentro del 00155/2011, relativo a la 
Información Testimonial Ad-Perpetuam para acreditar la 
posesión, promovido por JOSÉ CRESPO CRUZ, se ordeno la 
publicación del presente edicto por TRES VECES consecutivas 
de siete en siete en el Periódico Oficial del Estado y en uno de 
los de mayor circulación en esta ciudad; para acreditar que 
desde el año de 2004, el C. JOSÉ CRESPO CRUZ, ha poseído 
el siguiente bien inmueble urbano ubicado en esta ciudad, el 
cual se ubica en el Boulevard La Paz, esquina con calle 
Epigmenia Galarza Martínez, colonia o Fraccionamiento La 
Paz de esta ciudad, con una superficie de 277.62 m2, con las 
siguientes medidas y colindancias:- AL NORESTE: en 13.52 
metros, con Boulevard La Paz; AL SUR en 11.95 metros, con 
lote 1, AL ESTE: en 18.72 metros con lote 3, y AL OESTE: en 
24.85 metros con calle Epigmenia Galarza Martínez; con la 
Clave Catastral Número 1-01-27-010-001.- Es dado en la 
Secretaria de Acuerdos del Juzgado a los 27/01/2011.- DOY 
FE.  

La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. MAURA EDITH 
SANDOVAL DEL ÁNGEL.- Rúbrica. 

662.-Febrero 8, 15 y 22.-3v3. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez 
Primero de Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha seis de enero de dos mil 
once, dictado dentro del Expediente Número 00530/2010 
relativo al Juicio Hipotecario promovido por SCRAP II S. DE 
R.L.DE C.V. en contra de DAVID RESENDEZ ÁLVAREZ y 
ANA MARÍA DE LA FUENTE DE LA FUENTE ordenó sacar a 
remate en pública subasta y en primera almoneda, el siguiente 
bien inmueble:  

"Vivienda ubicada en la calle Arcángeles numero 8-B, del 
Fraccionamiento "Los Ángeles" edificada sobre el lote 17 de la 
manzana 3, con superficie de terreno de 102.00 m2 con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NORTE, en 6.00 mts 
con calle Arcángeles, AL SUR, en 6.00 mts con lote numero 
23, AL ESTE, en 17.00 mts con lote numero 18, AL OESTE, en 
17.00 mts con lote numero 16.- Y que se encuentra 
debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad en 
el Estado bajo los siguientes datos: Sección I, Número 86393, 
Legajo 1728 de fecha 23 de noviembre de 1995 de este 
municipio de H. Matamoros, Tamaulipas.  

  Se expide el presente edicto para su publicación por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en un diario local de mayor circulación, por medio del cual se 
convoca a los postores y acreedores, a fin de que 

comparezcan a la audiencia de remate que se llevará a cabo 
en el local de este Juzgado a las DOCE HORAS DEL DÍA 
TRES DE MARZO DE DOS MIL ONCE, siendo postura legal 
para esta primera almoneda, la cantidad que cubra las dos 
terceras partes de la suma de $ 140,800.00 (CIENTO 
CUARENTA MIL OCHOCIENTOS PESOS 00/100 M.N.), 
cantidad en que fue valorizado el bien inmueble por el perito de 
la parte demandada nombrado en autos el cual se toma como 
precio para el remate por ser ligeramente el más alto.- DOY 
FE.  

H. Matamoros, Tamps., a 17 de enero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

751.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez 
Primero de Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha seis de enero de dos mil 
once, dictado dentro del Expediente Número 00485/2010 
relativo al Juicio Hipotecario promovido por SCRAP II S. DE 
R.L.DE C. V. en contra de SANTA SANTILLÁN LIMA y NOÉ 
ALMARAZ CRUZ ordenó sacar a remate en pública subasta y 
en primera almoneda, el siguiente bien inmueble:  

 “Vivienda ubicada en la calle Arcángeles numero 13-A, del 
Fraccionamiento "Los Ángeles" edificada sobre el lote 28 de la 
manzana 4, con superficie de terreno de 102.00 m2 con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NORTE, en 6.00 mts 
con lote numero 14, AL SUR, en 6.00 mts con calle 
Arcángeles, AL ESTE, en 17.00 mts con lote numero 27, AL 
OESTE, en 17.00 mts con lote numero 29.- Y que se encuentra 
debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad en 
el Estado bajo los siguientes datos: Sección I, Número 95548, 
Legajo 1911 de fecha 23 de enero de 1996 de este municipio 
de H. Matamoros, Tamaulipas.  

  Se expide el presente edicto para su publicación por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en un diario local de mayor circulación, por medio del cual se 
convoca a los postores y acreedores, a fin de que 
comparezcan a la audiencia de remate que se llevará a cabo 
en el local de este Juzgado a las TRECE HORAS DEL DÍA 
TRES DE MARZO DE DOS MIL ONCE, siendo postura legal 
para esta primera almoneda, la cantidad que cubra las dos 
terceras partes de la suma de $ 140,800.00 (CIENTO 
CUARENTA MIL OCHOCIENTOS PESOS 00/100 M.N.), 
cantidad en que fue valorizado el bien inmueble por el perito de 
la parte demandada nombrado en autos el cual se toma como 
precio para el remate por ser ligeramente el más alto.- DOY 
FE.  

H. Matamoros, Tamps., a 17 de enero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

752.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

SE CONVOCA A POSTORES Y ACREEDORES. 
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El Ciudadano Licenciado Gilberto Barrón Carmona, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado con residencia en la ciudad y puerto de 
Altamira, Tamaulipas, ordeno sacar a remate en pública 
subasta y al mejor postor en primera almoneda el bien 
inmueble embargados en el presente Juicio radicado bajo el 
número de Expediente 162/2010, relativo al Juicio Hipotecario 
promovido por el Licenciado Javier Corona Castillo en su 
carácter de apoderado general para pleitos y cobranzas de 
SCRAP II SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE 
CAPITAL VARIABLE en contra de NORA HILDA CELIS 
AGUILLON Y MARCO ANTONIO MARTÍNEZ VALDEZ 
consistente en:  

Bien inmueble identificado como departamento 3, del 
modulo 14, ubicado en la calle Laguna de Champayan, del 
Fraccionamiento Jardines de Champayan de Altamira, Tamps, 
con una superficie de 61.72 metros cuadrados, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NORESTE.- en 1.55 y 
0.80 metros con área común y 3.575 metros con: 
departamento 5-4; AL SUROESTE.- en 11.60 metros con 
departamento 13-4 y 0.40 y 1.50 metros con área común; AL 
NOROESTE.- en 1.55 y 0.80 metros con área común y 3.575 
metros con departamento 5-4; y AL SURESTE.- en 2.50 y 
3.425 metros con área común que da a la calle Laguna de 
Champayan, mismo que se encuentra inscrito en la Sección I, 
Numero 11640, Legajo 233, de fecha 20 de marzo de 1997, del 
municipio de Altamira, Tamps; del Registro Público de la 
Propiedad y del Comercio en el Estado y con los siguientes 
datos de hipoteca Sección II, Numero 4771, Folio 96 con fecha 
20 de marzo de 1997, en el municipio de Altamira, 
Tamaulipas.- Actualmente identificado como Finca 35159 del 
municipio de Altamira, Tamps., al cual se le asignó un valor 
pericia) de $170,000.00 (CIENTO SETENTA MIL PESOS 
00/100 M.N). 

 Y para su publicación por DOS VECES de siete en siete 
días, en el Periódico Oficial del Estado, en uno de mayor 
circulación, en la zona conurbada de Tampico, Madero, y 
Altamira, Tamaulipas, en la inteligencia de que los edictos que 
se publique en el Periódico Oficial del Estado, y en el periódico 
de mayor circulación deberán ser en días naturales, mediando 
seis días entre la primera y la segunda publicación, 
circunstancia esta que se aplica a todas las publicaciones para 
el conocimiento del público, la subasta en primera almoneda 
tendrá verificativo en el local de este Juzgado a las DOCE 
HORAS DEL DÍA VEINTIOCHO DE MARZO DEL AÑO DOS 
MIL ONCE, sirviendo como postura legal la que cubra las dos 
terceras partes del valor pericial fijado a los inmuebles a 
rematar.- Lo anterior es dado el presente a los 01 de febrero de 
2011.- DOY FE. 

ATENTAMENTE 

El C. Juez Segundo de Primera Instancia de lo Civil, LIC. 
GILBERTO BARRÓN CARMONA.- Rúbrica.- El C. Secretario 
de Acuerdos, LIC. SALOMÓN SAMPABLO MARTÍNEZ.- 
Rúbrica. 

753.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

SE CONVOCA A POSTORES Y ACREEDORES. 

 El Ciudadano Licenciado Gilberto Barrón Carmona, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado con residencia en la ciudad y puerto de 
Altamira, Tamaulipas, ordeno sacar a remate en pública 
subasta y al mejor postor en primera almoneda el bien 

inmueble embargados en el presente juicio radicado bajo el 
número de Expediente 1/2010, relativo al Juicio Hipotecario 
promovido por el Licenciado Javier Corona Castillo en su 
carácter de apoderado general para pleitos y cobranzas de 
SCRAP II SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE 
CAPITAL VARIABLE en contra de ÁNGEL RAMÓN ÁLVAREZ 
AGUILAR consistente en:  

Bien inmueble identificado como departamento 3, numero 
11-3 del modulo 11, manzana 5, ubicado en la calle Laguna de 
la Tortuga del Condominio Las Grullas, del Fraccionamiento 
Habitacional Jardines de Champayan en Altamira, Tamaulipas, 
con una superficie de 53.35 metros cuadrados, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL N.E.- en 8.85 m con 
depto. 12-4 y 1.425 m con área común, AL SO.- en 9.375 m. 
con depto. 11-4 y 0.90m con área común; AL NO.- en 3.00 m. y 
2.85 m con área común que da a la calle Laguna de la Tortuga; 
AL SE.- en 2.85 m. y 3.00 m. con área común; arriba.- Con 
losa de azotea: abajo.- Con depto. 11-1., inscrito en la Sección 
I Numero 9763, Legajo 196, del municipio de Altamira, Tamps, 
de fecha 05 de marzo de 1997, del municipio de Altamira, 
Tamps; del Registro Público de la Propiedad y del Comercio en 
el Estado, actualmente identificado como finca 36652 del 
municipio de Altamira. Tamps, al cual se le asignó un valor 
pericial de $170,000.00 (CIENTO SETENTA MIL PESOS 
00/100 M.N).  

 Y para su publicación por DOS VECES de siete en siete 
días, en el Periódico Oficial del Estado, en uno de mayor 
circulación en la zona conurbada de Tampico, Madero, Y 
Altamira, Tamaulipas, en la inteligencia de que los edictos que 
se publique en el Periódico Oficial del Estado, y en el periódico 
de mayor circulación deberán ser en días naturales, mediando 
seis días entre la primera y la segunda publicación, 
circunstancia esta que se aplica a todas las publicaciones, para 
el conocimiento del público, la subasta en primera almoneda 
tendrá verificativo en el local de este Juzgado a las DOCE 
HORAS DEL DÍA TREINTA Y UNO DE MARZO DE DOS MIL 
ONCE , sirviendo como postura legal la que cubra las dos 
terceras partes del valor pericial fijado a los inmuebles a 
rematar.- Lo anterior es, dado el presente a los 01 de febrero 
de 2011.- DOY FE.- 

ATENTAMENTE 

El C. Juez Segundo de Primera Instancia de lo Civil, LIC. 
GILBERTO BARRÓN CARMONA.- Rúbrica.- El C. Secretario 
de Acuerdos, LIC. SALOMÓN SAMPABLO MARTÍNEZ.- 
Rúbrica. 

754.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Quinto de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El Licenciado José Ramón Uriegas Mendoza, Juez Quinto 
de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito Judicial 
del Estado, con residencia en Altamira Tamaulipas en 
cumplimiento al auto de fecha veinticinco de enero del dos mil 
once, dictado dentro del Expediente Numero 128/10 relativo al 
Juicio Hipotecario promovido por el Licenciado Javier Corona 
Castillo apoderado general para pleitos y cobranzas de SCRAP 
II SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE 
CAPITAL VARIABLE en contra de los C.C. JUAN 
HERNÁNDEZ VELAZCO Y MARÍA GUADALUPE NAVA 
ROSAS, ordeno sacar a la venta en pública subasta y al mejor 
postor el siguientes bien inmueble:  

Departamento 3 de la manzana 12, ubicado en la calle 
Laguna de Miralta con superficie de 53.35 m2, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NE. 2.85 y 3.00 mts con 
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área común, AL SO 3.00 y 2.85 mts con área común que da a 
la calle Laguna de Miralta, AL NO 9.375 mts con departamento 
77-4, y 0.90 mts con área común, AL SE 8.85 mts con 
departamento 78-4 y 1.425 mts con área común, arriba con 
losa de azotea abajo con departamento 77-1, a dicha vivienda 
le corresponde un 1.5625 de indiviso sobre las partes comunes 
del régimen, dicho inmueble se encuentra inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad del Estado bajo el numero de 
Finca 35040, del municipio de Altamira Tamaulipas, valor 
comercial $175,000.00 (CIENTO SETENTA Y CINCO MIL 
PESOS 00/100 M.N.).  

Y para su publicación por medio de edictos por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en otro de mayor circulación de esta ciudad, convocándose a 
postores a la diligencia de remate en primera almoneda que 
tendrá verificativo en el local de este Juzgado a las ONCE 
HORAS CON TREINTA MINUTOS DEL DÍA PRIMERO DE 
MARZO DEL DOS MIL ONCE, siendo postura legal la que 
cubra las dos terceras partes del avaluó o del precio fijado por 
los peritos del inmueble que se saca a remate.- En la 
inteligencia de que las personas que deseen participar en la 
subasta, deberán depositar previamente como garantía en el 
Fondo Auxiliar del Tribunal el 20% (veinte por ciento) del valor 
que sirve de base para el remate, sin cuyo requisito no serán 
admitidos.- Es dado en Altamira Tamaulipas a los veintiocho 
días del mes de enero del dos mil once. 

ATENTAMENTE 

El C. Juez Quinto de Primera Instancia Civil del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, LIC. JOSÉ RAMÓN URIEGAS 
MENDOZA.- Rúbrica.- La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. 
ROSA BADILLO HERNÁNDEZ.- Rúbrica. 

  755.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Quinto de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El Licenciado José Ramón Uriegas Mendoza, Juez Quinto 
de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito Judicial 
del Estado, con residencia en Altamira Tamaulipas en 
cumplimiento al auto de fecha veinticinco de noviembre del dos 
mil diez, dictado dentro del Expediente Numero 115/10 relativo 
al Juicio Hipotecario promovido por el Licenciado Javier 
Corona Castillo apoderado general para pleitos y cobranzas de 
SCRAP II SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE 
CAPITAL VARIABLE en contra de los C.C. PABLO DEL 
ÁNGEL TORRES Y ELSA RODRÍGUEZ ROSES, ordeno sacar 
a la venta en pública subasta y al mejor postor el siguiente bien 
inmueble: 

Departamento 232-A, del modulo 23, ubicado en el lote 17, 
de la manzana 38, calle Avenida Hidalgo, del Condómino 
"Santa Elena", del municipio de Altamira, Tamaulipas, la cual 
consta de sala, comedor, cocina, dos recamaras, baño y patio 
de servicio, con una superficie de 55.00 m2 con las siguientes 
medidas y colindancias: AL NORTE en 3.075, 1.50 y 1.375 
metros, con patio posterior; AL SUR en 2.925 metros, con 
pasillo común, y 1.80 y 1.375 metros., con área común; AL 
ESTE en 0.65 metros., con área común, 8.10 metros con lote 
18.0.65 y 1.15 metros, con patio posterior; AL OESTE en 9.45 
metros., con vivienda 1, 1.10 metros., con pasillo común.- 
arriba, vivienda 4-232 B, abajo, cimentación a dicha vivienda le 
corresponde un (0.83%) de indiviso sobre las partes comunes 
del régimen. inscrito en el Registro Público de la Propiedad del 
Estado bajo el numero de Finca 35901, del municipio de 
Altamira Tamaulipas valor comercial $180,000.00 (CIENTO 
OCHENTA MIL PESOS 00/100 M.N.).  

Y para su publicación por medio de edictos por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en otro de mayor circulación de esta ciudad, convocándose a 
postores a la diligencia de remate en primera almoneda que 
tendrá verificativo en el local de este Juzgado a las DIEZ 
HORAS DEL DÍA VEINTICINCO DE FEBRERO DEL DOS MIL 
ONCE, siendo postura legal la que cubra las dos terceras 
partes del avaluó o del precio fijado por los peritos del 
inmueble que se saca a remate en la inteligencia de que las 
personas que deseen participar en la subasta, deberán 
depositar previamente como garantía en el Fondo Auxiliar del 
Tribunal el 20% (veinte por ciento) del valor que sirve de base 
para el remate, sin cuyo requisito no serán admitidos.- Es dado 
en Altamira Tamaulipas a los veintiocho días del mes de enero 
del dos mil once. 

ATENTAMENTE 

El C. Juez Quinto de Primera Instancia Civil del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, LIC. JOSÉ RAMÓN URIEGAS 
MENDOZA.- Rúbrica.- La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. 
ROSA BADILLO HERNÁNDEZ.- Rúbrica. 

 756.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Quinto de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El Licenciado José Ramón Uriegas Mendoza, Juez Quinto 
de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito Judicial 
del Estado, con residencia en Altamira Tamaulipas en 
cumplimiento al auto de fecha diez de enero del dos mil once, 
dictado dentro del Expediente Numero 127/10 relativo al Juicio 
Hipotecario promovido por el Licenciado Jorge Antonio Pérez 
Sánchez apoderado general para pleitos y cobranzas de 
SCRAP II SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE 
CAPITAL VARIABLE en contra del C. J. JESÚS MORAN 
ZARATE, ordeno sacar a la venta en pública subasta y al mejor 
postor el siguientes bien inmueble:  

Casa numero 545 ubicada en la calle Limite, del Conjunto 
Habitacional Loma Real, de la colonia Luis Echeverría, de 
Tampico, Tamaulipas, con superficie de construcción de 68.00 
metros cuadrados y de terreno 62.575 con las siguientes 
medidas y colindancias: AL NORTE en 4.75 metros con casa 
146; AL SUR en 4.575 metros con calle Limite Norte; AL ESTE 
en 13.65 metros con casa 547 compartiendo con esta la pared 
que los divide; AL OESTE en 13.71 metros con casa 543 muro 
doble de por medio.- Dicho inmueble se encuentra inscrito en 
el Registro Público de la Propiedad del Estado bajo el numero 
de Finca 19870 del municipio de Tampico Tamaulipas, valor 
comercial $280,000.00 (DOSCIENTOS OCHENTA MIL PESOS 
00/100 M.N.).  

Y para su publicación por medio de edictos por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en otro de mayor circulación de esta ciudad, y en la oficina 
fiscal de Tampico Tamaulipas, convocándose a postores a la 
diligencia de remate en primera almoneda que tendrá 
verificativo en el local de este Juzgado a las ONCE HORAS 
CON TREINTA MINUTOS DEL DÍA VEINTICUATRO DE 
FEBRERO DEL DOS MIL ONCE, siendo postura legal la que 
cubra las dos terceras partes del avaluó o del precio fijado por 
los peritos del inmueble que se saca a remate.- en la 
inteligencia de que las personas que deseen participar en la 
subasta, deberán depositar previamente como garantía en el 
Fondo Auxiliar del Tribunal el 20% (veinte por ciento) del valor 
que sirve de base para el remate, sin cuyo no serán admitidos.- 
Es dado en Altamira Tamaulipas a los veintiún días del mes de 
enero del dos mil once. 
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ATENTAMENTE 

El C. Juez Quinto de Primera Instancia Civil del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, LIC. JOSÉ RAMÓN URIEGAS 
MENDOZA.- Rúbrica.- La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. 
ROSA BADILLO HERNÁNDEZ.- Rúbrica. 

  757.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Quinto de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El Licenciado José Ramón Uriegas Mendoza, Juez Quinto 
de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito Judicial 
del Estado, con residencia en Altamira Tamaulipas en 
cumplimiento al auto de fecha dieciocho de enero del dos mil 
once, dictado dentro del Expediente Número 1255/09 relativo 
al Juicio Hipotecario promovido por la C. NORA ELIZABETH 
GARCÍA GARCÉS en contra del CARLOS FERNANDO 
DELGADO PÉREZ, ordeno sacar a la venta en pública subasta 
y al mejor postor el siguientes bien inmueble:  

Inmueble ubicado en calle Libertad numero 207 sur entre 
las calles Francisco I. Madero y Salvador Díaz Mirón de la 
colonia Cascajal del municipio de Tampico Tamaulipas, que se 
identifica como lote numero 25 de la manzana X, con una 
superficie de 371.00 m2, con los siguientes medidas y 
colindancias: AL NORTE en 37.10 m con lote 26, 3 y 4, AL 
SUR en 37.10 m con lote 24, AL ORIENTE en 10.00 m con lote 
5, AL PONIENTE en 10.00 m con calle Libertad, inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad en el Estado, Finca Número 
16152 del municipio de Tampico Tamaulipas, VALOR 
comercial $690,000.00 (SEISCIENTOS NOVENTA MIL 
PESOS 00/1.00 M.N.).  

Y para su publicación por medio de edictos por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en otro de mayor circulación de esta ciudad, así como en la 
oficina fiscal de Tampico Tamaulipas, convocándose a 
postores a la diligencia de remate en tercera almoneda que 
tendrá verificativo en el local de este juzgado a las ONCE 
HORAS DEL DÍA ONCE DE MARZO DEL DOS MIL ONCE, sin 
sujeción a tipo.- en la inteligencia de que las personas que 
deseen participar en la subasta, deberán depositar 
previamente como garantía en el Fondo Auxiliar del Tribunal el 
20% (veinte por ciento) del valor que sirve de base para el 
remate, sin cuyo requisito no serán admitidos.- Es dado en 
Altamira Tamaulipas a los diecinueve días del mes de enero 
del dos mil once. 

ATENTAMENTE 

El C. Juez Quinto de Primera Instancia Civil del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, LIC. JOSÉ RAMÓN URIEGAS 
MENDOZA.- Rúbrica.- La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. 
ROSA BADILLO HERNÁNDEZ.- Rúbrica. 

758.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 
A QUIEN CORRESPONDA: 

El C. Licenciado Toribio Antonio Hernández Ochoa, Juez 
Primero de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado, mediante proveído de fecha (15) quince 
de diciembre del dos mil diez, dictado en el Expediente 
Número 00098/2010 relativo al Juicio Hipotecario promovido 

por los C.C. Licenciados Amado Lince Campos y Marco 
Antonio Roel Martin del Campo, en su carácter de apoderados 
legales de la persona moral denominada CONTROLADORA 
DE CARTERAS MEXICANAS ESPECIALES S. DE R.L. DE 
C.V., y continuado por el C. Licenciado Marco Antonio Roel 
Martin del Campo, apoderado del C. José Martin Goytortua 
García, en contra de los C.C. JESÚS ORTIZ ALARCÓN, 
GUADALUPE MARTÍNEZ GUZMÁN DE ORTIZ Y JESÚS 
ORTIZ MARTÍNEZ,, se ordenó sacar a remate en primera 
almoneda, el siguiente bien inmueble que a continuación se 
describe:  

1.- Inmueble consistente en casa habitación ubicado en 
Andador Moran numero 145, condominio 2, manzana 4; 
vivienda 23, Fraccionamiento Pórticos de Miramar, de Madero 
Tamaulipas, régimen de propiedad: privada en condominio.- 
propietario del inmueble: JESÚS ORTIZ ALARCÓN, 
características urbanas: clasificación de la zona: habitacional 
de interés social; tipo de construcción: casas-habitación de tipo 
interés social de 1 y 2 pisos; índice de saturación en la zona: 
100 %; población: normal; contaminación ambiental: baja sin 
registros; uso del suelo: habitacional; vías de comunicación e 
importancia: calle secundaria de bajo tráfico vehicular, 
servicios públicos y equipamiento urbano: abastecimiento de 
agua potable: mediante tomas domiciliarias; drenaje y 
alcantarillado sanitario, red de electrificación aérea posteria 
concreto arm., alumbrado público con lámparas de yodo y 
sodio, red telefónica aérea con posteria de madera, 
guarniciones y banquetas de concreto hidráulico, calle de 
concreto asfaltico, transporte urbano a 100 m.; escuelas a 500 
m; hospitales o clínicas a mas de 1.5 km., centros comerciales 
y financieros importantes a mas de 1.5 km.- terreno: calles 
transversales y limítrofes: medidas y colindancias: según 
escrituras Planta Baja: AL NORTE: en 8.05 m con P.B. y área 
privat., de casa No. 22. AL SUR en 6.50 m con P.B. de casa 
24, y 1.55 m con área priv., misma casa (patio de servicio); AL 
ESTE: en 1.15 m con área priv., misma casa (patio de servicio) 
y 2.85 m. con limite del condominio; AL OESTE: en 4.00 m con 
área común del régimen (acceso) Planta Alta: AL NORTE: en 
6.50 m con planta alta casa numero 22 y con vacio a área priv., 
de la misma; AL SUR: en 6.50 m con planta alta de la casa 
numero 24; AL ESTE: en 4.00 m con azotea de cocina y vacio 
a área priv., misma casa (jardín); AL OESTE: en 4.00 m con 
vacio a área común al régimen, área total 56.88 m2, inscripción 
en el Registro Público de la Propiedad: Sección I, Número 
117154, Legajo 2344, de fecha 11 de mayo de 1999, 
conclusión sobre el valor comercial $ 202,000.00 
(DOSCIENTOS DOS MIL PESOS 00/100 M.N.).  

Y por el presente que se publicará por DOS VECES de 
siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado y en un 
periódico de los de mayor circulación que se editen en 
Tampico, Tamaulipas, se convocan a postores y acreedores al 
remate de dicho bien, siendo postura legal por la suma que 
cubra las dos terceras partes del valor fijado al mismo que 
sirva de base para el remate, en la inteligencia de que los que 
desean tomar parte en la subasta deberán depositar 
previamente en el Fondo Auxiliar para la Administración, con 
residencia en este Palacio de Justicia, y a disposición de éste 
tribunal el veinte por ciento que sirve de base para el presente 
remate, presentando al efecto el certificado de depósito 
respectivo, sin cuyo requisito no serán admitidos, así como por 
escrito en sobre cerrado la postura legal correspondiente que 
será sobre la base antes dicha, señalándose para tal efecto 
(12:00) DOCE HORAS DEL DÍA (07) SIETE DE MARZO DEL 
DOS MIL ONCE, para que tenga verificativo la diligencia de 
rémate en primera almoneda.  

"CAMBIO EN SERIO. VALE LA PENA EL ESFUERZO" 
Altamira, Tamaulipas, a 01 de febrero del 2011.- La C. 

Secretaria de Acuerdos del Juzgado Primero de Primera 
Instancia de lo Civil del Segundo Distrito Judicial en el Estado, 
LIC. ROSA HILDA BOCK ESPINOZA.- Rúbrica. 

  759.-Febrero 15 y 22.-2v2. 
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E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

A QUIEN CORRESPONDA: 

El C. Licenciado Toribio Antonio Hernández. Ochoa, Juez 
Primero de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado, mediante proveído de fecha (15) Quince 
de diciembre del dos mil diez, dictado en el Expediente 
Número 00415/2010 relativo al Juicio Hipotecario promovido 
por los C.C. Licenciados Amado Lince Campos y Marco 
Antonio Roel Martin del Campo, en su carácter de apoderados 
legales de la persona moral denominada CONTROLADORA 
DE CARTERAS MEXICANAS ESPECIALES S. DE R.L. DE 
C.V., en contra de la C. ALICIA GUADALUPE SALINAS 
SALAS , se ordenó sacar a remate en primera almoneda, el 
siguiente bien inmueble que a continuación se describe:  

1.- Inmueble consistente en casa habitación ubicado en 
calle Callejón de Barriles numero 707, manzana 01, 
condominio 01, vivienda 9, Fraccionamiento Pórticos de 
Miramar, de Madero Tamaulipas, régimen de propiedad: 
privada en condominio.- propietario del inmueble: ALICIA 
GUADALUPE SALINAS SALAS, características urbanas: 
clasificación de la zona: habitacional de interés social; tipo de 
construcción: casas-habitación de tipo interés social de 1 y 2 
pisos; índice de saturación en la zona: 100%; población: 
normal; contaminación ambiental: baja sin registros; uso del 
suelo: habitacional; vías de comunicación e importancia: calle 
Secundaria de bajo tráfico vehicular, servicios públicos y 
equipamiento urbano: abastecimiento de agua potable 
mediante tomas domiciliarias; drenaje y alcantarillado sanitario, 
red de electrificación aérea posteria concreto arm., alumbrado 
público con lámparas de yodo y sodio, red telefónica aérea con 
posteria de madera, guarniciones y banquetas de concreto 
hidráulico, calle de concreto asfaltico, transporte urbano a 100 
m; escuelas a 500 m; hospitales o clínicas a mas de 1.5 km., 
centros comerciales y financieros importantes a mas de 1.5 
km., terreno: calles transversales y limítrofes: medidas y 
colindancias: según escrituras Planta Baja AL NORTE: en 6.50 
m con P.B. de casa numero 10, AL SUR en 6.50 m con P.B. de 
casa 8; AL ESTE en 4.00 m con área común del régimen 
(acceso); AL OESTE: en 4.00 m con área privativa de la misma 
casa (jardín), Planta Alta: AL NORTE: en 6.50 m con planta 
alta casa numero 10; AL SUR: en 6.50 m con planta alta de la 
casa numero 8; AL ESTE: en 4.00 m con área común del 
régimen; AL OESTE: en 4.00 m con vacio a área privativa de 
misma casa (jardín) , área total 54.40 m2, inscripción en el 
Registro Público de la Propiedad: Sección I, Número 22162, 
Legajo 444, de fecha 23 de junio de 1997, conclusión sobre el 
valor comercial $ 172,000.00 (CIENTO SETENTA Y DOS MIL 
PESOS 00/100 M.N.)  

Y por el presente que se publicará por DOS VECES de 
siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado y en un 
periódico de los de mayor circulación que se editen en 
Tampico, Tamaulipas, se convocan a postores y acreedores al 
remate de dicho bien, siendo postura legal por la suma que 
cubra las dos terceras partes del valor fijado al mismo que 
sirva de base para el remate, en la inteligencia de que los que 
desean tomar parte en la subasta deberán depositar 
previamente en el Fondo Auxiliar para la Administración, con 
residencia en este Palacio de Justicia, y a disposición de éste 
tribunal el veinte por ciento que sirve de base para el presente 
remate, presentando al efecto el certificado de depósito 
respectivo, sin cuyo requisito no serán admitidos, así como por 
escrito en sobre cerrado la postura legal correspondiente que 
será sobre la base antes dicha, señalándose para tal efecto 
(12:00) DOCE HORAS DEL DÍA (10) DIEZ DE MARZO DEL 

DOS MIL ONCE, para que tenga verificativo la diligencia de 
remate en primera almoneda.  

"CAMBIO EN SERIO. VALE LA PENA EL ESFUERZO" 
Altamira, Tamaulipas, a 01 de febrero del 2011.- La C. 

Secretaria de Acuerdos del Juzgado Primero de Primera 
Instancia de lo Civil del Segundo Distrito Judicial en el Estado, 
LIC. ROSA HILDA BOCK ESPINOZA.- Rúbrica. 

  760.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

El Ciudadano Licenciado Joel Galván Segura, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha veinticinco de noviembre 
de dos mil diez, dictado dentro del Expediente Número 
01702/2009 relativo al Juicio Hipotecario promovido por 
SCRAP II S. DE R. L. DE C.V., por conducto de su apoderado 
legal el C. Lic. Rubén Leal Guajardo, en contra de ROSALBA 
VÁZQUEZ REBOLLOSO ordenó sacar a remate en pública 
subasta y en primera almoneda, el siguiente bien inmueble:  

"Vivienda ubicada en la calle Viviana López numero 20, del 
Fraccionamiento "Fundadores" edificada sobre el lote 25 de la 
manzana 23, con superficie de terreno de 105.00 m2, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NORTE, en 17.50 mts 
con lote numero 26, AL SUR, en 17.50 mts con lote numero 24, 
AL ORIENTE, en 6.00 mts con numero 43, AL PONIENTE, en 
6.00 mts con calle Viviana López.- El inmueble antes 
identificado se encuentra amparado con título inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad en la Sección I, Numero 
103460, Legajo 2070, de fecha diecinueve de enero de mil 
novecientos noventa y nueve del municipio de H. Matamoros, 
Tamaulipas.  

  Se expide el presente edicto para su publicación por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en un diario local de mayor circulación, por medio del cual se 
convoca a los postores y acreedores, a fin de que 
comparezcan a la audiencia de remate que se llevará a cabo 
en el local de este Juzgado a las DOCE HORAS DEL DÍA 
DIECIOCHO DE MARZO DE DOS MIL ONCE, siendo postura 
legal para esta primera almoneda, la cantidad que cubra las 
dos terceras partes de la suma de $135,000.00 (CIENTO 
TREINTA Y CINCO MIL PESOS 00/100), cantidad en que fue 
valorizado el bien inmueble por el perito en rebeldía nombrado 
en autos el cual se toma como precio para el remate por ser 
ligeramente el más alto.- DOY FE.  

H. Matamoros, Tamps; a 18 de enero de 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. HUGO FRANCISCO PÉREZ 
MARTÍNEZ.- Rúbrica. 

  761.-Febrero 15 y 22.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado Primera de Primera Instancia Civil. 

Décimo Tercer Distrito Judicial. 

Río Bravo, Tam. 

La C. Licenciada Lic. Ana Verónica Reyes Díaz Juez de 
Primera Instancia de lo Civil del Décimo Tercer Distrito Judicial 
en el Estado, por auto de fecha dieciséis de diciembre del dos 
mil diez, dictado dentro del Expediente Número 233/2008, 
relativo al Juicio Ejecutivo Mercantil, promovido por el C. 
Licenciado Pedro Hugo Salinas Bravo en contra de FELIPE 
GARCÍA GARCÍA Y FAUSTINA PIÑA LÓPEZ; se ordena sacar 
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a remate en Primera Publica Almoneda el siguiente bien 
Inmueble consiste en:  

Bien inmueble consistente en: casa-habitación, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NOROESTE en: 19.39 
M.L., con calle Avelino Pérez, AL SURESTE en: 19.36 M.L. 
con Privada Rubén Esqueda, AL SUROESTE en: 19.20 M.L. 
con lote 02 y AL NOROESTE en: 19.67 M.L., con lote 08, con 
una superficie de 376.00 (trescientos setenta y seis metros 
cuadrados), el cual se encuentra Inscrito en el Registro Público 
de la Propiedad en el Estado, la Sección I, Numero 3437, 
Legajo 2-069, de fecha 11 de mayo del 2004, de esta ciudad 
de Río Bravo, Tamaulipas, el cual esta valuado en la cantidad 
de $110,000.00 (CIENTO DIEZ MIL PESOS 00/100 MONEDA 
NACIONAL), subasta que se llevará a cabo a las DIEZ HORAS 
DEL DÍA VEINTIOCHO DE FEBRERO DEL DOS MIL ONCE, 
audiencia de remate que deberá anunciarse mediante edictos 
que se publicará por TRES VECES dentro de nueve días, tanto 
en el Periódico Oficial del Estado, así como en uno de los de 
mayor circulación en esta ciudad y en la puerta de este 
Juzgado y en la Oficina Fiscal de esta localidad, en la 
inteligencia de que para tomar parte en la subasta, deberán los 
postores depositar previamente ante la Oficina Fiscal de esta 
ciudad, el 20 % (veinte por ciento) del valor que sirve de base 
para el remate, debiendo exhibir además el certificado 
respectivo, sin cuyo requisito no serán admitidos. 

Expidiendo el presente edicto para su publicación en el 
Periódico Oficial de Estado y en los diarios de mayor 
circulación en esta ciudad, así como en la tabla avisos de la 
Oficina Fiscal y en los estrados este Juzgado, por medio del 
cual se convoca a postores y acreedores para la primera 
almoneda que tendrá verificativo a las DIEZ HORAS DEL DÍA 
VEINTIOCHO DE FEBRERO DEL DOS MIL ONCE, en el local 
de este Juzgado, después de hecha la última publicación del 
dicto ordenado por tres veces dentro de nueve días.- DOY FE.  

ATENTAMENTE 

Río Bravo, Tam., a 02 de febrero del 2011.- El C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. MANUEL SALDAÑA CASTILLO.- 
Rúbrica. 

811.-Febrero 16, 22 y 24.-2v2. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Mixto. 

Décimo Quinto Distrito Judicial. 

González, Tam. 

El C. Licenciado Raúl Julián Orocio Castro, Juez Mixto de 
Primera Instancia del Decimo Quinto Distrito Judicial del 
Estado, con residencia en González, Tamaulipas, ordeno 
dentro del Expediente Civil Número 246/2003, relativo al Juicio 
Ejecutivo Mercantil, promovido por el C. MARIO GONZÁLEZ 
HERNÁNDEZ en contra del C. EVERARDO CORONADO 
HERNÁNDEZ, sacar a remate la parte proporcional que le 
corresponde al demandado EVERARDO CORONADO 
HERNÁNDEZ, es decir el 50% (cincuenta por ciento) en 
primera almoneda, del siguiente bien inmueble:  

Un lote de terreno y construcción, ubicado en calle Luis 
Henggeler número 203, lote 17 manzana 11, zona 8 de la 
colonia Piloto de Villa Manuel, Tamaulipas; a nombre de: 
Hortencia Lara Ortiz; Características Urbanas: clasificación de 
la zona: habitacional unifamiliar de segundo orden.- Tipo de 
construcción: de mediana y buena calidad; índice de saturación 
en la zona 75%; población: normal; contaminación ambiental: 
nula; uso del suelo: habitacional; vías de acceso e importancia 
de las mismas: calles de segundo orden; servicios públicos y 
equipamiento urbano; abastecimiento de agua potable: 
suministro mediante tomas domiciliarias; drenaje y 
alcantarillado: mediante redes de recolección de aguas 
residuales en sistemas mixtos; red de electrificación con 

suministro a través de: redes aéreas; alumbrado público con 
sistema de cableado aéreo, posteria de concreto, sencilla, 
paramento de vialidades (guarniciones, cordones o machuelos) 
de concreto de sección trapecial, banquetas de concreto 
hidráulico, vialidades: calles;' pavimento de terracería; red 
telefónica aérea; recolección de desechos sólidos (basura); 
vigilancia; transportes urbanos y suburbanos en general, 
centros comerciales importantes del centro, centros financieros 
importantes de la zona centro, parques y jardines y plazas 
cívicas de la colonia, Avaluó del Terreno y Construcción.- 
Terreno.- tramo de calle, calles transversales limítrofes y 
orientación; acera que ve al Noreste entre Roberto Cruz; 
medidas y colindancias: según medidas: AL NE, en 13.36 m., 
con calle Luis Henggeler; AL SE, en 48.53 m. con lote 01; AL 
SO., en 12.36 m., con lotes número 03 y 2.16 m., con lote 02; 
y; AL NO, en 47.16 m., con lote número 16.- Superficie según 
escrituras: 609.00 m2., topografía y configuración: de forma 
regular y plana; características panorámicas: con vista a 
edificaciones de la zona; densidad habitacional: 250 hab./ha.; 
intensidad de construcción: 1; servidumbre y/o restricciones: no 
hay.- Avaluó de Terreno y Construcción.- Descripción general 
del inmueble: Uso actual: casa habitación de un piso consta 
de: Tipo de construcción: tipo 1: sala-comedor, cocina, 2 
recamaras y 1 baño.- Tipo II.- porche y área de servicio.- 
Calidad y clasificación de la construcción: moderna de mediana 
calidad.- número de niveles: uno.- edad aproximada de la 
construcción 5 años.- vida útil remanente: 55 años.- estado de 
conservación: bueno.- calidad de proyecto: bueno.- unidades 
rentables: una sola en su conjunto.- Elementos de la 
Construcción.- Obra negra o gruesa, cimientos: zapatas 
corridas de concreto armado.- estructura: cadenas y castillos 
de concreto armado y muros de carga; muros: de block de 
15"20"40 de concreto; entrepisos: de concreto armando.- 
techos.- azoteas: sin impermeabilizar.- bardas.- Elementos de 
la Construcción.- Revestimientos y acabados interiores: 
Aplanados: de mortero de cemento-arena; plafones: de 
mortero de cemento-arena; lambrines: de azulejo en baños y 
cocina; pisos: de cerámica de 30x30; escaleras: de concreto; 
pintura: vínilica y esmalte de herrería; recubrimientos 
especiales: carpintería.- puertas: de madera de pino tipo 
tambor; guardarropas: de madera de pino: lambrines 
oplafones: pisos.- instalaciones hidráulicas y sanitarios: tubería 
de P.V.C., cobre y de concreto; materiales de red hid. Y 
sanitaria en la red sanitaria; muebles de baño: de tipo 
porcelanizados; muebles de cocina: fregadero y cubierta; 
instalaciones eléctricas: oculto con pliducto; puertas y 
ventanería metálica ventaneria de aluminio y de fierro 
estructural; vidriería: cristal filtrasol de 6.00 mm., de espesor y 
natural; cerrajería del País; fachada: aplanadas y pintadas; 
instalaciones especiales: no hay.- Con un valor de $ 
250,000.00 (DOSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS 00/100 
M.N.).  

  Y mediante el presente edito que se publicara por TRES 
VECES dentro de nueve días, en los Periódicos Oficial del 
Estado y en "El Milenio Diario" que se edita en Tampico, 
Tamaulipas, así como en la puerta de este Juzgado y en la 
tabla de avisos de la oficina fiscal de este lugar.- Mediante el 
cual se convoca a postores y acreedores a la primera 
almoneda, que tendrá verificativo a las DIEZ HORAS DEL DÍA 
TRES DE MARZO DEL AÑO DOS MIL ONCE, siendo postura 
legal la cantidad que cubra las dos terceras parte del valor 
fijado por los peritos.- DOY FE.  

ATENTAMENTE 
SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN. 

El C. Juez Mixto de Primera Instancia del Décimo Quinto 
Distrito Judicial del Estado, LIC. RAÚL JULIÁN OROCIO 
CASTRO.- Rúbrica.- El C. Secretario del Ramo Civil, LIC. 
VÍCTOR BRAVO PÉREZ.- Rúbrica. 

812.-Febrero 16, 22 y 24.-3v2. 
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E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez 
Primero de Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha trece de enero de dos 
mil once, dictado dentro del Expediente Número 00077/2010 
relativo al Juicio Hipotecario promovido por SCRAP II S. DE 
R.L. DE C.V. en contra de ÁNGEL HUGO DE LA CRUZ 
RODRÍGUEZ ordenó sacar a remate en pública subasta y en 
primera almoneda, el siguiente bien inmueble:  

 Vivienda ubicada en la calle Cibeles número 281 del 
Fraccionamiento Villa Madrid de esta ciudad, edificada sobre el 
lote 04 de la manzana 02, con superficie de terreno de 96.00 
m2 y superficie de construcción de 55.00 m2, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NORTE, en 6.00 Mts 
con calle Cibeles, en 6.00 Mts con lote número 25, AL ESTE, 
en 16.00 Mts con lote número 05, AL OESTE, en 16.00 Mts 
con lote número 03.- Y que se encuentra debidamente inscrito 
en el Registro Público de la Propiedad en el Estado bajo los 
siguientes datos: Sección I, Número 123344, Legajo 2467 de 
fecha 23 de junio de 1999 de este municipio de H. Matamoros, 
Tamaulipas. 

Se expide el presente edicto para su publicación por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en un diario local de mayor circulación, por medio del cual se 
convoca a los postores y acreedores, a fin de que 
comparezcan a la audiencia de remate que se llevará a cabo 
en el local de este Juzgado a las DOCE HORAS DEL DÍA 
CUATRO DE MARZO DE DOS MIL ONCE, siendo postura 
legal para esta primera almoneda, la cantidad que cubra las 
dos terceras partes de la suma de $ 199,414.64 (CIENTO 
NOVENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS CATORCE 
PESOS 64/100 M.N.), cantidad en que fue valorizado el bien 
inmueble por el perito de la parte actora nombrado en autos el 
cual se toma como precio para el remate por ser ligeramente el 
más alto.- DOY FE.  

H. Matamoros, Tamps; a 01 de febrero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

862.-Febrero 22 y Marzo 1.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Quinto Distrito Judicial. 

Cd. Reynosa, Tam. 

El Ciudadano Licenciado Raúl Escamilla Villegas, Titular 
del Juzgado Segundo de Primera Instancia de lo Civil del 
Quinto Distrito Judicial del Estado con residencia en la ciudad 
de Reynosa, Tamaulipas, por auto de fecha diecisiete del mes 
de enero del año dos mil once, dictado dentro del Expediente 
Número 00557/2009, relativo al Juicio Hipotecario, promovido 
por el C. Licenciado Amado Lince Campos, apoderado jurídico 
para pleitos y cobranzas de la empresa denominada 
PATRIMONIO SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 
VARIABLE, SOCIEDAD FINANCIERA DE OBJETO 
LIMITADO, en contra de los C.C. ISMAEL CAMACHO BANDA 
Y ANA ISELA CHÁVEZ ANGUIANO, ordenó sacar a remate en 
pública subasta y en primera almoneda, el bien inmueble 
propiedad de los demandados ubicado en calle General 
Rodríguez, número 513, lote 18-G, manzana 51 de la colonia 
Granjas Económicas Reynosa de esta ciudad, con una 
superficie de 147.00 m2, de terreno con construcción y que se 
localiza bajo las siguientes medidas y colindancias: AL NORTE 

en 24.48 M.L., con lote 18 H; AL SUR en 24.30 M.L., con lote 
18 F; AL ORIENTE en 6.00 M.L., con calle General Rodríguez; 
y AL PONIENTE en 6.00 M.L., con lotes 16 y 19.- Dicho 
inmueble se encuentra Inscrito en el Registro Público de la 
Propiedad Inmueble y del Comercio en el Estado y se identifica 
como Finca Número 24733, del municipio de Reynosa, 
Tamaulipas, a nombre de los C.C. ISMAEL CAMACHO 
BANDA Y ANA ISELA CHÁVEZ ANGUIANO; para tal efecto 
publíquense edictos por DOS VECES de siete en siete días en 
el Periódico Oficial del Estado y en uno de los diarios de mayor 
circulación de esta ciudad, convocando a postores a fin de que 
comparezcan ante este Juzgado a la audiencia que se llevará 
a cabo el día DIECISIETE DEL MES DE MARZO DEL 
PRESENTE AÑO A LAS DOCE HORAS, en la inteligencia de 
que los avalúos periciales practicados a dicho bien inmueble se 
fijaron en la cantidad de $192,000.00 (CIENTO NOVENTA Y 
DOS MIL PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), siendo 
postura legal la que cubran las dos terceras partes del precio 
fijado a la finca hipotecada, la cantidad de $128,000.00 
(CIENTO VEINTIOCHO MIL PESOS 00/100 MONEDA 
NACIONAL), en la inteligencia de que, para poder participar 
algún postor al remate en cuestión, éste deberá cubrir en 
términos del artículo 702 fracción IV, y 703 fracción II, del 
Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, el 
veinte por ciento del valor que sirvió de base para el presente 
remate y que resulta ser la cantidad de $25,600.00 
(VEINTICINCO MIL SEISCIENTOS PESOS 00/100 MONEDA 
NACIONAL), en el entendido de que la cantidad ultima citada 
deberá ser depositada ante el Fondo Auxiliar para la 
Administración de Justicia del Poder Judicial, en la inteligencia 
de que dicho remate se llevara a cabo en el local que ocupa 
este Juzgado, el cual se encuentra ubicado en el Boulevard del 
Maestro numero 2265 dos mil doscientos sesenta y cinco de la 
colonia Módulo Dos Mil de esta ciudad de Reynosa, 
Tamaulipas.  

ATENTAMENTE 
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN". 

Cd. Reynosa, Tam., a 9 de febrero del año 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. SIMÓN ALBERTO LÓPEZ 
IBARRA.- Rúbrica. 

863.-Febrero 22 y Marzo 1.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Quinto Distrito Judicial. 

Cd. Reynosa, Tam. 

El Ciudadano Licenciado Raúl Escamilla Villegas, Titular 
del Juzgado Segundo de Primera Instancia de lo Civil del 
Quinto Distrito Judicial del Estado con residencia en la ciudad 
de Reynosa, Tamaulipas, por autos de fechas diecisiete y 
veinte del mes de enero del año dos mil once, dictados dentro 
del Expediente Número 00309/2007, relativo al Juicio 
Hipotecario, promovido por el C. Licenciado Amado Lince 
Campos, apoderado jurídico para pleitos y cobranzas de la 
empresa denominada PATRIMONIO SOCIEDAD ANÓNIMA 
DE CAPITAL VARIABLE, SOCIEDAD FINANCIERA DE 
OBJETO LIMITADO, en contra del C. ÁNGEL BARRIOS 
GARCÉS, ordenó sacar a remate en pública subasta y en 
primera almoneda, el bien inmueble propiedad de los 
demandados ubicado en calle Santander Poniente, número 
103, lote 30, manzana 16 del Fraccionamiento Hacienda Las 
Fuentes II, condominio 21 de esta ciudad, con una superficie 
de 93.56 m2 con construcción de 58.00 m2, y se localiza bajo 
las siguientes medidas y colindancias: AL NORTE en 13.36 
M.L., con lote 29; AL SUR en 13.36 M.L., con lote 31; AL ESTE 
en 7.00 M.L., con lote 28; y AL OESTE en 7.00 M.L., con calle 
Santander Poniente.- Dicho inmueble se encuentra Inscrito en 
el Registro Público de la Propiedad en el Estado con los 
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siguientes datos: Sección I, Número 14588, Legajo 2-292, de 
fecha 02/10/2006, del municipio de Reynosa, Tamaulipas, 
actualmente identificada como Finca Número 86772, de fecha 
24/08/2009, del municipio de Reynosa, Tamaulipas, a nombre 
del C. ÁNGEL BARRIOS GARCÉS; para tal efecto publíquense 
edictos por DOS VECES de siete en siete días en el Periódico 
Oficial del Estado y en uno de los diarios de mayor circulación 
de esta ciudad, convocando a postores a fin de que 
comparezcan ante este Juzgado a la audiencia que se llevará 
a cabo el día DIECISÉIS DEL MES DE MARZO DEL 
PRESENTE AÑO A LAS DOCE HORAS, en la inteligencia de 
que los avalúos periciales practicados a dicho bien inmueble se 
fijaron en la cantidad de $270,000.00 (DOSCIENTOS 
SETENTA MIL PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), siendo 
postura legal la que cubran las dos terceras partes del precio 
fijado a la finca hipotecada, la cantidad de $180,000.00 
(CIENTO OCHENTA MIL PESOS 00/100 MONEDA 
NACIONAL), en la inteligencia de que, para poder participar 
algún postor al remate en cuestión, éste deberá cubrir en 
términos del artículo 702 fracción IV, y 703 fracción II, del 
Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, el 
veinte por ciento del valor que sirvió de base para el presente 
remate y que resulta ser la cantidad de $36,000.00 (TREINTA 
Y SEIS MIL PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), en el 
entendido de que la cantidad ultima citada deberá ser 
depositada ante el Fondo Auxiliar para la Administración de 
Justicia del Poder Judicial, en la inteligencia de que dicho 
remate se llevara a cabo en el local que ocupa este Juzgado, 
el cual se encuentra ubicado en el Boulevard del Maestro 
numero 2265 dos mil doscientos sesenta y cinco de la colonia 
Módulo Dos Mil de esta ciudad de Reynosa, Tamaulipas. 

ATENTAMENTE 
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN". 

Cd. Reynosa, Tam., a 3 de febrero del año 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. SIMÓN ALBERTO LÓPEZ 
IBARRA.- Rúbrica. 

864.-Febrero 22 y Marzo 1.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Quinto Distrito Judicial. 

Cd. Reynosa, Tam. 

El Ciudadano Licenciado Raúl Escamilla Villegas, Titular 
del Juzgado Segundo de Primera Instancia de lo Civil del 
Quinto Distrito Judicial del Estado con residencia en la ciudad 
de Reynosa, Tamaulipas, por auto de fecha dos del mes de 
febrero del año dos mil once, dictado dentro del Expediente 
Número 00644/2007, relativo al Juicio Especial Hipotecario, 
promovido por el C. Licenciado Amado Lince Campos, 
apoderado general para pleitos y cobranzas de la empresa 
PATRIMONIO, S.A. DE C.V., SOCIEDAD FINANCIERA DE 
OBJETO LIMITADO, en contra de los C.C. JOSÉ NOÉ 
GARCÍA GONZÁLEZ y ARACELI GÓMEZ HERNÁNDEZ, 
ordenó sacar a remate en pública, subasta y en primera 
almoneda, el bien inmueble propiedad de los demandados 
identificados como: lote 46, manzana 16, ubicado en la calle 
Privada Toronto, número 308, del Fraccionamiento Hacienda 
Las Fuentes III de esta ciudad, con una superficie de terreno 
62.734 m2, y de construcción una superficie de 91.00 m2, 
teniendo las siguientes medidas y colindancias: AL NORTE en 
6.50 M.L., con Privada Toronto; AL SUR en 6.50 M.L., con lote 
7; AL ESTE en 14.00 M.L., con lote 45; y AL OESTE en 14.00 
M.L., con lote 47.- Dicho inmueble se encontraba Inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad y de Comercio en el Estado 
con los siguientes datos: Sección I, Número 7162, Legajo 2-
144, de fecha 10/05/06, del municipio de Reynosa, 
Tamaulipas; Sección II, Número 8565, Legajo 2-172, de fecha 
10/05/06, del municipio de Reynosa, Tamaulipas, y 

actualmente identificado ante el Instituto Registral y Catastral 
de Tamaulipas como: Finca Número 87155 ubicada en el 
municipio de Reynosa, Tamaulipas de fecha 01/09/09, a 
nombre de los C.C. JOSÉ NOÉ GARCÍA GONZÁLEZ y 
ARACELI GÓMEZ HERNÁNDEZ; para tal efecto publíquense 
edictos por DOS VECES de siete en siete días en el Periódico 
Oficial del Estado y en uno de los diarios de mayor circulación 
de esta ciudad, convocando a postores a fin de que 
comparezcan ante este Juzgado a la audiencia que se llevará 
a cabo el día VEINTINUEVE DEL MES DE MARZO DEL AÑO 
DOS MIL ONCE A LAS DOCE HORAS, en la inteligencia de 
que los avalúos periciales practicados a dicho bien inmueble se 
fijaron en la cantidad de $300,000.00 (TRESCIENTOS MIL 
PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), siendo postura legal la 
que cubran las dos terceras partes del precio fijado a la finca 
hipotecada, la cantidad de $200,000.00 (DOSCIENTOS MIL 
PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL), en la inteligencia de 
que, para poder participar algún postor al remate en cuestión, 
éste deberá cubrir en términos del artículo 702 fracción IV, y 
703 Fracción II, del Código de Procedimientos Civiles vigente 
en el Estado, el veinte por ciento del valor que sirvió de base 
para el presente remate y que resulta ser la cantidad de: 
$40,000.00 (CUARENTA MIL PESOS 00/100 MONEDA 
NACIONAL), en el entendido de que la cantidad ultima citada 
deberá ser depositada ante el Fondo Auxiliar para la 
Administración de Justicia del Poder Judicial, en la inteligencia 
de que dicho remate se llevara a cabo en el local que ocupa 
este Juzgado, el cual se encuentra ubicado en el Boulevard del 
Maestro numero 2265 dos mil doscientos sesenta y cinco de la 
colonia Módulo Dos Mil de esta ciudad de Reynosa, 
Tamaulipas. 

ATENTAMENTE 
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN". 

Cd. Reynosa, Tam., a 08 de febrero del año 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. SIMÓN ALBERTO LÓPEZ 
IBARRA.- Rúbrica. 

865.-Febrero 22 y Marzo 1.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

A QUIEN CORRESPONDA: 

El C. Licenciado Toribio Antonio Hernández Ochoa, Juez 
Primero de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado, mediante proveído de fecha (02) dos de 
febrero del dos mil once, dictado en el Expediente Número 
0099/2010 relativo al Juicio Hipotecario promovido por los C.C. 
Licenciados Amado Lince Campos y Marco Antonio Roel 
Martin del Campo, en su carácter de apoderados legales de la 
persona moral denominada CONTROLADORA DE 
CARTERAS MEXICANAS ESPECIALES S. DE R.L. DE C.V., 
en contra de los C.C. ALEJANDRO JAVIER MACÍAS ARNAIS 
Y MARÍA DEL CARMEN MEJÍA CUELLAR DE MACÍAS, se 
ordenó sacar a remate en primera almoneda, el siguiente bien 
inmueble que a continuación se describe: 

1.- Inmueble consistente en casa habitación ubicado en 
calle Circuito Golfo de México numero 207 Fraccionamiento 
Pórticos de Miramar, manzana 03, condominio 01, vivienda 4, 
de Madero Tamaulipas, régimen de propiedad: privada en 
condominio .- propietario del inmueble: ALEJANDRO JAVIER 
MACÍAS ARNAIS Y MARÍA DEL CARMEN MEJÍA CUELLAR 
DE MAGIAS.- características urbanas: clasificación de la zona: 
habitacional de interés social; tipo de construcción: casas-
habitación de tipo interés social de 1 y 2 pisos; índice de 
saturación en la zona: 100%; población: normal; contaminación 
ambiental: baja sin registros; uso del suelo: habitacional; vías 
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de comunicación e importancia: calle Secundaria de bajo 
tráfico vehicular, servicios públicos y equipamiento urbano: 
abastecimiento de agua potable mediante tomas domiciliarias; 
drenaje y alcantarillado sanitario, red de electrificación aérea 
posteria concreto arm., alumbrado público con lámparas de 
yodo y sodio, red telefónica aérea con posteria de madera, 
guarniciones y banquetas de concreto hidráulico, calle de 
concreto asfaltico, transporte urbano a 100 m.; escuelas a 500 
m; hospitales o clínicas a mas de 1.5 km., centros comerciales 
y financieros importantes a mas de 1.5 km..- terreno: calles 
transversales y limítrofes: medidas y colindancias: según 
escrituras Planta Baja: AL NORTE: en 4.00 m con vacio a área 
común del régimen (acceso); AL SUR: en 4.00 m con área 
privativa misma casa jardín; AL ESTE: en 6.50 m con P.B. de 
cada numero 3; AL OESTE: en 6.50 m con limite de 
condominio, Planta Alta: AL NORTE: en 4.00 m con vacio a 
área común de régimen; AL SUR: en 4.00 m con vacio a área 
privativa de misma casa (jardín); AL ESTE: en 6.50 m con P.B. 
de casa numero 3; AL OESTE: en 6.50 m con limite de 
condominio, inscripción en el registro público de la propiedad: 
Sección I, Número 67814, Legajo 1357, de fecha 16 de junio 
de 1998, conclusión sobre el valor comercial $185,000.00 
(CIENTO OCHENTA Y CINCO MIL PESOS 00/100 M.N.)  

Y por el presente que se publicará por DOS VECES de 
siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado y en un 
periódico de los de mayor circulación que se editen en 
Tampico, Tamaulipas, se convocan a postores y acreedores al 
remate de dicho bien, siendo postura legal por la suma que 
cubra las dos terceras partes del valor fijado al mismo que 
sirva de base para el remate, en la inteligencia de que los que 
desean tomar parte en la subasta deberán depositar 
previamente en el Fondo Auxiliar para la Administración, con 
residencia en este Palacio de Justicia, y a disposición de éste 
tribunal el veinte por ciento que sirve de base para el presente 
remate, presentando al efecto el certificado de depósito 
respectivo, sin cuyo requisito no serán admitidos, así como por 
escrito en sobre cerrado la postura legal correspondiente que 
será sobre la base antes dicha, señalándose para tal efecto 
(12:00) DOCE HORAS DEL DÍA (26) VEINTISÉIS DE ABRIL 
DEL DOS MIL ONCE, para que tenga verificativo la diligencia 
de remate en primera almoneda.  

"CAMBIO EN SERIO. VALE LA PENA EL ESFUERZO" 

Altamira, Tamaulipas, a 04 de febrero del 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos del Juzgado Primero de Primera 
Instancia de lo Civil del Segundo Distrito Judicial en el Estado, 
LIC. ROSA HILDA BOCK ESPINOZA.- Rúbrica. 

866.-Febrero 22 y Marzo 1.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Tercero de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Dora Angélica Salazar Pérez, 
Juez Tercero de Primera Instancia de lo Civil del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, con residencia en Altamira, 
Tamaulipas, dentro del Expediente 00795/2005 relativo al 
Juicio Hipotecario promovido por el Lic. Amado Lince Campos, 
apoderado legal de RESOLUCIÓN GAMMA S. DE R.L. DE 
C.V. y continuado por el Lic. Marco Antonio Roel Martin del 
Campo apoderado de JOSÉ MARTIN GOYTORTUA GARCÍA 
en contra de ARMANDO CASTILLO GONZÁLEZ, ordeno sacar 
a remate en primera almoneda el siguiente inmueble 
hipotecado consistente en:  

Vivienda 16, manzana 3, condominio 10, ubicado en 
Andador Pacifico número 211, del Fraccionamiento Pórticos de 
Miramar del municipio de ciudad Madero, Tamaulipas, con 
superficie de área construida 56.88m2 con las siguientes 

medidas y colindancias: Planta Baja, AL NORTE en 4.00 
metros con área de acceso; AL SUR: en: 1.15 metros con área 
privativa de la misma casa (patio de servicio) y en 2.85 metros 
con área común al régimen; AL ESTE en: 6.50 metros con 
planta baja de casa numero 15 y en 1.55 metros con área 
privativa de la misma casa (patio de servicio); AL OESTE: en 
8.05 metros con área común al régimen, Planta Alta: AL 
NORTE: 4.00m con vacio a área de acceso; AL SUR: en 2.85 
metros con azotea de cocina y en 1.15 metros con vacio a área 
privativa de la misma casa; AL ESTE: en 6.50m con planta alta 
de casa numero 15; AL OESTE: en 6.50m con vacio a área 
común al régimen; el cual se encuentra inscrito en el Registro 
Público de la Propiedad con los siguientes datos de inscripción: 
Sección I, No. 26,156, Legajo 524 de fecha 14 de agosto de 
1997 del municipio de ciudad Madero, Tamaulipas; con un 
valor pericial de $175,000.00 (CIENTO SETENTA Y CINCO 
MIL PESOS 00/100 M. N.), según dictamen que obra en autos. 

  Y para su publicación por DOS VECES de siete en siete 
días naturales en los Periódicos Oficial del Estado y en uno de 
mayor circulación que se edita en esta ciudad, así como en la 
Oficina Fiscal del Estado de ciudad Madero, Tamaulipas, y en 
los estrados de este Juzgado, en solicitud de postores a la 
primera almoneda misma que tendrá verificativo en el local de 
este Juzgado a las (9:00) NUEVE HORAS DEL DÍA 29 DE 
MARZO DEL AÑO DOS MIL ONCE, sirviendo de postura legal, 
la cantidad que cubra las dos terceras partes del valor pericial 
fijado al inmueble que se saca a remate, así mismo se hace la 
aclaración a aquellos que intervengan como postores, deberán 
depositar el 20% (veinte por ciento), del valor de la postura del 
bien inmueble que se saca a remate, a través de certificado de 
depósito expedido por la oficina recaudadora del Fondo 
Auxiliar para la Administración de Justicia en el Estado de esta 
ciudad y exhibiendo postura legal en sobre cerrado.- DOY FE.-  
Se expide el presente edicto el día 2 de febrero del dos mil 
once.  

La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. MA. DEL CARMEN 
VILLAGRÁNA ALMAGUER.- Rúbrica. 

867.-Febrero 22 y Marzo 1.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Quinto Distrito Judicial. 

Cd. Reynosa, Tam. 

Por auto de fecha diecinueve de enero de dos mil once, 
dictado dentro del Expediente Número 668/2008, deducido del 
Juicio Hipotecario, promovido por HIPOTECARIA NACIONAL 
S.A. DE C.V., en contra de ROBERTO BALDERRAMA LARA, 
el Titular de este Juzgado Licenciado Luis Gerardo Uvalle 
Loperena, mandó sacar a remate en primera almoneda y 
subasta pública el bien inmueble hipotecado en el proceso, 
consistente en:  

Lote de terreno identificado como lote número 106, 
manzana 9, ubicada en calle Privada Orlando número oficial; 
203 del Fraccionamiento Hacienda Las Fuentes III, de esta 
ciudad, con una superficie de 91.00 m2 (noventa y un metros 
cuadrados) de terreno y 81.18 m2 (ochenta y un punto 
dieciocho metros cuadrados), de construcción en el existente y 
se localiza bajo las siguientes medidas y colindancias: AL 
NORTE: en 6.50 M.L., con lote 54, AL SUR: en 6.50 M.L., con 
Privada Orlando, AL ESTE: en 14.00 M.L., con lote 105, y AL 
OESTE en: 14.00 M.L., con lote 107, inscrito en el Registro 
Público de la Propiedad del Estado en la Sección I, Número 
22052, Legajo 2-442, del municipio de Reynosa, Tamaulipas, 
de fecha 05/10/2007.  

Por el presente, que se publicará por DOS VECES de siete 
en siete días en el Periódico Oficial del Estado, en uno de 
mayor circulación de la localidad, así como en los Estrados del 
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Juzgado, mediante el cual se convoca a postores para que 
concurran a la diligencia de remate que tendrá verificativo a las 
DIEZ HORAS DEL DÍA VEINTIDÓS DE MARZO DE DOS MIL 
ONCE, en la inteligencia de que el avalúo pericial practicado 
sobre el bien inmueble se fijó en la cantidad de $440,000.00 
(CUATROCIENTOS CUARENTA MIL, 00/100 M.N.) siendo 
postura legadla que cubra las dos terceras partes del precio 
fijado a la finca embargada, 

ATENTAMENTE 
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN." 

Cd. Reynosa, Tam., a 09 de febrero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. ADÁN MÁRQUEZ SEGURA.- 
Rúbrica. 

868.-Febrero 22 y Marzo 1.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez 
Primero de Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha tres de febrero del dos 
mil once, dictado dentro del Expediente Número 01184/2009 
relativo al Juicio Hipotecario promovido por BANCOMER, S. A. 
en contra de MARCOS ENRIQUE CARBAJAL MORENO 
ordenó sacar a remate en pública subasta y en tercer 
almoneda sin sujeción a tipo, el siguiente bien inmueble:  

"Vivienda ubicada en la calle Los Fresnos Número 26 del 
Fraccionamiento " Praderas" edificada sobre el lote 35 de la 
manzana 4, con superficie de terreno de 91.00 m2, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL SURESTE, en 14.00 
mts con lote 34, AL NOROESTE, en 14.00 mts con lote 36, AL 
NORESTE, en 6.50 mts con calle Los Fresnos, AL 
SUROESTE, en 6.50 mts con lote 11.- El inmueble antes 
identificado se encuentra amparado con título inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad en la Sección I, Número 
8824, Legajo 177, de fecha 03 de marzo de 1997 del municipio 
de H. Matamoros, Tamaulipas. 

Se expide el presente edicto para su publicación por DOS 
VECES de siete en siete días en el Periódico Oficial del Estado 
y en un diario local de mayor circulación, por medio del cual se 
convoca a los postores y acreedores, a fin de que 
comparezcan a la audiencia de remate que se llevará a cabo 
en el local de este Juzgado a las TRECE HORAS DEL DÍA 
PRIMERO DE ABRIL DE DOS MIL ONCE, siendo postura 
legal para esta Tercer Almoneda sin sujeción a tipo, la cantidad 
que cubra las dos terceras partes de la suma de $ 225,000.00 
(DOSCIENTOS VEINTICINCO MIL PESOS 00/100 M. N.), con 
rebaja del veinte por ciento, cantidad en que fue valorizado el 
bien inmueble por el perito de la parte actora nombrado en 
autos el cual se toma como precio para el remate ate por ser 
ligeramente el más alto.- DOY FE.  

H. Matamoros, Tamps; a 08 de febrero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

869.-Febrero 22 y Marzo 1.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Familiar. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

El C. Licenciado Everardo Pérez Luna, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Familiar del Cuarto Distrito Judicial del 

Estado, radicó por auto de fecha catorce de diciembre del año 
dos mil diez, el Expediente Número 01502/2010, relativo al 
Juicio Sucesorio Testamentario a bienes de la señora EVA 
AGUADO TREJO, denunciado por el C. GILBERTO 
GONZÁLEZ AGUADO se ordenó dar publicidad a lo anterior, 
por medio de edictos que se publicarán por DOS VECES de 
diez en diez días, convocándose a los acreedores y a las 
personas que se consideren con derecho a la herencia, a fin de 
que se presenten en el juicio a deducirlo dentro, del término de 
quince días, contados a partir la fecha de la última publicación 
del mismo, la cual se hará, tanto en el Periódico Oficial del 
Estado, como en uno de los Periódicos locales de mayor 
circulación en esta ciudad.- DOY FE. 

H. Matamoros, Tam., a 13 de enero de 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos del Juzgado Primero de Primera 
Instancia de lo Familiar, LIC. JOSÉ RUÍZ CASTILLO.- Rúbrica. 

870.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Familiar. 

Tercer Distrito Judicial. 

Nuevo Laredo, Tam. 

A QUIEN CORRESPONDA: 

Por auto de fecha diez de febrero del dos mil once, el C. 
Licenciado Luis Manuel Navarro Cruz, Juez de Primera 
Instancia de lo Familiar del Tercer Distrito Judicial en el Estado, 
dio por radicado el Expediente Número 196/2011, relativo al 
Juicio Sucesorio, Testamentario a bienes de la señora THETIS 
URIBE VELÁZQUEZ, promovido por el C. DOCTOR CARLOS 
MIRANDA URIBE. 

Y por el presente edicto que se publicará por DOS VECES 
de diez en diez días en el Periódico Oficial del Estado y en uno 
de los de mayor circulación en esta ciudad, se convoca a los 
acreedores y demás personas que se consideren con derecho 
a la herencia que no tengan el carácter de presuntos herederos 
para que se presenten a deducir sus derechos dentro del 
término legal. 

Nuevo Laredo, Tamps., a 10 de febrero de 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. AGUSTÍN BOONE GARZA.- 
Rúbrica. 

871.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Civil. 

Décimo Tercer Distrito Judicial. 

Río Bravo, Tam. 

CITANDO A HEREDEROS Y ACREEDORES:  

La C. Licenciada Ana Verónica Reyes Díaz, Juez de 
Primera Instancia de lo Civil del Décimo Tercer Distrito Judicial 
en el Estado, por auto de fecha cinco de enero del dos mil 
once, ordenó la radicación del Expediente Número 06/2011, 
relativo al Juicio Sucesorio Testamentario a bienes de 
CONSUELO SALAISES GARCÍA, promovido por AGUSTÍN 
RUBIO SALAISES. 

Por este edicto que se publicará por DOS VECES, de diez 
en diez días, tanto en el Periódico Oficial del Estado, como en 
uno de los de mayor circulación en esta ciudad, convocando a 
herederos y acreedores a una junta que se verificará dentro de 
los ocho días siguientes contados a partir de la última 
publicación del edicto, que se llevará a cabo en el local de este 
Juzgado con citación del C. Agente del Ministerio Público 
Adscrito. 
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ATENTAMENTE 

Cd. Río Bravo Tam., 11 de enero del 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. MANUEL SALDAÑA CASTILLO.- 
Rúbrica. 

872.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Quinto de Primera Instancia Familiar. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El C. Lic. Isidro Javier Espino Mata, Juez Quinto de 
Primera Instancia del Ramo Familiar del Segundo Distrito 
Judicial del Estado, con residencia en Altamira, Tamaulipas, 
ordenó radicar la Sucesión Testamentaria a bienes de 
AMBROCIO LERMA TREVIÑO y/o AMBROSIO LERMA 
TREVIÑO, quien falleció el día (24) veinticuatro de Mayo del 
año dos mil nueve (2009), en ciudad Tampico, Tamaulipas, 
bajo el Expediente Número 00120/2011, denunciado por la C. 
EUSTOLIA HERNÁNDEZ ESPINO, y ordenó convocar a 
quienes se consideren con derecho a la herencia por medio de 
edictos que se publicarán por (02) DOS VECES de diez en 
diez días en el Periódico Oficial del Estado y en El Sol de 
Tampico, a fin de que comparezcan a deducir sus derechos si 
así conviniere a sus intereses; de igual forma se señalan las 
(13:00) trece horas, para que tenga verificativo la Junta de 
Herederos, la cual se llevará el octavo día hábil de transcurrido 
el término de la última publicación del edicto ordenado, a la 
cual deberán de comparecer los herederos nombrados en el 
testamento, el albacea testamentario si lo hubiere, el Ministerio 
Público, el cónyuge supérstite y los ascendientes o 
descendientes del causante, según lo dispuesto por el artículo 
782 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el 
Estado.- Se expide el presente edicto a los (15) quince días del 
mes de febrero del año (2011) dos mil once.- DOY FE.  

La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. MARÍA MAGDALENA 
ZUMAYA JASSO.- Rúbrica. 

873.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Familiar. 

Primer Distrito Judicial. 

Cd. Victoria, Tam. 

A QUIEN CORRESPONDA: 

La Ciudadana Licenciada Antonia Pérez Anda, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Familiar, del Primer 
Distrito Judicial en el Estado, mediante auto de fecha (09) 
nueve de febrero del presente año, ordenó la radicación del 
Expediente Número 00145/2011, relativo al Juicio Sucesorio 
Testamentario a bienes de JOSÉ ALBERTO GARZA 
CHARRUR, denunciado por MA. CONCEPCIÓN GONZÁLEZ 
FAJARDO. 

Y por el presente edicto que se publicará por DOS VECES 
de diez en diez días en el Periódico Oficial del Estado y en un 
periódico de los de mayor circulación en esta ciudad, se 
convoca a todos los que se consideren con derecho a la 
herencia y en su caso a los acreedores, para que se presenten 
en el Juzgado a deducirlo en el término de quince días 
contados a partir de la última publicación del edicto. 

ATENTAMENTE 
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN". 

Cd. Reynosa, Tam., a 09 de febrero del año 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. ASALIA MARÍA CASTAÑEDA 
MONTELONGO.- Rúbrica. 

874.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Familiar. 

Tercer Distrito Judicial. 

Nuevo Laredo, Tam. 

A QUIEN CORRESPONDA: 

Por auto de fecha veinticuatro de septiembre del dos mil 
diez, el C. Licenciado Luis Manuel Navarro Cruz, Juez de 
Primera Instancia de lo Familiar del Tercer Distrito Judicial en 
el Estado, dio por radicado el Expediente Número 1306/2010, 
relativo al Juicio Sucesorio Testamentario a bienes del señor 
Licenciado BASILIO RAMOS GARZA, promovido por 
ELIZABETH ANGÉLICA RAMOS ZAPATA VIUDA DE 
SANDOVAL. 

Y por el presente edicto que se publicará por DOS VECES 
de diez en diez días en el Periódico Oficial del Estado y en uno 
de los de mayor circulación en esta ciudad, se convoca a los 
acreedores y demás personas que se consideren con derecho 
a la herencia que no tengan el carácter de presuntos herederos 
para que se presenten a deducir sus derechos dentro del 
término legal. 

Nuevo Laredo, Tamps., a 15 de febrero de 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. AGUSTÍN BOONE GARZA.- 
Rúbrica. 

875.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Familiar. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Adriana Báez López Juez 
Segundo de Primera Instancia del Ramo Familiar del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, con residencia en la ciudad y 
puerto de Altamira, Tamaulipas, ordeno mediante acuerdo de 
fecha primero de febrero del año dos mil once, radicar Juicio 
Sucesorio Testamentario a bienes de RAYMUNDO CAMPOS 
MOCTEZUMA, bajo el Número 00111/2011, ordenando 
convocar a presuntos herederos y acreedores por medio de 
edictos, que deberán de publicarse por DOS VECES DE diez 
en diez días en el Periódico Oficial del Estado, y otro en el 
periódico de mayor circulación en la ciudad, a fin de que 
comparezcan a deducir derechos hereditarios los que se 
consideren a ello.- Para lo anterior se expide la presente a los 
tres días del mes de febrero del año dos mil once.- DOY FE.  

ATENTAMENTE 
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN". 

La C. Juez Segundo de Primera Instancia de lo Familiar, 
LIC. ADRIANA BÁEZ LÓPEZ.- Rúbrica.- El C. Secretario de 
Acuerdos, LIC. JOSÉ JIMÉNEZ RÍOS.- Rúbrica. 

876.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 
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E D I C T O 

Juzgado Cuarto de Primera Instancia Familiar. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

SE CONVOCA A PRESUNTOS HEREDEROS Y 
ACREEDORES.: 

 El Ciudadano Licenciado Rubén Galván Cruz, Juez Cuarto 
de Primera Instancia de lo Familiar del Segundo Distrito 
Judicial del Estado, con residencia en Altamira Tamaulipas por 
auto de fecha 10 diez de febrero de 2010 dos mil diez, ordenó 
la radicación del Expediente Número 588/2010, relativo al 
Juicio Sucesorio Testamentario e Intestamentario 
(acumuladas) a bienes de FRANCISCO QUEVEDO LEOS y 
MICAELA QUEVEDO CASTILLO y PEDRO ESCAMILLA 
ZAMUDIO, quienes fallecieron el 16 dieciséis de marzo de 
1998 mil novecientos noventa y ocho, en Tampico, 
Tamaulipas; el 2 dos de marzo de 2005 dos mil cinco en 
Tampico, Tamaulipas y el 10 diez de diciembre de 1998 mil 
novecientos noventa y ocho en ciudad Madero, Tamaulipas, 
respectivamente, denunciado por LETICIA ESCAMILLA 
QUEVEDO Y OTROS.  

 Y por el presente que se publicará por DOS VECES de 
diez en diez días en el Periódico Oficial del Estado y en otro de 
los de mayor circulación de esta ciudad, por cuanto hace a la 
Sucesión Testamentaria a bienes de FRANCISCO QUEVEDO 
LEOS, y por cuanto hace a la Sucesión Legítima a bienes de 
MICAELA QUEVEDO CASTILLO y PEDRO ESCAMILLA 
ZAMUDIO, lo será por una vez, y se convoca a todos los que 
se consideren con derecho a la herencia y a los acreedores en 
su caso para que se presenten a deducirlo en el término de 
quince días contados a partir de la última publicación del 
edicto.- Es dado en Altamira Tamaulipas a 14 de junio de 2010 
dos mil diez.- DOY FE. 

El C. Juez, LIC. RUBÉN GALVÁN CRUZ.- Rúbrica.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. MARÍA ESTELA VALDÉS DEL 
ROSAL.- Rúbrica. 

877.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Civil. 

Décimo Tercer Distrito Judicial. 

Río Bravo, Tam. 

CITANDO A HEREDEROS Y ACREEDORES:  

La C. Licenciada Ana Verónica Reyes Díaz, Juez de 
Primera Instancia de lo Civil del Décimo Tercer Distrito Judicial 
en el Estado, por auto de fecha tres de febrero del dos mil 
once, ordenó la radicación del Expediente Número 85/2011, 
relativo al Juicio Sucesorio Testamentario a bienes de 
NEMECIO LOA ARIZPE, promovido por SILVIA LOA DE 
HOYOS, EDUARDO LOA DE HOYOS Y RAMÓN LOA DE 
HOYOS.  

Por este edicto que se publicará por DOS VECES, de diez 
en diez días, tanto en el Periódico Oficial del Estado como en 
uno de los de mayor circulación en esta ciudad, convocando a 
herederos y acreedores a una junta que se verificará dentro de 
los ocho días siguientes contados a partir de la última 
publicación del edicto, que se llevará a cabo en el local de este 
Juzgado con citación del C. Agente del Ministerio Público 
Adscrito. 

ATENTAMENTE 

Cd. Río Bravo Tam., 14 de febrero del 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. MANUEL SALDAÑA CASTILLO.- 
Rúbrica. 

878.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Familiar. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

El C. Licenciado Everardo Pérez Luna, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Familiar del Cuarto Distrito Judicial del 
Estado, radicó por auto de fecha nueve de diciembre del año 
dos mil diez, el Expediente Número. 01487/2010, relativo al 
Juicio Sucesorio Testamentario a bienes de la señora MARÍA 
IGNACIA. CUELLAR FLORES, denunciado por el C. HÉCTOR 
MÍRELES CUELLAR se ordenó dar publicidad a lo anterior, por 
medio de edictos que se publicarán por DOS VECES de diez 
en diez días, convocándose a los acreedores y a las personas 
que se consideren con derecho a la herencia, a fin de que se 
presenten en el Juicio a deducirlo dentro del término de quince 
días, contados a partir la fecha de la última publicación del 
mismo, la cual se hará, tanto en el Periódico Oficial del Estado, 
como en uno de los periódicos locales de mayor circulación en 
esta ciudad.- DOY FE.  

H. Matamoros, Tam., a 5 de enero de 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos del Juzgado Primero de Primera 
Instancia de lo Familiar, LIC. JOSÉ RUIZ CASTILLO.- Rúbrica. 

879.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Familiar. 

Tercer Distrito Judicial. 

Nuevo Laredo, Tam. 

A QUIEN CORRESPONDA 

Por auto de fecha de ocho de febrero del año dos mil once, 
el C. Licenciado Luis Manuel Navarro Cruz, Juez de Primera 
Instancia de lo Familiar del Tercer Distrito Judicial en el Estado, 
dio por radicado el Expediente Número 185/2011, relativo al 
Doble Juicio Sucesorio Testamentario a bienes de los C.C. 
ESPIRIDION SALAZAR JACINTO e ISAURA GARCÍA 
CARRILLO. 

Y por el presente edicto que se publicará por DOS VECES 
de diez en diez días en el Periódico Oficial del Estado y en uno 
de los de mayor circulación en esta ciudad, se convoca a los 
acreedores y demás personas que se consideren con derecho 
a la herencia que no tengan el carácter de presuntos herederos 
para que se presenten a deducir sus derechos dentro del 
término legal. 

Nuevo Laredo, Tamps., a 10 de febrero del 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. AGUSTÍN BOONE GARZA.- 
Rúbrica. 

880.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Familiar. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Adriana Báez López, Juez 
Segundo de Primera Instancia del Ramo Familiar del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, con residencia en la ciudad y 
puerto de Altamira, Tamaulipas, ordeno mediante acuerdo de 
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fecha tres de febrero de dos mil once, radicar Juicio Sucesorio 
Testamentario a bienes del INGENIERO DANIEL AUGUSTO 
LEYVA JONES, bajo el Número 00124/2011, ordenando 
convocar a presuntos herederos y acreedores por medio de 
edictos, que deberán de publicarse por DOS VECES de diez 
en diez días en el Periódico Oficial del Estado, y otro en el 
periódico de circulación en la ciudad, a fin de que comparezcan 
a deducir derechos hereditarios los que se consideren a ello.- 
Para lo anterior se expide la presente a los ocho días del mes 
de febrero del dos mil once.- DOY FE.  

ATENTAMENTE 
“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN" 

La C. Juez Segundo de Primera Instancia de lo Familiar, 
LIC. ADRIANA BÁEZ LÓPEZ.- Rúbrica.- El C. Secretario de 
Acuerdos, LIC. JOSÉ JIMÉNEZ RÍOS.- Rúbrica. 

881.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Familiar. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Adriana Báez López, Juez 
Segundo de Primera Instancia del Ramo Familiar del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, con residencia en la ciudad y 
puerto de Altamira, Tamaulipas, ordeno mediante acuerdo de 
fecha once de febrero de dos mil once, radicar Juicio Sucesorio 
Testamentario a bienes de HUMBERTO GUTIÉRREZ 
SALDIVAR, Y EMMA CRISTINA HERNÁNDEZ VILLARREAL, 
y denunciado, por los C.C. EMMA CRISTINA GUTIÉRREZ 
HERNÁNDEZ, Y RICARDO GUTIÉRREZ ARAGONÉS, por sus 
propios derechos y además la primera en su carácter de los 
C.C. ARTURO GUTIÉRREZ HERNÁNDEZ, HÉCTOR 
GUTIÉRREZ HERNÁNDEZ, Y HUMBERTO GUTIÉRREZ 
ARAGONÉS, bajo el Número 00164/2011, ordenando 
convocar a presuntos herederos y acreedores por medio de 
edictos, que deberán de publicarse por DOS VECES de diez 
en diez días en Periódico Oficial del Estado, y otro en el 
periódico de mayor circulación en la ciudad, a fin de que 
comparezcan a deducir derechos hereditarios los que se 
consideren a para lo anterior se expide la presente a los quince 
días del mes de febrero del año dos mil once.- DOY FE.  

ATENTAMENTE 
“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN" 

La C. Juez Segundo de Primera Instancia de lo Familiar, 
LIC. ADRIANA BÁEZ LÓPEZ.- Rúbrica.- El C. Secretario de 
Acuerdos, LIC. JOSÉ JIMÉNEZ RÍOS.- Rúbrica. 

882.-Febrero 22 y Marzo 3.-2v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Familiar. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El C. Licenciado José David Hernández Niño, Juez Primero 
de Primera Instancia del Ramo Familiar del Segundo Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha dieciocho de enero de 
dos mil once ordenó la radicación del Expediente Número 
00050/2011, relativo al Juicio Sucesorio Testamentario, a 
bienes de FRANCISCO AVILÉS CASTILLO. 

Y por el presente que se publicara por  DOS VECES 
consecutivas, de diez en diez días, tanto en el Periódico Oficial 
del Estado y en el periódico matutino considerado el de mayor 
circulación de Tampico, Tamaulipas, convocando a presuntos 
herederos y acreedores, a fin de que si conviene a sus 

intereses se apersonen en este Juzgado a deducir los 
derechos hereditarios si los tuvieren dentro del término de 
quince días contados a partir de la última publicación 
ordenada.- Se expide la presente en Altamira, Tam., a los 
veintisiete días del mes de enero de dos mil once.- DOY FE.  

La Secretaria de Acuerdos, LIC. ROXANA IBARRA 
CANUL.- Rúbrica. 

  883.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Mixto. 

Décimo Distrito Judicial. 

Padilla, Tam. 

REPRESENTANTE LEGAL DE LA SUCESIÓN A BIENES  
DE GLORIA ACEVEDO RODRÍGUEZ. 
DOMICILIO IGNORADO 

Por auto de fecha veintiocho de enero del año dos mil 
once, dentro del Expediente Número 007/2007, relativo al 
Juicio Ejecutivo Mercantil, promovido por la Licenciada 
BLANCA MIRNA ÓRNELAS GONZÁLEZ, endosataria en 
procuración de LEOPOLDO MUÑOZ CRUZ, en contra de 
GLORIA ACEVEDO RODRÍGUEZ, el Ciudadano Licenciado 
José Antonio Rodríguez Grajeda, Juez de Primera Instancia 
Mixto, del Décimo Distrito Judicial del Estado, con residencia 
en Padilla, Tamaulipas, ordenó notificar el contenido del auto 
del veintitrés de febrero del año dos mil nueve, mediante el 
cual la parte actora acreditó fehacientemente que la 
demandada referida falleció el catorce de julio del año dos mil 
siete, y en razón a ello, se decretó la interrupción del 
procedimiento por el término de treinta días hábiles posteriores 
a la notificación del citado auto al representante legal de la 
sucesión aludida, en el domicilio particular ubicado en el 18 
Anaya y Olivia Ramírez Número 1126 de la colonia Pedro J. 
Méndez en ciudad Victoria, Tamaulipas, apercibida que en 
caso de no comparecer dentro de dicho término, en el juicio 
que no ocupa, continuará en su rebeldía. 

Y por el presente que se publicará en el Periódico Oficial 
del Estado y en otro de mayor circulación en ciudad Victoria, 
Tamaulipas, por TRES VECES consecutivas, mediante el cual 
se le comunica que deberá comparecer a Juicio ante este 
Juzgado si a su interés conviene dentro del término de treinta 
días posteriores a la fecha de la última publicación. 

Padilla, Tam., a 1 de febrero de 2011.- El Secretario de 
Acuerdos del Área Familiar, LIC. RAMIRO FRANCISCO DEL 
ÁNGEL.- Rúbrica. 

884.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Civil. 

Tercer Distrito Judicial. 

Nuevo Laredo, Tam. 

C. 
JOSÉ LUIS SANTOS IBARRA. 
DOMICILIO DESCONOCIDO. 

Por auto de fecha siete de diciembre del dos mil diez, 
dictado por el ciudadano Licenciado Marcos Reyes Zamora, 
Juez de Primera Instancia de lo Civil del Tercer Distrito Judicial 
del Estado, dentro del Expediente Número 1138/2010, relativo 
al Juicio Hipotecario, promovido por el Licenciado Miguel Erbey 
Delgado Guajardo, apoderado general para pleitos y cobranzas 
de GE CONSUMO MÉXICO, S.A. DE C.V., SOCIEDAD 
FINANCIERA DE OBJETO MÚLTIPLE ENTIDAD NO 
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REGULADA, en contra de usted, se ordenó se le emplazara a 
Juicio. 

Publíquese edicto por TRES VECES consecutivas en los 
estrados de este Juzgado, Periódico Oficial del Estado y en 
uno de los periódicos de mayor circulación en ésta Ciudad 
emplazándose a Juicio a los demandados, haciéndoles saber 
que tienen el término de sesenta días a partir de la última 
publicación para que presenten su contestación, fijándose 
copia del mismo en la Puerta del Juzgado y quedando las 
copias del traslado en la Secretaría del Juzgado. 

Nuevo Laredo Tams., 13 de diciembre del 2010.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. FRANCISCO JAVIER SERNA 
GARZA.- Rúbrica. 

885.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

A LOS C.C. 
ROSA MARÍA GUTIÉRREZ VALLE Y  
JESÚS ESCOBAR RAMÍREZ. 
CUYO DOMICILIO SE IGNORA. 

La C. Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito Judicial del 
Estado, en proveído de fecha seis de noviembre de dos mil 
nueve, radicó el Expediente Número 01327/2009 relativo al 
Juicio Hipotecario promovido por SCRAP II SOCIEDAD DE 
RESPONSABILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE en 
contra de ROSA MARÍA GUTIÉRREZ VALLE y JESÚS 
ESCOBAR RAMÍREZ, y toda vez de que su demandante dice 
ignora su domicilio con fundamento en el artículo 67 fracción 
VI, del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, 
se ordeno emplazarlo por medio de edictos que se publicara 
por TRES VECES consecutivas en el Periódico Oficial del 
Estado y en uno de los diarios de mayor circulación , así como 
en estrados de este Juzgado, por medio del cual se le llama a 
Juicio, a fin de que dentro del término de sesenta días después 
de hecha la última publicación, produzca su contestación de 
demanda quedando en la secretaria del Juzgado a su 
disposición las copias de traslado respectivas y se le previene 
que al ocurrir a Juicio designe abogado y domicilio de este 
para oír y recibir notificaciones, apercibido que en caso de no 
hacerlo las subsecuentes notificaciones de carácter personal 
se le harán en los estrados de este Juzgado.- DOY FE. 

H. Matamoros, Tamps; a 01 de febrero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

 886.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

C. BENJAMÍN DOMÍNGUEZ GONZÁLEZ, OLGA  
LYDIA RODRÍGUEZ TORRES 
CUYO DOMICILIO SE IGNORA. 

El Ciudadano Licenciado Joel Galván Segura, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, en proveído de fecha dieciséis de marzo 
del dos mil diez, radicó el Expediente Número 00603/2010 
relativo al Juicio Hipotecario promovido por Rubén Leal 
Guajardo, en su carácter de apoderado legal para pleitos y 
cobranzas de la persona moral denominada SCRAP II S. DE 

R.L.DE C.V. y toda vez que su demandante dice ignorar su 
domicilio con fundamento en los artículos 1, 2, 4, 5, 22, 40, 52, 
67 fracción IV y 105 del Código de Procedimientos Civiles 
vigente en el Estado, se ordenó notificar al demandado 
BENJAMÍN DOMÍNGUEZ GONZÁLEZ Y OLGA LYDIA 
RODRÍGUEZ TORRES por medio de edictos mediante 
proveído de fecha veintiocho de enero del actual, que se 
publicará por TRES VECES consecutivas en el Periódico 
Oficial del Estado y en un diario de mayor circulación en esta 
ciudad y en los Estrados de este Juzgado, con las copias 
simples de la demanda, documentos y de este proveído para el 
traslado de ley, la cual quedara a su disposición en la 
Secretaría de este Tribunal para que de su contestación dentro 
del término de sesenta días contados a partir de la fecha de la 
última publicación del edicto, apercibiéndosele que deberá 
señalar domicilio en esta ciudad para oír y recibir notificaciones 
y en caso de no hacerla las subsecuentes y aún las personales 
se le harán en los estrados del Juzgado como lo previene el 
artículo 66 de ordenamiento legal antes invocado. 

H. Matamoros, Tamps; a 28 de enero de 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. HUGO FRANCISCO PÉREZ 
MARTÍNEZ.- Rúbrica. 

  887.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Quinto de Primera Instancia Familiar. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El C. Licenciado Isidro Javier Espino Mata, Juez Quinto de 
Primera Instancia de lo Familiar del Segundo Distrito Judicial 
en el Estado con residencia en ciudad Altamira, Tamaulipas.-   
Ordeno, mediante proveído de fecha (24) veinticuatro de enero 
del año dos mil once, dictado dentro del Expediente Número 
00703/2010, relativo al Juicio Ordinario Civil Sobre Divorcio 
Necesario, promovido por la C. LILIANA CORAL RODRÍGUEZ 
PECERO, en contra del C. HÉCTOR GARCÍA ROSAS, se 
ordena emplazar por medio de edictos, que por TRES VECES 
consecutivas deberán publicarse en el Periódico Oficial del 
Estado, en uno de mayor circulación en esta ciudad, así como 
en los estrados del Juzgado, al C. HÉCTOR GARCÍA ROSAS 
haciéndole saber al demandado que se le concede el termino 
de sesenta días hábiles, a partir de la última publicación del 
edicto, para que produzca su contestación a la demanda 
instaurada en su contra, quedando a su disposición en la 
secretaría del Juzgado las copias de traslado respectivas.- Es 
dado el presente a los 03 días del mes de febrero del año dos 
mil once.- DOY FE. 

La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. MARÍA MAGDALENA 
ZUMAYA JASSO.- Rúbrica. 

  888.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado de Primera Instancia Civil. 

Tercer Distrito Judicial. 

Nuevo Laredo, Tam. 

C. MARÍA DEL CARMEN ALDACO VIUDA DE HERNÁNDEZ. 

El Ciudadano Licenciado Marcos Reyes Zamora, Juez de 
Primera Instancia de lo Civil del Tercer Distrito Judicial del 
Estado por auto de fecha uno de noviembre del año dos mil 
diez, radico el Expediente Número 2319/2010, relativo al Juicio 
Ordinario Civil, promovido por el C. QUIRINO CONTRERAS 
REGALADO en contra de MARÍA DEL CARMEN ALDACO 
VIUDA DE HERNÁNDEZ, por auto de fecha catorce (14) de 
enero del presente año, se ordeno se emplazara al demandado 
por medio de la publicación de edictos en el Periódico Oficial 
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del Estado y en un periódico de los de mayor circulación en la 
ciudad por TRES VECES consecutivas y se fijara además en la 
puerta del Juzgado, comunicándosele que deberá presentar su 
contestación dentro del término de sesenta días, a partir de la 
fecha de la última publicación, quedando a su disposición las 
copias de traslado en la Secretaría del Juzgado. 

Nuevo Laredo, Tamaulipas, 17 días de enero del 2010.- El 
C. Secretario de Acuerdos, LIC. FRANCISCO JAVIER SERNA 
GARZA.- Rúbrica. 

  889.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

C.C. JUANA GUZMÁN JUÁREZ 
Y JESÚS TORRES GARCÍA  
PRESENTE. 

El Ciudadano Licenciado Gilberto Barrón Carmona, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil, del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado, con cabecera en Altamira, Tamaulipas, 
hace saber que en el Expediente Número 00013/2011, relativo 
al Juicio Ordinario Civil Sobre Prescripción Positiva, promovido 
por la C. RITA ESTRADA GONZÁLEZ, en contra de JUANA 
GUZMÁN JUÁREZ, JESÚS TORRES GARCÍA, y C. Director 
del Instituto Registral y Catastral en Tampico, Tamaulipas, se 
ordeno notificar a ustedes, los siguientes proveídos: Con esta 
fecha el C. Secretario de Acuerdos da vista al titular del 
Juzgado con la promoción de cuenta.  

Altamira, Tamaulipas, a cinco de enero del año dos mil 
once.- Con la promoción inicial, cuatro anexos y copias simples 
que acompaña. - Téngase por presentada a la ciudadana Rita 
Estrada González, promoviendo Juicio Ordinario Civil Sobre 
Prescripción Positiva, en contra de los ciudadanos JUANA 
GUZMÁN JUÁREZ, JESÚS TORRES ,GARCÍA, y C. Director 
del Instituto Registral y Catastral en Tampico, Tamaulipas, éste 
último con domicilio en calle Agua Dulce 601 local 7, entre las 
calles de Zacamixtle y Ébano de la colonia Petrolera en 
Tampico, Tamaulipas, C.P. 89110, a quienes reclama los 
conceptos que menciona en los incisos a) b) c) y d), de su 
demanda.- Fundándose para ello en los hechos y 
consideraciones legales que estimaron aplicables al caso, se 
admite la promoción en cuanto ha lugar en derecho, désele 
entrada, fórmese expediente y regístrese en el Libro de 
Gobierno respectivo, bajo el Número 00013/2011, con las 
copias simples de la demanda y anexos debidamente selladas 
y rubricadas por la Secretaría del Juzgado, emplácese y 
córrase traslado únicamente al C. Director del Instituto 
Registral y Catastral en Tampico, Tamaulipas, haciéndole 
saber que se le concede el término de diez días para que 
produzca su contestación si para ello tuviere excepciones 
legales que hacer valer.- Y por cuanto a los demandados 
ciudadanos JUANA GUZMÁN JUÁREZ y JESÚS TORRES 
GARCÍA, toda vez que manifiesta desconocer sus domicilio, 
gírese oficio al Instituto Federal Electoral en ciudad Victoria, 
Tamaulipas, para que se sirvan informar sin en sus archivos se 
encuentra registrado el domicilio de dichos demandados.- Se 
tiene como domicilio para oír y recibir notificaciones el ubicado 
en la calle 18 de marzo N° 206, colonia Primero de Mayo entre 
las calles Carranza y Sarabia, en ciudad Madero, Tamaulipas, 
y como abogado patrono a la LIC. NORMA GRIMALDO 
GÓMEZ, y por autorizado para que tenga acceso al expediente 
a los profesionistas que refiere en su escrito.- Notifíquese 
Personalmente.- Así y con apoyo en lo dispuesto por los 
artículos 4º, 30, 52, 462, 463, 466, 467, 468, y demás relativos 
del Código de Procedimientos Civiles en vigor.- Lo acordó y 
firma el Ciudadano Licenciado Gilberto Barrón Carmona, Juez 

Segundo de Primera Instancia de lo Civil, del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado, actuando con el Ciudadano Licenciado 
Salomón Sampablo Martínez, Secretario de Acuerdos que 
autoriza y da fe. Dos Firmas Ilegibles.- Rúbricas.- Si Vale.- Doy 
Fe.- Enseguida se hace la publicación de Ley.- conste.- Con 
esta fecha el c. Secretario de Acuerdos da vista al titular del 
Juzgado con la promoción de cuenta, Altamira, Tamaulipas, a 
veinticinco de enero de dos mil once.- A sus antecedentes el 
escrito de cuenta.- Téngase por presentada a la Ciudadana 
RITA ESTRADA GONZÁLEZ, como lo solicita, y tomando en 
consideración que no fue posible localizar el domicilio de la 
parte demandada como se desprende de actuaciones, en tal 
virtud, procédase a emplazar a la parte demandada por medio 
de edictos que deberán publicarse por TRES VECES 
consecutivas en el Periódico Oficial del Estado, en un periódico 
de mayor circulación de la localidad, y en los Estrados de éste 
Juzgado, haciéndole saber que se le concede el término de 60 
sesenta días hábiles para que produzca su contestación en 
relación a la demanda ejercitada en su contra, quedando a su 
disposición en la Secretaría de este Juzgado las copias 
simples de la demanda con sus anexos. - En la inteligencia que 
sí el Titular de este Juzgado por cualquier medio tuviere 
conocimiento del domicilio del demandado o apareciese que 
maliciosamente se dijo ignorarlo, el emplazamiento se tendrá 
por no hecho y se mandará practicar en el domicilio ya 
conocido.- Se le previene al demandado para que al momento 
de producir su contestación deberá designar domicilio para oír 
y recibir notificaciones en esta ciudad, con apercibimiento que 
de no hacerlo las subsecuentes notificaciones aún las de 
carácter personal se le harán por medio de cédula que se fije 
en los Estrados del Juzgado.- Notifíquese.- Así con apoyo en 
los artículos 4º, 67 Fracción VI, del Código de Procedimientos 
Civiles en vigor.- Lo acordó y firma el Ciudadano Licenciado 
Gilberto Barrón Carmona, Juez Segundo de Primera Instancia 
de lo Civil del Segundo Distrito Judicial en el Estado, quien 
actúa con el Secretario de Acuerdos Licenciado Salomón 
Sampablo Martínez, que autoriza y da fe.- Dos Firmas 
Ilegibles.- Rubricas.- Si Vale Doy Fe.- Enseguida se hace la 
publicación de ley.- Conste.   

Es dado el presente edicto en el despacho del Juzgado 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil en Altamira, 
Tamaulipas, a los tres días del mes de febrero del año dos mil 
once.- DOY FE.  

El C. Juez Segundo de Primer Instancia de lo Civil del 
Segundo Distrito Judicial en el Estado, LIC. GILBERTO 
BARRON CARMONA.- Rúbrica.- El C. Secretaria de Acuerdos, 
LIC. SALOMÓN SAMPABLO MARTÍNEZ.- Rúbrica. 

890.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Familiar. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

C. MA. DE JESÚS HERNÁNDEZ CHAIRES. 
CUYO DOMICILIO SE IGNORA 

El Ciudadano Licenciado Armando Saldaña Badillo, Juez 
Segundo de Rivera Instancia de lo Familiar del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado de Tamaulipas, con residencia en esta 
Ciudad, por auto de fecha veintiséis de abril de dos mil diez, se 
radicó en este Juzgado el Expediente Número 188/2010, 
relativo al Juicio Ordinario Civil Sobre Divorcio Necesario 
promovido por JUAN OSCAR BERMÚDEZ MATA, en contra de 
MA. DE JESÚS HERNÁNDEZ CHAIRES, por las causales 
previstas en las fracciones VII y XI del artículo 249 del Código 
Civil vigente en el Estado, como se expone en el escrito inicial 
de demanda de fecha veintidós de febrero de dos mil diez y 
toda vez de que se ignora el domicilio de usted, se ordeno por 
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auto de fecha diez de noviembre de dos mil diez, emplazarlo 
por medio de edicto que se publicará en el Periódico Oficial del 
Estado y en un diario de los mayor circulación que se edite en 
esta ciudad, por TRES VECES consecutivas y se fijara además 
en los Estrados del Juzgado, comunicándole al demandado 
que deberá presentar su contestación dentro del término de 
sesenta días, contados a partir de la fecha de la última 
publicación del edicto de referencia; previniéndosele así mismo 
para que señale domicilio en esta ciudad para oír y recibir 
notificaciones, con el apercibimiento de que en caso de que no 
lo haga las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter 
personal, se le harán por medio de cédula como lo previene la 
Ley, quedando a su disposición en la Secretaría del Juzgado 
las copias del traslado respectivo.  

H. Matamoros, Tam., 17 de noviembre de 2010.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. MIGUEL ÁNGEL BENITO AYALA 
SOLORIO.- Rúbrica.  

 891.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

AL C. 
CYNTHIA PATRICIA GONZÁLEZ GUZMÁN. 
CUYO DOMICILIO SE IGNORA. 

La C. Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito Judicial del 
Estado, en proveído de fecha tres de febrero del dos mil once, 
radicó el Expediente Número 1844/2010 relativo al Juicio 
Hipotecario promovido por METROFINANCIERA, S. A. DE 
C.V., en contra de CYNTHIA PATRICIA GONZÁLEZ GUZMÁN, 
y toda vez de que su demandante dice ignora su domicilio con 
fundamento en el artículo 67 fracción VI, del Código del 
Procedimientos Civiles vigente en el Estado, se ordeno 
emplazarlo por medio de edictos que se publicara por TRES 
VECES consecutivas en el Periódico Oficial del Estado y en 
uno de los diarios de mayor circulación así como en estrados 
de este Juzgado, por medio del cual se le llama a Juicio, a fin 
de que dentro del término de sesenta días después de hecha 
la última publicación, produzca su contestación de demanda 
quedando en la Secretaria del Juzgado a su disposición las 
copias de traslado respectivas y se le previene que al ocurrir a 
Juicio designe abogado y domicilio de este para oír y recibir 
notificaciones, apercibido que en caso de no hacerlo las 
subsecuentes notificaciones de carácter personal se le harán 
en los estrados de este Juzgado.- DOY FE.  

 H. Matamoros, Tam., a 08 de febrero de 2011.- LA C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

   892.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

C. JESÚS VITE HERNÁNDEZ  
DOMICILIO: DESCONOCIDO.  
PRESENTE 

El C. Licenciado José David Hernández Niño, Juez Primero 
de Primera Instancia del Ramo Familiar del Segundo Distrito 
Judicial del Estado, por auto de fecha seis de julio de dos mil 
diez ordenó la radicación del Expediente Número 00650/2010, 
relativo al Juicio Ordinario Civil Sobre Divorcio Necesario, 

promovido por la C. SUSANA ESPERANZA ROBLEDO 
PRIOR, en contra de usted, ordenándose emplazar a JESÚS 
VITE HERNÁNDEZ, por medio de edictos, que deberán de 
publicarse por TRES VECES consecutivas, tanto en el 
Periódico Oficial del Estado y en el periódico de mayor 
circulación matutino de la ciudad de Tampico, Tamaulipas, así 
como en los estrados de este Juzgado, a fin de que dentro del 
término de sesenta días contados a partir de la última 
publicación, ordenada, se apersone a este Juzgado a producir 
su contestación, si para ello tuviere, excepciones legales que 
hacer valer en contra la misma.- Para lo anterior se expide el 
presente a los diez días del mes de febrero de dos mil once.- 
DOY FE.  

La Secretaria de Acuerdos, LIC. ROXANA IBARRA 
CANUL.- Rúbrica. 

  893.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

AL C. 
PETRA CANTÚ GARZA. 
CUYO DOMICILIO SE IGNORA. 

La C. Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito Judicial del 
Estado, en proveído de fecha veintiuno de mayo de dos mil 
diez, radicó el Expediente Número 01226/2010 relativo al 
Juicio Ordinario Civil promovido por CONSORCIO 
INMOBILIARIO DEL NORESTE, S.A. DE C.V. en contra de 
PETRA CANTÚ GARZA, GUILLERMO PÉREZ NAVARRO, 
GERARDO PÉREZ NAVARRO, DIRECTOR DEL REGISTRO 
PUBLICO DE LA PROPIEDAD EN EL ESTADO Y AL 
DIRECTOR DE ASUNTOS NOTARIALES EN EL ESTADO, y 
toda vez de que su demandante dice ignora su domicilio con 
fundamento en el artículo 67 fracción VI, del Código de 
Procedimientos Civiles vigente en el Estado, se ordeno 
emplazarlo por medio de edictos que se publicara por TRES 
VECES consecutivas en el Periódico Oficial del Estado y en 
uno de los diarios de mayor circulación , así como en estrados 
de este Juzgado, por medio del cual se le llama a Juicio, a fin 
de que dentro del término de sesenta días después de hecha 
la última publicación, produzca su contestación de demanda 
quedando en la Secretaria del Juzgado a su disposición las 
copias de traslado respectivas y se le previene que al ocurrir a 
Juicio designe abogado y domicilio de este para oír y recibir 
notificaciones, apercibido que en caso de no hacerlo las 
subsecuentes notificaciones de carácter personal se le harán 
en los estrados de este Juzgado.- DOY FE.  

H. Matamoros, Tam., a 1 de febrero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

  894.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Cuarto de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El Licenciado Luis Felipe Pérez Domínguez, Juez Cuarto 
de Primera Instancia del Ramo Civil del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado, con residencia en Altamira, Tamaulipas, 
en cumplimiento al auto de fecha (11) once de enero de dos 
mil once, dictado en el Expediente 01127/2010, relativo al 
Juicio Ordinario Civil, promovido por Elsa Castillo Ramos, 
apoderada de ISAI CASTILLO RAMOS, en contra de JUANA 
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MARGARITA MURILLO PÉREZ, procede a llevar a cabo el 
emplazamiento a la parte demandada, de acuerdo al siguiente 
auto:  

En Altamira, Tamaulipas, a (24) veinticuatro de septiembre 
de dos mil diez (2010).-Téngase por presentada a la C. ELSA 
CASTILLO RAMOS, con su escrito de cuenta, documentos y 
copias simples que acompaña, demandando en la Vía 
Ordinaria Civil la acción reivindicatoria a la C. JUANA 
MARGARITA MURILLO PÉREZ, con domicilio en calle 
GENOVEVO RIVAS GUILLEN, entre Ocotlán y Penjamo, 
numero 1808, norte, de la colonia Miguel Hidalgo, en ciudad 
Madero, Tamaulipas, C.P. 89570, de quien reclama las 
prestaciones marcadas en los incisos a), b), c), d), 
respectivamente, fundándose para ello en los hechos y 
fundamentos legales que invoca.- Fundándose para ello en los 
hechos y consideraciones legales que invoca.- Se admite la 
demanda en cuanto a derecho proceda.- Fórmese expediente 
y regístrese en el Libro de Gobierno respectivo.- Se previene a 
la parte demandada, para que al momento de contestar la 
demanda: señale domicilio dentro de este distrito judicial para 
oír y recibir notificaciones, constante de nombre oficial de la 
calle, las calles entre las que se ubica el domicilio, la 
numeración oficial que le corresponde, la zona, colonia o 
fraccionamiento, así como el código postal, de conformidad 
con las asignaciones del Servicio postal mexicano; 
apercibiéndosele que ya sea que incumpla, que el domicilio no 
exista o este desocupado, las subsecuentes notificaciones aún 
las de carácter personal, se le harán por medio de cédula que 
se fije en los estrados de este Juzgado, en caso de negativa 
para recibir las notificaciones (considerándose como negativa, 
que el domicilio señalado se encuentre cerrado, y así lo haga 
constar el actuario o a quien se hubiese instruido para realizar 
la notificación, cuando menos en dos ocasiones en que se 
presente al domicilio señalado), se dejará o fijara la cédula 
respectiva, en el propio domicilio.- El anterior apercibimiento 
aplicará para cualquiera de las partes que intervienen en el 
procedimiento que nos ocupa artículo 66 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Tamaulipas).- Con 
las copias simples de la demanda, documentos exhibidos y 
copias simples debidamente requisitadas por la Secretaría del 
Juzgado, córrase traslado y emplácese a la parte demandada 
en su domicilio señalado, haciéndosele saber que se le 
concede el término de (10) días para que produzca su 
contestación si tuviere excepciones legales que hacer valer.- 
Se tiene como abogado asesor al Lic. Carlos Enrique 
Hernández Correa.- Y por señalado domicilio para oír y recibir 
notificaciones el que indica.- Y en cuanto a las personas que 
menciona se le dice que no ha lugar, toda vez que no cumplen 
con lo establecido por el artículo 52 del Código de 
Procedimientos Civiles en el Estado en vigor.- Se autoriza al 
Lic. Carlos Enrique Hernández, acceso a la información 
propiedad del H. Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, 
disponible en medios electrónicos en el Internet, en cuanto a 
las promociones digitalizadas y acuerdos, que no contengan 
orden de notificación personal, que obran en el Expediente en 
que se actúa, con correo electrónico 
lic_carloscorrea@hotmail.com, previo registro hecho en la 
página Web de la Superioridad.- Debiendo comparecer ante la 
Presencia Judicial en día y hora hábil con identificación 
(credencial de elector con fotografía o pasaporte vigente).- Una 
vez que el actor proporcionar el domicilio de la parte 
demandada tal y como lo establece el artículo 66 del código de 
Procedimientos Civiles para el Estado, y exhiba copia de los 
documentos que acompaña su demanda, se expedirá cédula 
de emplazamiento para la central de actuarios.- Notifíquese 
personalmente a la parte demandada.- Notifíquese.- Así y con 
fundamento en los artículos 2, 4, 41, 52, 53, 66, 68, 98, 108, 
247, 248, 250, 462, 621, 622, 623, 624, 625, 626, 627 y 
relativos, lo acordó y firma el Licenciado Luis Felipe Pérez 
Domínguez, Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil 
del Segundo Distrito Judicial del Estado, quien actúa con el 
Licenciado Francisco Cruz Pierrez, secretario de acuerdos que 

autoriza y da fe.- Expediente número 01127/2010. DOY FE 
DOS FIRMAS ILEGIBLES.- UNA RUBRICA.- Enseguida se 
hace la publicación de ley. Conste. 

En Altamira, Tamaulipas, once del mes de enero del año 
dos mil once.- Por presentada a la C. ELSA CASTILLO 
RAMOS, actora dentro del Juicio en que se actúa, así como es 
quien firma la promoción que se provee, y visto el contexto de 
su petición, en virtud de que obra en autos que el domicilio de 
la parte demandada C. JUANA MARGARITA MURILLO 
PÉREZ, no fue ubicado, se ordena emplazarle por edictos que 
se publicaran en el periódico oficial del estado, en un diario de 
los de mayor circulación en este Distrito Judicial, por (3) TRES 
VECES consecutivas y se fijarán además en los estrados de 
este Juzgado, comunicándose a la parte demandada que 
deberá presentar su contestación de demanda, dentro del 
término de (60) sesenta días, a partir de la fecha de la última 
publicación.- Apercibiéndose al actor que si este Juzgado por 
cualquier motivo tuviera el conocimiento, de que se encuentra 
enterado del domicilio de la parte demandada, o pareciere que 
maliciosamente se dijo ignorarlo, el emplazamiento se tendrá 
como no hecho y se mandará practicar en el domicilio ya 
conocido.- Notifíquese.- Así y con fundamento en los artículos 
1, 2, 4, 63, 67 fracción VI, 108, 470 y demás relativos del 
Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, lo 
acordó y firma el Licenciado Luis Felipe Pérez Domínguez, 
Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil del Segundo 
Distrito Judicial del Estado, quien actúa con el Licenciado 
Francisco Cruz Pierrez, secretario de acuerdos que autoriza y 
da fe.- Expediente 01127/2010.- Radicación.- Dos Firmas 
Ilegibles.- Una Rubrica.- Enseguida se hace la publicación de 
ley. Conste.  

Por lo anterior se emplaza a JUANA MARGARITA 
MURILLO PÉREZ, mediante edictos que se publicarán en el 
periódico oficial del estado, en un diario de los de mayor 
circulación en este Distrito Judicial, por (3) TRES VECES 
consecutivas y se fijarán además en los estrados de este 
Juzgado, comunicándose a la parte demandada que deberá 
presentar su contestación de demanda, dentro del término de 
(60) sesenta días, a partir de la fecha de la última publicación, 
quedando a su disposición las copias del traslado en la 
Secretaría del Juzgado.  

ATENTAMENTE 

Altamira, Tam., a 24 de enero de 2011.- El C. Juez Cuarto 
de Primera Instancia del Ramo Civil, LIC. LUIS FELIPE PÉREZ 
DOMÍNGUEZ.- Rúbrica.- El C. Secretario de Acuerdos, LIC. 
FRANCISCO CRUZ PIERREZ.- Rúbrica. 

  895.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

AL C. 
GUIDO AHMED CRUZ YEPEZ, 
YA LA C. 
ESTELA CASTILLO BARRIOS DE CRUZ.  
CUYO DOMICILIO SE IGNORA. 

La C. Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito Judicial del 
Estado, en proveído de fecha cinco de octubre de dos mil 
nueve, radicó el Expediente Número 01245/2009 relativo al 
Juicio Hipotecario promovido por SCRAP II SOCIEDAD DE 
RESPONSABILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE en 
contra de GUIDO AHMED CRUZ YEPEZ y ESTELA 
CASTILLO BARRIOS DE CRUZ, y toda vez de que su 
demandante dice ignora su domicilio con fundamento. en el 
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artículo 67 fracción VI, del Código de Procedimientos Civiles 
vigente en el Estado, se ordeno emplazarlo por medio de 
edictos que se publicara por TRES VECES consecutivas en el 
Periódico Oficial del Estado y en uno de los diarios de mayor 
circulación, así como en estrados de este Juzgado, por medio 
del cual se le llama a Juicio, a fin de que dentro del término de 
sesenta días después de hecha la última publicación, produzca 
su contestación de demanda quedando en la Secretaria del 
Juzgado a su disposición las copias de traslado respectivas y 
se le previene que al ocurrir a Juicio designe abogado y 
domicilio de este para oír y recibir notificaciones, apercibido 
que en caso de no hacerlo las subsecuentes notificaciones de 
carácter personal se le harán en los estrados de este 
Juzgado.- DOY FE. 

H. Matamoros, Tam., a 26 de noviembre de 2010.- LA C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

    896.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

C.C. ADRIAN YADO RAMÍREZ y  
GLORA MAR SÁNCHEZ 
CUYO DOMICILIO SE IGNORA. 

El Ciudadano Licenciado Joel Galván Segura, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, en proveído de fecha veinticinco de 
noviembre del dos mil nueve, radicó el Expediente Número 
01758/2009 relativo al Juicio Hipotecario promovido por los 
C.C. Lics. Juan Francisco Castañeda Cervantes y Miguel Ángel 
Sarmiento Herrera, en su carácter de apoderado legal para 
pleitos y cobranzas de la persona moral denominada SCRAP 
II, SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA DE 
CAPITAL VARIABLE y toda vez que su demandante dice 
ignorar su domicilio con fundamento en los artículos 1, 2, 4, 5, 
22, 40, 52; 67 fracción IV y 105 del Código de Procedimientos 
Civiles vigente en el Estado, se ordenó notificar al demandado 
ADRIAN YADO RAMÍREZ y GLORA MAR SÁNCHEZ por 
medio de Edictos mediante proveído de fecha veintidós de 
octubre del actual, que se publicará por TRES VECES 
consecutivas en el Periódico Oficial del Estado y en un diario 
de mayor circulación en esta ciudad y en los estrados de este 
Juzgado, con las copias simples de la demanda, documentos y 
de este proveído para el traslado de ley, la cual quedara a su 
disposición en la Secretaría de este Tribunal para que de su 
contestación dentro del término de sesenta días contados a 
partir de la fecha de la última publicación del edicto, 
apercibiéndosele que deberá señalar domicilio en esta ciudad 
para oír y recibir notificaciones y en caso de no hacerlo las 
subsecuentes y aún las personales se le harán en los estrados 
del Juzgado como lo previene el artículo 66 del ordenamiento 
legal antes invocado. 

H. Matamoros, Tamps; a 10 de noviembre de 2010.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. HUGO FRANCISCO PÉREZ 
MARTÍNEZ.- Rúbrica. 

    897.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

 

 

 

 

 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

AL C. 
JOSÉ DAVID CHAPA CISNEROS,  
Y A LA C. 
MA. TERESA SOSA CAMPOS.  
CUYO DOMICILIO SE IGNORA. 

 La C. Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito Judicial del 
Estado, en proveído de fecha veinticuatro de febrero de dos mil 
diez, radicó el Expediente Número 00445/2010 relativo al 
Juicio Hipotecario promovido por SCRAP II SOCIEDAD DE 
RESPONSABILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE en 
contra de JOSÉ DAVID CHAPA CISNEROS y MA. TERESA 
SOSA CAMPOS, y toda vez de que su demandante dice ignora 
su domicilio con fundamento en el artículo 67 fracción VI, del 
Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, se 
ordeno emplazarlo por medio de edictos que se publicara por 
TRES VECES consecutivas en el Periódico Oficial del Estado y 
en Uno de los diarios de mayor circulación , así como en 
estrados de este Juzgado, por medio del cual se le llama a 
Juicio, a fin de que dentro del término de sesenta días después 
de hecha la última publicación, produzca su contestación de 
demanda quedando en la Secretaria del Juzgado a su 
disposición las copias de traslado respectivas y se le previene 
que al ocurrir a Juicio designe abogado y domicilio de este 
para oír y recibir notificaciones, apercibido que en caso de no 
hacerlo las subsecuentes notificaciones de carácter personal 
se le harán en los estrados de este Juzgado.- DOY FE.  

H. Matamoros, Tamps; a 13 de enero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

   898.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

A LA C. 
JUANA LÓPEZ PÉREZ, 
Y AL C. 
MARCOS MARTÍNEZ MARTÍNEZ.  
CUYO DOMICILIO SE IGNORA. 

La C. Licenciada Elvira Vallejo Contreras, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Civil del Cuarto Distrito Judicial del 
Estado, en proveído de fecha veinticinco de febrero de dos mil 
diez, radicó el Expediente Número 00456/2010 relativo al 
Juicio Hipotecario promovido por SCRAP II SOCIEDAD DE 
RESPONSABILIDAD LIMITADA DE CAPITAL VARIABLE en 
contra de JUANA LÓPEZ PÉREZ y MARCOS MARTÍNEZ 
MARTÍNEZ, y toda vez de que su demandante dice ignora su 
domicilio con fundamento en el artículo 67 fracción VI, del 
Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, se 
ordeno emplazarlo por medio de edictos que se publicara por 
TRES VECES consecutivas en el Periódico Oficial del Estado y 
en uno de los diarios de mayor Circulación, así como en 
estrados de este Juzgado, por medio del cual se le llama a 
Juicio, a fin de que dentro del término de sesenta días después 
de hecha la última publicación, produzca su contestación de 
demanda quedando en la Secretaria del Juzgado a su 
disposición las copias de traslado respectivas y se le previene 
que al ocurrir a Juicio designe abogado y domicilio de este 
para oír y recibir notificaciones, apercibido que en caso de no 
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hacerlo las subsecuentes notificaciones de carácter personal 
se le harán en los estrados de este Juzgado.- DOY FE.- 

H. Matamoros, Tamps; a 26 de noviembre de 2010.- La C. 
Secretaria de Acuerdos, LIC. CLAUDIA PATRICIA 
ESCOBEDO JAIME.- Rúbrica. 

    899.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Familiar. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

LA C. 
JUANA MARÍA RODRÍGUEZ GONZÁLEZ. 
CUYO DOMICILIO SE IGNORA 

Por auto de fecha veinticinco de octubre de dos mil seis, se 
radicó el Expediente Número 1010/2006, relativo al Juicio 
Intestamentario a bienes de los SEÑORES ANDRÉS 
RODRÍGUEZ ALDAPE Y VIRGINIA GONZÁLEZ GUTIÉRREZ, 
denunciado por DANIEL CASTILLO RODRÍGUEZ, habiéndose 
dictado resolución de declaratoria de herederos en fecha doce 
de marzo de dos mil siete y cuyos puntos resolutivos dicen y 
un auto de fecha dieciséis de febrero de dos mil diez el cuál a 
la letra dice: Primero:- Ha Procedido la apertura de las 
presentes Sucesiones Legítimas a bienes de los C.C. ANDRÉS 
RODRÍGUEZ ALDAPE Y VIRGINIA GONZÁLEZ GUTIÉRREZ, 
denunciado por el C. DANIEL CASTILLO RODRÍGUEZ. 
Segundo:- Así mismo se le reconoce y declara a la C. JUANA 
MARÍA RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, como heredera universal en 
su carácter de hija de los autores de la herencia; se le 
reconoce y declara como heredero por estirpe de la C. JUANA 
MARÍA RODRÍGUEZ GONZÁLEZ a su hijo de nombre DANIEL 
CASTILLO RODRÍGUEZ, en su calidad de descendiente en 
línea recta de la misma; Tercero:- Se nombra como Albacea al 
C. DANIEL CASTILLO RODRÍGUEZ, a quién se le tendrá 
como tal previa aceptación y protesta del cargo conferido ante 
la presencia judicial, previniéndosele en los términos de Ley, 
para que dentro del término de quince días, contados a partir 
de la aceptación, formule y presente ante este Juzgado el 
inventario y avalúo de los bienes de la sucesión legítima de 
que se trata.- Notifíquese Personalmente:- Así definitivamente 
lo resolvió y firma C. Licenciado Miguel Ángel Benito Ayala 
Solorio, Secretario de Acuerdos en funciones de Juez Segundo 
de Primera Instancia de lo Familiar del Cuarto Distrito Judicial 
en el Estado, encargado del Despacho por Ministerio de Ley, 
en los términos del artículo 77 fracción XVII, 103 y 105 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, actuando ante las 
testigos de asistencia C. Celestina Patricia Hernández 
Rodríguez y P.D. Roció Medina Villanueva.- Damos Fe.  

H. Matamoros, Tamaulipas, (16) dieciséis de febrero de 
dos mil diez (2010).- Visto el estado procesal que guardan los 
presentes autos y en razón de que ya transcurrió el término de 
seis días que fuera concedido al coheredero con motivo de la 
formulación del inventario y avaluó, realizado mediante ocurso 
del treinta de enero de dos mil ocho, sin haber manifestado 
oposición al respecto; en tal virtud se aprueba el mismo con las 
reservas de que si aparecen nuevos bienes o deudas no 
listados se agreguen al mismo.- Agréguese a sus 
antecedentes.- Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por 
los artículos 108 y 799 del Código de Procedimientos Civiles 
vigente en el Estado.- Notifíquese Personalmente y Cúmplase.- 
Así lo acordó y firma el C. Lic. Rafael Pérez Avalos, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Familiar del Cuarto Distrito 
Judicial del Estado, actuando con el C. Miguel Ángel Benito 
Ayala Solorio, Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe. 

Ordenándose con fundamento en el artículo 67 fracción 
VII, 793, 930 fracción II del Código de Procedimientos Civiles 
vigente en el Estado la publicación del presente edicto se hará 

por TRES VECES consecutivas en el Periódico Oficial del 
Estado y en uno de los diarios de mayor circulación en esta 
ciudad, fijándose además en los estrados del Juzgado, para el 
efecto de que dentro del término de seis días que si es su 
deseo haga valer su derecho que contempla el artículo 793 del 
Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado.- DOY 
FE.  

H. Matamoros, Tamps; a 11 de febrero de 2011.- El C. 
Secretario de Acuerdos, LIC. MIGUEL ÁNGEL AYALA 
SOLORIO.- Rúbrica. 

   900.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Cuarto de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

C. GLORIA GONZÁLEZ RUIZ 
DOMICILIO IGNORADO. 

El C. Licenciado Luis Felipe Pérez Domínguez, Juez 
Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, con residencia en Altamira, 
Tamaulipas, por auto de fecha ocho de febrero del año dos mil 
once, se ordenó se emplace la radicación del Expediente 
Número 874/2010, relativo al Juicio Ordinario Civil, promovido 
por la C. GUDELIA VICENTA HERNÁNDEZ FITZ, en contra de 
la C. GLORIA GONZÁLEZ RUIZ, de quien se reclama las 
siguientes prestaciones: 

A.- La recisión por incumplimiento del contrato de promesa 
de compra-venta, en que incurrió la C. GLORIA GONZÁLEZ 
RUIZ, en su calidad de promitente compradora, y que 
celebramos el día 12 de agosto del año 2006, ante la fe del C. 
Lic. Juan Cabrera Gómez, Notario Público Número 231 en 
ejercicio en el Segundo Distrito Judicial del Estado de 
Tamaulipas, de la ciudad de Madero, Tamaulipas, respecto al 
inmueble en construcción ubicado en el denominado Rancho 
"La Pulga", que se identifica como casa de interés social para 
habitación familiar (Planta Baja), manzana 3, condominio 6, 
vivienda número 24, ubicado en calle Circuito Golfo de México, 
número 323, entre Andador Sábalo y Andador Atlántico, 
Fraccionamiento Pórticos de Miramar, Código Postal número 
89440, de la ciudad de Madero, Tamaulipas. 

B.- La restitución material a mi favor del bien inmueble 
descrito en el inciso que antecede, con todas sus mejoras y 
construcciones enclavadas.  

C.- Que se declare por sentencia firme, que la suscrita no 
está obligada a escriturar a favor de la C. Gloria González 
Ruiz, con motivo de su incumplimiento y que quedo en libertad 
de ofrecer en venta o celebrar cualquier transacción el bien 
inmueble descrito en el inciso A), con cualquier interesado.  

D.- El pago de los alquileres dejados de percibir, a partir 
del día 12 de agosto del año 2006, fecha en que la demandada 
ocupó el bien inmueble motivo de la referida promesa de venta, 
hasta la total desocupación, los cuales serán cuantificados en 
la etapa procesal respectiva, por peritos en la materia.   

E.- El pago de los perjuicios ocasionados, consistente en el 
interés más alto que el Banco de México fije en depósitos a 
plazo fijo, dentro del período de incumplimiento por parte de la 
demandada, de conformidad con el artículo 1173, segundo 
párrafo, del Código Civil vigente en la Entidad, los cuales se 
cuantificarán, a partir del día 12 de agosto del año 2006, en 
que el demandado ocupó materialmente el bien inmueble, 
hasta la desocupación y restitución, del referido inmueble.   

F.- Como consecuencia de lo anterior, el pago a favor de la 
demandada, seguida de consignación de la cantidad de 
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$40,000.00 (CUARENTA MIL PESOS, 00/100 M.N.), cantidad 
que me otorgó el día 12 de agosto del año 2006, al momento 
de la celebración, firma y ratificación del contrato de promesa 
de compraventa, por haber incurrido en falta de obligación, 
conforme a la cláusula tercera, del referido contrato. 

G.- Para el caso de oposición por parte de la demandada, 
el pago de los gastos y costas que se originen con motivo del 
presente Juicio.   

En Altamira, Tamaulipas, ocho de febrero del año dos mil 
once.- Por presentado al C. Licenciado Alejandro Camacho 
Díaz, en representación de la parte actora dentro del juicio en 
que se actúa y visto el contexto de su petición, se tiene 
exhibiendo constancias de los oficios expedidos en autos 
debidamente sellados y firmados de recibido, mismos que se 
mandan agregar a los autos para que obren como 
corresponda; y conforme a los informes del domicilio de la 
parte demandada GLORIA GONZÁLEZ RUIZ, mismo que no 
fue ubicado, se ordena emplazar por edictos que se publicaran 
en el Periódico Oficial del Estado y en un diario de los de 
mayor circulación en este Distrito Judicial, por (3) TRES 
VECES consecutivas y se fijarán además en los estrados de 
este Juzgado, comunicándose a la parte demandada que 
deberá presentar su contestación de demanda, dentro del 
término de (60) sesenta días, a partir de la fecha de la última 
publicación.- Apercibiéndose al actor que si este Juzgado por 
cualquier motivo tuviera el conocimiento, de que se encuentra 
enterado del domicilio de la parte demandada, o pareciere que 
maliciosamente se dijo ignorarlo, el emplazamiento se tendrá 
como no hecho y se mandará practicar en el domicilio ya 
conocido.- Notifíquese.- Así y con fundamento en los artículos 
1, 2, 4, 63, 67 fracción VI, 108 y demás relativos del código de 
procedimientos civiles para el estado de Tamaulipas, lo acordó 
y firma el Licenciado Luis Felipe Pérez Domínguez, Juez 
Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil del Segundo 
Distrito Judicial del Estado, quien actúa con el Licenciado 
Francisco Cruz Pierrez, Secretario de Acuerdos que autoriza y 
da fe.- Expediente 00874/2010.- Enseguida se hace la 
publicación de ley.- Conste.   

Y por el presente que se publicará por TRES VECES 
consecutivas en el Periódico Oficial Del Estado y en un diario 
de los de mayor circulación en este Distrito Judicial, así mismo 
se fijará además en los estrados del local del Juzgado, 
haciéndole saber que deberá presentar su contestación dentro 
del plazo de sesenta días, contados a partir de la fecha de la 
última publicación del edicto, en la inteligencia de que las 
copias simples de la demanda y sus anexos debidamente 
requisitados se encuentran a su disposición en la Secretaría de 
este Juzgado, y que de no comparecer a Juicio se seguirá éste 
en su rebeldía, haciéndosele las ulteriores notificaciones por 
cédula. 

ATENTAMENTE. 

Altamira, Tam., a 15 de febrero del año dos mil once.- El C. 
Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil, LIC. LUIS 
FELIPE PÉREZ DOMÍNGUEZ.- Rúbrica.- El C. Secretario de 
Acuerdos, LIC. FRANCISCO CRUZ PIERREZ.- Rúbrica. 

901.-Febrero 22, 23 y 24.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Primer Distrito Judicial. 

Cd. Victoria, Tam. 

Cd. Victoria, Tam., 08 de febrero de 2011 

A QUIEN CORRESPONDA: 

El C. Licenciado Adrian Alberto Sánchez Salazar, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Primer Distrito 

Judicial en el Estado, por auto de fecha diecisiete de junio de 
dos mil nueve, dictado dentro del Expediente Número 
00409/2005, relativo al Juicio Hipotecario, promovido por el C. 
LICENCIADO GILBERTO AVALOS MARTÍNEZ en contra de 
PEDRO LARA TORRES Y MA. DE LOURDES MARTÍNEZ 
ALFARO se ordenó sacar a remate en primera almoneda el 
bien inmueble consistente en:  

 Bien inmueble embargado ubicado en la calle República 
de Argentina, N°225-A, colonia Pedro Sosa de esta ciudad, 
Código Postal 87120, con una superficie de 430.00 m2, con las 
siguientes medidas y colindancias: AL NORTE en 43.00 m con 
Gregorio Zúñiga; AL SUR en 43.00 m con J. Refugio V. García; 
AL ESTE en 10.00 m. con Sres. Pérez García; y AL OESTE en 
10.00 m con calle República de Argentina, con los siguientes 
datos de registro: Sección I, Número 22176, Legajo 444, del 
municipio de Victoria, Tamaulipas, de fecha 7 de julio de 1994, 
del municipio de Victoria, Tamaulipas con un valor comercial 
de $420,000.00 (CUATROCIENTOS VEINTE MIL PESOS 
00/100 M.N). 

Y para su debida publicación por TRES VECES dentro de 
nueve días en el Periódico Oficial del Estado, en uno de los de 
mayor circulación en esta ciudad, así como en los estrados del 
Juzgado, comunicando aquellos que deseen tomar parte en la 
subasta que previamente a la celebración de la misma, 
deberán presentar por escrito su postura, cubriendo los 
requisitos que señala el artículo 481 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria del de 
comercio, sin cuyos requisitos no serán admitidos, en el 
entendido que se considera postura legal la que cubra las dos 
terceras partes del precio fijado al bien inmueble embargado 
para su remate, señalándose para que tenga verificativo el 
desahogo de la diligencia de remate en primera almoneda, a 
las ONCE HORAS DEL DÍA VEINTIDÓS DE MARZO DE DOS 
MIL ONCE. 

La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. MAURA EDITH 
SANDOVAL DEL ÁNGEL.- Rúbrica. 

902.-Febrero 22, 24 y Marzo 2.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Primer Distrito Judicial. 

Cd. Victoria, Tam. 

El Licenciado Rafael Pérez Avalos, Juez Primero de 
Primera Instancia de lo Civil del Primer Distrito Judicial en el 
Estado, ordenó sacar a remate en Primera Almoneda y al 
mejor postor el bien embargado a la parte demandada en el 
Expediente Número 00719/2008 relativo al Juicio Ejecutivo 
Mercantil, promovido por el Licenciado Carlos Mauro 
Hernández López y otro en carácter de endosatarios en 
procuración de PORFIRIA LUCIO RODRÍGUEZ en contra de 
LAURA LETICIA GARCÍA MALDONADO, consistentes en:  

Consistente en: terreno ubicado en calle Arco Iris N° 2508, 
L-4, M-1, del Fraccionamiento Vista de esta ciudad con una 
superficie de 120.00 m2 con las siguientes medidas y 
colindancias AL NORTE en: 8.00 m., con propiedad privada; 
AL SUR, en 8.00 m; con calle Arco Iris; AL ESTE en: 15.00 m., 
con lote 5; AL OESTE en: 15.00 m.; con lote 3; con los 
siguientes datos de registro: Sección II Legajo 4032, N° 89, de 
fecha 20 de mayo de 2005, del municipio de Victoria, 
Tamaulipas, con un valor de $279,710.00 (DOSCIENTOS 
SETENTA Y NUEVE MIL SETECIENTOS DIEZ PESOS 00/100 
M.N.).  

Y por el presente que se publicará POR TRES VECES 
dentro de nueve días en el Periódico Oficial del Estado y en 
otro de los de mayor circulación en esta capital, convocando 
postores a la primera almoneda que tendrá verificativo en el 
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local de este Juzgado el DÍA VEINTICINCO (25) DE MARZO 
DEL DOS MIL ONCE (2011), A LAS ONCE HORAS (11:00) 
A.M. en el cual será postura legal la que cubra las dos terceras 
partes del valor pericial de dicho bien; así mismo se hace la 
aclaración de que aquellos que intervengan como postores, 
deberán exhibir el equivalente al 20% veinte por ciento del 
valor de los bienes que sirvió de base para el remate a través 
de certificado de depósito expedido por el Fondo Auxiliar de la 
Administración de Justicia del Poder Judicial del Estado de 
Tamaulipas, y exhibir la postura legal en sobre cerrado es dado 
en ciudad Victoria, Tamaulipas, a los nueve días del mes de 
febrero del año dos mil once (2011).    

 ATENTAMENTE 
"SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN". 

El C. Juez Primero de Primera Instancia del Ramo Civil, 
LIC. RAFAEL PÉREZ AVALOS, Rúbrica.- El C. Secretario de 
Acuerdos, LIC. ANASTACIO MARTÍNEZ MELGOZA.- Rúbrica. 

903.-Febrero 22, 24 y Marzo 2.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Tercero de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

La Ciudadana Licenciada Dora Angélica Salazar Pérez, 
Juez Tercero de Primera Instancia de lo Civil del Segundo 
Distrito Judicial en el Estado, con residencia en Altamira, 
Tamaulipas, ordeno sacar a remate en primera almoneda el 
siguiente inmueble embargado dentro del presente Juicio en el 
Expediente 00618/2009 relativo al Juicio Ejecutivo Mercantil 
promovido por ANA MARÍA GARCÍA DE ALDAPE en contra de 
UNIÓN DE CRÉDITO DE TAMPICO, S. A. DE C. V. se ordeno 
sacar a remate en primera almoneda, los siguientes bienes 
inmuebles consistente en: 

Inmueble ubicado en; calle Álvaro Obregón numero 606, 
poniente Zona Centro de Tampico, Tamaulipas, con las 
siguientes medidas y colindancias; lote 3, manzana 55, 
superficie total de 896,5090 m2 metros cuadrados; AL NORTE: 
en 19,8450 m. con calle Álvaro Obregón incluyendo 1,3888 m 
con pozo a cielo abierto. AL SUR, en 2 líneas una de 15,926 
m. con lote 6 Guadalupe Galmares Aslonso de Reyes y 
fracción del lote 5 propiedad de Alicia Galnares Alonso de 
Moral y 5.336 m con lote 4 propiedad de Carlos Ignacio Ramón 
Galnares Alonso, AL ESTE, en dos medidas la primera de 
21,844, la segunda de 10.975 y la tercera de 16,644 m. la 
primera con Fraccionamiento del lote 5 propiedad de Alicia 
Galnares Alonso de Moral la segunda con lote 4 propiedad de 
Carlos Ignacio Ramón Galnares Alonso la tercera con fracción 
del lote 3 propiedad de Antonio Galnares Alonso, AL OESTE: 
en 3 líneas la primera en 6.110 m con lote 2 propiedad 
Francisco Antonio Galnares Alonso, la segunda en 3.568 m. 
con pozo a cielo abierto que se encuentra en la parte Sur del 
terreno y una última de 39,849 m. con lote 2 propiedad de 
Francisco Antonio Galnares Alonso, lote 5 de la manzana 55 
superficie total de 313.77 m2 con las siguientes medidas y 
colindancias AL NORTE, en tres líneas la primera oriente a 
poniente mide 3.00 m. la segunda que corre de Sur a Norte 
mide 2.96 m. colinda en estas medidas con fracción del lote 3 
la tercera línea que corre de oriente a poniente mide 25,35 m. 
con fracc., del lote 4 propiedad de de Carlos Galnares Alonso, 
AL SUR: en una línea de 15.16 m colinda con lote 6, AL 
ORIENTE: en tres líneas la primera corre de sur a norte mide 
14.01 ME la segunda de Poniente a Oriente 13.62 m y colinda 
estas dos medidas con fracc., del mismo lote 5 y la tercera 
corre de Sur a Norte mide 4.00 colinda con calle Alarcón, AL 
PONIENTE en 14.90 m con colinda con lote 6 prop., de 
Guadalupe Galnares Alonso, de Tampico, Tamaulipas.- El cual 
tiene un valor comercial de $9,000.000 (NUEVE MILLONES 

DE PESOS 00/100 M. N.), según dictamen pericial que obra en 
autos.  

 Y para su publicación por TRES VECES dentro de nueve 
días tanto en el Periódico Oficial del Estado, como en otro 
periódico de mayor de circulación que se edita en Tampico, 
Tamaulipas, así como en la Oficina Fiscal de esa ciudad, así 
como en los estrados de este Juzgado, convocando a postores 
a la primera almoneda que tendrá verificativo en el local de 
este Juzgado el día VEINTICUATRO DE MARZO DE DOS MIL 
ONCE, A LAS (10:00) DIEZ HORAS, sirviendo de postura 
legal, la cantidad que cubra las dos terceras partes del importe 
total del valor pericial fijado al inmueble que se saca a remate, 
así mismo, se hace la aclaración a aquellos que intervengan 
como postores, y exhiban el 20% (veinte por ciento), este 
deberá ser sobre el valor pericial fijado al bien que se saca a 
remate, expedido por la oficina recaudadora del Fondo Auxiliar 
del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, y exhibiendo 
postura legal en sobre cerrado.- DOY FE.  

Altamira, Tamps., a 15 de febrero de 2011.- La C. 
Secretaria de Acuerdos del Juzgado Tercero de Primera 
Instancia de lo Civil, del Segundo Distrito Judicial en el Estado, 
LIC. MA. DEL CARMEN VILLAGRANA ALMAGUER.- Rúbrica. 

904.-Febrero 22, 24 y Marzo 2.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Primer Distrito Judicial. 

Cd. Victoria, Tam. 

Cd. Victoria, Tam., 04 de febrero de 2011 

A QUIEN CORRESPONDA: 

El C. Licenciado Adrian Alberto Sánchez Salazar, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Primer Distrito 
Judicial en el Estado, por auto de fecha uno de febrero de dos 
mil once, dictado dentro del Expediente Número 00433/2005, 
relativo al Juicio Ejecutivo Mercantil, promovido por el C. 
LICENCIADO ESTEBAN GARCÍA HERNÁNDEZ en contra de 
JESÚS DELGADO MONCADA se ordenó sacar a remate en 
segunda almoneda el bien inmueble consistente en:  

El 50% (por ciento) del bien inmueble ubicado en calle 
Corregidora número 174, de la colonia Independencia de 
ciudad Victoria, Tamaulipas, con una superficie de 312.50 
metros cuadrados, y las siguientes medidas y colindancias; AL 
NORTE en 12.50 metros con calle Corregidora; AL SUR en 
12.50 metros con lote 17; AL ESTE EN 25.00 metros con lote 
9; y AL OESTE en 25.00 metros con lote 7; con un valor 
comercial de $240,000.00 (DOSCIENTOS CUARENTA MIL 
PESOS 00/100 M.N.).  

Y por el presente que se publicará por de edictos que se 
publicarán por TRES VECES dentro de nueve días en el 
Periódico Oficial del Estado, así como en uno de los de mayor 
circulación de esta ciudad y en los estrados del Juzgado, 
comunicando aquellos que deseen tomar parte en la subasta 
que previamente a la celebración de la misma, deberán 
presentar por escrito su postura, la que deberá cumplir con los 
requisitos señalados en el artículo 481 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, sin lo cual se tendrá por no hecha la 
postura y no se les dará intervención en la diligencia; siendo 
postura legal la que cubra las dos terceras partes del valor del 
bien inmueble para su remate, con rebaja del 10% de la 
tasación conforme lo dispone el citado numeral aplicado de 
manera supletoria al Código de Comercio; señalándose las 
ONCE HORAS DEL DÍA VEINTINUEVE DE MARZO DE DOS 
MIL ONCE, para que tenga verificativo el desahogo de la 
diligencia de remate en segunda almoneda. 
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La C. Secretaria de Acuerdos, LIC. MAURA EDITH 
SANDOVAL DEL ÁNGEL.- Rúbrica. 

905.-Febrero 22, 24 y Marzo 2.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El Ciudadano Licenciado Gilberto Barrón Carmona, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado, con cabecera en Altamira, Tamaulipas, 
por auto de, fecha trece de enero del año dos mil once, ordenó 
radicar los autos del Expediente 00060/2011, promovido por 
DOMINGA GALVÁN VILLEGAS, relativo a las Diligencias de 
Jurisdicción Voluntaria Sobre Información Ad-Perpetuam, para 
acreditar derechos de posesión sobre el inmueble ubicado en 
calle Capitán Pérez numero 403, entre Primera y Segunda 
Privada Zona Centro en Altamira, Tamaulipas, con superficie 
de 160.00 m2., y las siguientes medidas y colindancias; AL 
NORTE, en 10.00 metros con lote 9, AL SUR, en 10.00 metros 
con calle Capitán Pérez, AL ESTE, en 16.00 metros con lote 
20, y AL OESTE, en 16.00 metros con lote 18, con clave 
catastral 04-01-03-156-012, ordenándose publicar los avisos 
en el Periódico Oficial del Estado y en un periódico de mayor 
circulación de la localidad, por TRES VECES consecutivas de 
siete en siete días, conforme a lo establecido al respecto por la 
Ley del Registro Público de la Propiedad Inmueble y del 
Comercio, en su capítulo XXIV, de las informaciones de 
dominio y su registro, artículo 129, concretamente inciso G), 
párrafo V, debiéndose colocar en lugares visibles de la Oficina 
Fiscal, Palacio Municipal de Altamira, Tamaulipas, y estrados 
de este Juzgado.- Es dado en el despacho del Juzgado 
Segundo de lo Civil en Altamira, Tamaulipas, a los diecinueve 
días del mes de enero del año dos mil once.- DOY FE. 

El C. Juez Segundo de lo Civil, LIC. GILBERTO BARRÓN 
CARMONA.- Rúbrica.- El C. Secretario del Juzgado, LIC. 
SALOMÓN SAMPABLO MARTÍNEZ.- rúbrica. 

906.-Febrero 22, Marzo 1 y 8.-3v1. 

E D I C T O 

Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil. 

Segundo Distrito Judicial. 

Altamira, Tam. 

El Ciudadano Licenciado Gilberto Barrón Carmona, Juez 
Segundo de Primera Instancia de lo Civil del Segundo Distrito 
Judicial en el Estado, con cabecera en Altamira, Tamaulipas, 
por auto de fecha once de febrero del año dos mil once, ordenó 
radicar los autos del Expediente No. 1525/2010, promovido por 
el C. JORGE HEREDIA NIÑO, relativo a las Diligencias de 
Jurisdicción Voluntaria Sobre Información Ad-Perpetuam, para 
acreditar derechos de posesión, en concepto de propietario del 
lote de terreno; que se identifica como fracción del predio 
rustico denominado "La Presa" municipio de Altamira, 
Tamaulipas, con una superficie aproximadamente de 17-00-00 
has., y las siguientes medidas y colindancias: AL NORTE, en 
538.03 metros lineales con terreno de la familia Heredia 
Zubieta; AL SUR, en 544.81 metros lineales con propiedad de 
la familia Heredia Zubieta; AL ORIENTE, en 270.42 metros 
lineales con Rosendo Ruiz A., AL PONIENTE, en 361.55 
metros lineales con el Ejido Altamira, ordenándose publicar los 
avisos en el Periódico Oficial del Estado y en un periódico de 
mayor circulación de la localidad, por TRES VECES de siete 
en siete días, conforme a lo establecido al respecto por la Ley 
del Registro Público de la Propiedad Inmueble y del Comercio, 
en su capítulo XXIV, de las informaciones de dominio y su 
registro, artículo 129, concretamente inciso G), Párrafo V, 

debiéndose colocar en lugares visibles de la Oficina Fiscal, 
Palacio Municipal de Altamira, Tamaulipas; y estrados de este 
Juzgado.- Es dado en el despacho del Juzgado Segundo de lo 
Civil en Altamira, Tamaulipas, a los dieciséis días del mes de 
febrero del año dos mil once.- DOY FE. 

El C. Juez Segundo de lo Civil, LIC. GILBERTO BARRÓN 
CARMONA.- Rúbrica.- El C. Secretario del Juzgado, LIC. 
SALOMÓN SAMPABLO MARTÍNEZ.- rúbrica. 

907.-Febrero 22, Marzo 1 y 8.-3v1. 

AVISO NOTARIAL. 

Notaría Pública Número 312. 

Cd. Reynosa, Tam. 

Cd. Reynosa, Tam., a 16 de febrero de 2011. 

LIC. CÉSAR HIRAM MASCORRO GARCÍA, en mi carácter 
de Titular de la Notaría Pública número 312 (trescientos doce), 
con ejercicio en este Quinto Distrito Judicial del Estado y 
residencia en esta ciudad, ante usted con el debido respeto 
comparezco y expongo: 

En ese sentido y con el fin de dar cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 27 (veintisiete) de la Ley del 
Notariado para el Estado de Tamaulipas en vigor, me permito 
informar a usted, que en esta propia fecha iniciaré funciones 
como Titular de la Notaría Pública número 312 (trescientos 
doce). 

El domicilio de la oficina de la Notaría Pública a mi cargo, 
se encuentra ubicado en la calle Quinta número 430 
(cuatrocientos treinta), entre Río Álamo y Río Mante, de la 
colonia Prolongación Longoria, en esta ciudad de Reynosa, 
Tamaulipas. 

ATENTAMENTE 

Notario Público Número 312 

LIC. CÉSAR HIRAM MASCORRO GARCÍA. 

Rúbrica. 

908.-Febrero 22.-1v. 

FE DE ERRATAS 

En el Periódico Oficial número 20 de fecha (16) dieciséis 
de febrero de (2011) dos mil once, en la página (11) once, 
columna derecha; en el octavo renglón se publicó el Edicto 
Número 799, expedido por el Juzgado Primero de Primera 
Instancia Familiar, del Cuarto Distrito Judicial en el Estado, con 
residencia en H. Matamoros, Tam., en los siguientes términos: 

DICE: 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

El C. Licenciado… 

… por medio de edictos que se publicarán por DOS VECES de 
diez en diez días, 

H. Matamoros… 
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Deber Decir: 

E D I C T O 

Juzgado Primero de Primera Instancia Civil. 

Cuarto Distrito Judicial. 

H. Matamoros, Tam. 

El C. Licenciado… 

… por medio de un edicto que se publicará por UNA SOLA 
VEZ. 

H. Matamoros… 

Lo anterior para los efectos legales que haya lugar. 

 

CONSTE.- LA SECRETARIA. 
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EL RINCÓN DEL VIEJO, S. de R.L. de C.V. 

Balance Final de Liquidación al 30 de Noviembre de 2010 

(Pesos) 

 

ACTIVO   

Cajas y Bancos    $ 0.00 

Clientes    0.00 

Activos Fijos    0.00 

   TOTAL DE ACTIVO $ 0.00 

     

PASIVO   

Cuentas por Pagar    $ 390,230.89 

   TOTAL DE PASIVO $ 390.230.89 

     

     

CAPITAL  $ 50,000.00 

Capital Social    (440,230.89) 

Perdidas por Liquidación    (390,230.89) 

   TOTAL DE PASIVO y CAPITAL $ 0.00 

NOTA: De acuerdos al presente Balance, no existe remanente de utilidades a distribuir entre los accionistas. 

Este Balance se publica en cumplimiento y para los efectos del Artículo 247 Fracción II de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

Nuevo Laredo, Tamaulipas. 

SRA. LETICIA ZALETA RAMÍREZ 

Liquidador 

909.-Febrero 22, Marzo 3 y 15.-3v1. 
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